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I. INTRODUCCION.
La distinciôn entre un Derecho tributario material y un Derecho 
tributario formal ha propiciado histôricamente un inicial abandono inte- 
lectual de los aspectos relatives al procedimiento de aplicaciôn de los 
tributes, en aras de una atenciôn prioritaria — explicable en términos 
lôgicos—  por los elementos estructurales del tribute, per aquello en le 
que el tribute consiste.
Dejando a un lado la polémica de la cual ha side objeto la mencio- 
nada distinciôn en nuestro pals — polémica aquietada en cierta forma una 
vez que se admite que se trata de una distinciôn esencialmente conceptual 
y de utilidad pedagôgica, y en la que no faltan zonas oscuras o de dudo- 
sa adscripciôn (1)— , es indudable la interrelaciôn entre ambos campes, 
no sôlo en el âmbito normative — puesto que el Derecho es, por encima de 
sus divisiones sistemôticas, un todo unitario en el que unes sectores in- 
fluyen sobre otros— , sine también a nivel conceptual. Hace ya algunos 
ahos que los estudiosos del Derecho tributario, conscientes de esa mutua 
relaciôn, comenzaron a interesarse por los problemas del procedimiento 
de aplicaciôn de los tributes, de manera que en la actualidad nadie esta- 
rfa dispueste a aceptar una subordinaciôn en importancia de esta materia, 
a colocar al Derecho tributario formai en un segundo término, relegândolo 
— en expresiôn de Mantero—  a un papel "de secundôn" (2).
En efecto, en 1973 escribfa el profesor Palao que "comienza... a 
difundirse la convicciôn de que la justicia en este importante sector de 
la vida social no depende sôlo de una correcta formulaciôn de las leyes 
tributarias sustantivas, sino también, de manera decisiva, de una regula- 
cién de la actividad administrativa..." (3). Hoy puede afirmarse que.
afortunadamente, esa convicciôn se encuentra amplia y profundamente ex- 
tendida y aceptada.
En este orden de consideraciones, se ha senalado en mâs de una oca- 
siôn la penuria de doctrine del campo formal del Derecho tributario, doc­
trine que sôlo escasa y ocasionalmente se ha ocupado de él. No comparto 
plenamente la validez actual de esta afirmaciôn. El protagonismo de la 
obligaciôn tributaria material ha producido un abandono del anfilisis de 
las distintas situaciones jurfdicas subjetivas distintas de aquélla — den 
tro de las cuales unas pertenecen al Derecho tributario material y otras 
al formai (4)— , como taies situaciones jurCdicas. Pero no puede hablarse 
hoy d$a de un abandono en masa del Derecho tributario formai, habida 
cuenta de los numerosos trabajos y publicaciones existantes al respecto. 
Lo que s£ me parece cierto es que, a pesar de la existencia de ese nûcleo 
de estudios, ya no tan escasos, el Derecho tributario formai continûa 
siendo un campo intelectualmente menos elaborado, ordenado y sistematiza- 
do, que el Derecho tributario material, llegândose a hablar en alguna 
ocasiôn de la situaciôn caôtica en que conceptualmente se encuentra (5).
iCômo pueden compatibilizarse estas dos afirmaciones que, en prin­
ciple, pudieran parecer contradictorias?. En otros términos, ^existe al­
guna razôn que explique el hecho de que la atenciôn creciente hacia los 
temas de Derecho tributario formai no haya tenido un correlative reflejo 
en orden a un avance en su elaboraciôn conceptual?. Si observâmes la bi- 
bliografia existante acerca del Derecho tributario formai inmediatamente 
nos percatamos de que sus autores no pertenecen mayoritarlamente al campo 
académico universitario — como, por contra, acontece en el campo del De­
recho tributario material— , sino a escalas y cuerpos de funcionarios
distintos de los univers!tarios, o a profesionales de la abogacfa.
Ningûn juicio peyorativo subyace en mi ânimo al constatar este he­
cho, ni mucho menos pretendo afirmar un distinto valor del resultado in- 
telectual, segûn la situaciôn, ya profesional, ya administrativa, de 
quien la lleva a cabo. Simplemente, es lôgico que al Abogado en ejercicio 
le preocupe la soluciôn del problema concrete que en cada memento lleva 
entre manos, y, de la misma manera, es lôgico que al Inspecter de Hacien­
da le preocupe de manera inmediata y primaria lo que es su quehacer de 
cada dfa. En una palabra, el Derecho tributario formai, por régla gene­
ral, se ha abordado infinitamente mâs desde la perspectiva aplicativa que 
desde el punto de vista de su configuraciôn dogmôtica, por lo que nos en- 
contramos ante un campo, en buena medida, "por hacer", a pesar de la va- 
liosa literatura al respecto.
Me parece teunbiën indudable que la distinta formaciÔn — y no sôlo 
preocupaciôn—  de quienes se han acercado a este campo normativo supone 
una dificultad adicional para llegar a un acuerdo mâs o menos amplio en 
punto a esquemas conceptuales, cuestiones terminolôgicas o pautas de es- 
tudio.
Por otra parte, en el Derecho tributario formai la sociologia y 
psicologfa financieras han encontrado — encuentran—  un idôneo campo de 
cultivo, y tal afirmaciôn adquiere visos de apotegma en torno a la Ins- 
pecciôn tributaria (6). Y este ânimo se manifiesta no sôlo en el aconte- 
cer cotidiano de la aplicaciôn normativa, sino también, en muchas ocasio- 
nes, en el estudio que de taies normas se lleva a cabo. Hora es de que 
los contribuyentes dejemos de ver en el Inspector actuario otra cosa que 
.no sea un funcionario de la Administraciôn que ha de cumplir sus funcio-
nés y tareas en el marco de actuaciôn que la legislaciôn vigente encuadra 
y el otorga. Hora es de que, dejando a un lado reticencias corporativas 
y recelos injustificados, se aunan los esfuerzos de los estudiosos, desde 
el lugar y puesto que fueren. Es necesario desbancar de este terreno a 
la sociologia financiera, centrar el empeno en la sistematizacién e in- 
terpretaciôn de una legislaciôn que todos hemos de acatar y de cumplir, 
legislacién en muchos casos — también es cierto—  mucho mâs pobre y con- 
fusa que la del "otro campo" del Derecho tributario. No en vano se ha 
puesto de manifiesto reiteradamente el proceso de ôsmosis entre norma y 
elaboraciôn conceptual.
En este orden de cosas, el reciente Reglamento General de la Ins- 
pecciôn de los Tributos, aprobado por el Real Decreto 939/1986, de 25 de 
abril (BOE de 14 de mayo del mismo ano), ademâs de su intrinseca impor­
tancia objetiva, se ofrece como un punto idôneo de reflexiôn. Desde la 
ya lejana fecha de 1963, muchas han sido las veces en que se ha puesto 
de manifiesto la necesidad de cumplir aquella "promesa" de Reglamentos 
Générales anunciada en el articule 9& de nuestra Ley General Tributaria, 
y este anhelo ha sido sehalado desde todos los ângulos, con encomiable 
unidad de pareceres.
En las pfiginas que siguen me ocuparé del procedimiento de la Ins- 
pecciôn de los Tributos, centrando el tema en las funciones liquidadoras 
de la misma y en las actas, como documente prototfipico de la actuaciôn 
inspectera. Ambas cuestiones se encuentran estrecha y profundamente vin- 
culadas, como tendremos ocasiôn de comprobar.
II. CUESTIONES PREVIAS: GESTION E INSPECCION.
1.- Cuestiones terminolôgicas.
Tanto en nuestro Derecho positive como en nuestra literatura 
cientfifica la expresiôn "gestiÔn de los tributos" carece de una signifi- 
caciôn univoca. Otro tanto acontece — especialmente a nivel normativo—  
cuando se habla de la "inspecciôn de los tributos", término que se emplea 
con diverses significados. Conviens, por tanto, en primer lugar, disipar 
esta cierta ambigüedad, al objeto de un claro entendimiento del tema.
En base a nuestra Ley General Tributaria, al término gestiôn pueden 
encontrfirsele très siginificados diverses, cada une de elles de diferente 
amplitud.
En primer lugar, puede entenderse que la "gestiôn de los tributos" 
comprends toda la actividad administrativa encaminada, directa o indirec- 
tamente, a la aplicaciôn y exacciÔn de aquÔllos. El término gestiôn ven- 
dréa asf a ser significative de todo el Derecho tributario formai. Tal 
es la idea que subyace en el rôtulo del Tftulo III de la Ley General, 
donde, bajo la denominaciôn "La gestiôn tributaria", se incluyen las li- 
quidaciones tributarias (capCtulo IV), la recaudaciôn (capfitulo V), la 
inspecciôn de los tributos (capitule VI), la revisiôn de actes en via ad­
ministrativa (capitule VII), ademâs de un capitule dedicado al "procedi­
miento de gestiôn tributaria" (el III), y los suprimidos procedimientos 
de estimaciÔn objetiva global (capitule II) y de los Jurados Tributaries 
(capitule VIII). Esta acepciôn, que podemos llamar genérica, es sostenida 
por el Seminario de Derecho Financiero de la Universidad de Madrid, en 
sus "Notas de Derecho financiero" (7), y es acogida, asimismo, por el 
profesor Ferreiro Lapatza en su "Curso de Derecho financiero". Con clari-
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dad afirma este âltimo autor que "el Derecho formai tributario régula... 
el camino, el mëtodo, el procedimiento de aplicaciôn o gestiôn de los 
tributes. Gestionar o aplicar los tributos — continûa—  significa no sôlo 
determinar las concretas obligaciones que derivan de las normas que los 
establecen y ejecutar taies obligaciones, sino también procurar que la 
determinaciôn y ejecuciéh de estas obligaciones se realice conforme al man­
date de la Ley, evitando y corrigiendo en lo posible toda desviaciôn" 
(8).
Una segunda acepciôn del término de referencia es la que se contie- 
ne en el articule 90 de la citada Ley General Tributaria, conforme al 
cual las funciones de la Administraciôn en materia tributaria se dividen 
en funciones de gestiôn, para la liquidaciôn y recaudaciôn, y funciones 
de resoluciôn de reclamaciones. De ahi se desprende un concepto amplio 
de la gestiôn, que comprende asô toda la actividad administrativa encami­
nada a la exacciÔn de tributos, con la exclusiôn de las funciones de re­
soluciôn de reclamaciones (9). Mfis concretamente, la gestiôn tributaria 
comprende, en este sentido amplio, la liquidaciôn, la recaudaciôn, la 
inspecciôn, y los desaparecidos Jurados (10).
En tercer lugar se habla de gestiôn en un sentido restringido en 
el artôculo 92 de la Ley General, oponiôndose este tôrmino tanto al de 
procedimiento de las reclamaciones conômico-administrativas como a los 
de recaudaciôn e inspecciôn, con lo cual la gestiôn comprende ûnicamente 
la liquidaciôn, quedando fuera de ella no sÔlo la recaudaciôn, sino tam­
bién la inspecciôn (11). Este concepto restringido de gestiÔn es cierta- 
mente poco vilido, por poco representativo, de lo que en realidad tal 
procedimiento constituye. La gestiôn de los tributos — como ha escrito
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Palao—  es "un procedimiento administrativo que concluye con un acto por 
el que se fija en una determinada cuantfa el dfibito tributario del con- 
tribuyente" (12). Dentro de ese procedimiento como catégorie unitaria 
tienen cabida actos y figuras de diverse indole, y, en este sentido, es 
indudable que la Inspecciôn aparece encuadrada, forma parte, de la ges­
tiôn tributaria, de forma que no pueden considerarse como dos procedi­
mientos nitida y claramente diferenciados. En la Ley General Tributaria 
parece latente una cierta "vecchia" concepciôn de la inspecciôn como algo 
anormal o patolôgico dentro de la aplicaciôn de los tributos. Asi, se 
produce la incongruencia de consagrar en el Titulo III un capitule (III) 
al procedimiento de gestiôn, en el cual se incluyen la comprobaciôn e in- 
vestigaciôn, y otro capitule (IV) especificamente dedicado a la inspec­
ciôn; cuando lo cierto es que comprobaciôn e ivnestigaciôn son las fun- 
ciones tipicas en que la inspecciôn se desarrolla. Ademôs, dentro del 
propio Titulo III se regulan las liquidacioncs (capitule IV) aparté del 
procedimiento de gestiôn, siendo la liquidaciôn, sin embargo, el acte fi­
nal del procedimiento de gestiôn y, en consecuencia, parte esencial del 
mismo (13).
Igualmente parece rechazable el sentido amplio de gestiôn que se 
comprende en el citado articulo 90 — tambiôn en el articulo 114 del mismo 
cuerpo legal— , pues la recaudaciôn es un procedimiento "sustancialmente" 
diferenciado del de gestiôn en sentido estricto, que, justamente, comien­
za cuauido ëste termina. Mis dificultades aÔn puede conllevar denominar 
gestiôn a todo lo que se incluye en el Titulo III, pues entonces abarca- 
rfa toda la actuaciôn administrativa en materia tributaria (14), y ya 
existen otras denominaciones (Derecho tributario formai, procedimiento 
tributario), para designarla.
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Creo que los términos son importantes, puesto que son los vehiculos 
a través de los cuales nos entendemos; de manera que, si no queremos 
crear un confusionismo innecesario, habremos de designer a cada cosa con 
una palabra y utilizer cada palabra para designar una sola cosa. En esta 
llnea, me parece mâs adecuado hablar de gestiôn para designar al procedi­
miento de aplicaciôn de los tributos en sentido estricto, esto es, exclu- 
yendo de tal actividad administrativa la resoluciôn de reclamaciones y 
la recaudaciôn. A este procedimiento bien puede denominârsele procedi­
miento de gestiôn — tendencia de la Ley General Tributaria, aunque, como 
hemos visto, no acierta a ofrecer un concepto coherente— , bien procedi­
miento de liquidaciôn, denominaciôn que la Ley General Tributaria no em­
plea, aunque es ampliamente acogida en nuestra doctrina. El término "pro­
cedimiento de liquidaciôn" es ciertamente expresivo, aunque puede pres- 
tarse a una cierta confusiôn, ya que la liquidaciôn es el resultado final 
de la actividad que la Administraciôn realiza; con lo cual, si se habla 
de procedimiento de liquidaciôn hay que diferenciar entre una liquidaciôn 
en sentido estricto (acto de liquidaciôn), y una liquidaciôn en sentido 
amplio (gestiôn) para justificar la denominaciôn del procedimiento (15). 
Asimismo, hay que tener en cuenta que la liquidaciôn no es sino una de 
las funciones que se desarrollan en el procedimiento de gestiôn, de forma 
que hay que distinguir lo que son funciones liquidadoras en sentido am­
plio, entendiendo por taies todo acto o acuerdo dirigido a la cuantifica- 
ciôn de la deuda, y lo que es funciôn liquidadora en sentido estricto, 
que se manifiesta en el acto administrativo por el que se fija tal cuan- 
t£a (16).
Por todo ello creo preferible utilizar el vocablo procedimiento de 
gestiôn, aunque dado lo extendido del tôrmino liquidaciôn y su expresivi-
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dad, es difÉcil sustraerse al mismo. En cualquier caso, una vez formula- 
das las consideraciones que anteceden, creo que la cuestiôn no se presta 
a equivocos.
Por lo que se refiere a la Inspecciôn de los Tributos, puede ser 
contemplada desde un doble punto de vista: orgânico — en cuyo caso es 
frecuente designarla como Inspecciôn, con mayôscula—  y funcional. En es­
te sentido, el Preâmbulo del Reglamento General de la Inspecciôn de los 
Tributos nos dice: "La Inspecciôn de los Tributos puede ser entendida
desde una doble perspectiva, como actividad encuadrada en la gestiôn tri­
butaria y como conjunto de ôrganos de la Administraciôn de la Hacienda 
PÜblica que desarrollan tal actividad como consecuencia de las funciones 
que tienen encomendadas".
Ahora bien, esta diferenciaciôn entre ôrganos y actividad de ins­
pecciôn no présenta en si mayores problemas. Se trata de una distinciôn 
meramente semântica, sin dificultad alguna una vez explicitada. La ambi­
güedad fundamental en relaciôn a la Inspecciôn se refiere a la diversidad 
de funciones que los ôrganos llamados de Inspecciôn ejercen en nuestro 
Derecho (17). Sobre ello conviene adelantar las siguientes ideas:
12. Es una idea ampliamente extendida el considerar que dentro del 
procedimiento de gestiôn intervienen — por un lado—  unos ôrganos lla­
mados de gestiôn en sentido estricto y, tradicionalmente, oficinas liqui­
dadoras, encargados de las actuaciones liquidadoras; y unos ôrganos — por 
otra parte—  llamados de Inspecciôn, cuyas funciones consisten en inves­
ti gar y comprobar, por lo que taies funciones son consideradas "inspecta— 
ras" en sentido estricto.
22, Esta articulaciôn orgfinica y funcional de la gestiôn tributaria
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es una idea mâs doctrinal que positiva, haciendo salvedad de periodos 
concretos y excepcionales, como el comprendido entre 1926-1927. No puede 
hablarse, no ya en el momento présente, sino tradicionalmente en nuestro 
Derecho, de una correspondencia perfects entre ôrgano inspector y funciôn 
comprobadora e investigadora, y ello por dos razones: a) Las funciones 
inspecteras son mâs amplias que las consignadas como tâpicas, desarro- 
llando taies ôrganos funciones informadoras e inquisitivas y tambiÔn fun- 
ciones liquidadoras; b) Tampoco puede hablarse de una correspondencia pèr 
fecta entre oficinas gestoras y funciones liquidadoras, pues estos ôrga­
nos siempre han ostentado determinadas competencias comprobadoras e in- 
vestigadoras.
Ahora bien, una vez que se ha dejado constancia de taies hechos es 
necesario formular alguna matizaciÔn respecto a los mismos, de forma que 
se aproximan a aquella idea doctrinal. En efecto, es necesario reconocer 
que la actividad de inspecciôn en sentido propio a cargo de los ôrganos 
de gestiôn ha tenido una entidad menor, tanto respecto a las de tal carâc 
ter desarrolladas pôr los ôrganos de Inspecciôn, como a las demâs ejerci- 
das por aquellos ôrganos; asimismo, tal actividad ha solide venir inte- 
grada, desde el punto de vista del procedimiento, en el de gestiôn en 
sentido estricto o, si se quiere, en el de liquidaciôn, de manera ue sus 
efectos jurfidicos se han confundido con los de dicho procedimiento (18). 
Por otra parte, tampoco las funciones liquidadoras de la Inspecciôn pue­
den contemplarse como una actividad autônoma e independiente de la misma, 
pues no se han configurado asi en el ordenamiento; esto es, histôricamen- 
te no se han desarrollado al margen de los ôrganos de gestiôn.
Es por ello que hemos de admitir, a efectos de este trabajo, aque-
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lia articulaciôn orgfinica y funcional del procedimiento, que, con las ma- 
tizaciones formuladas, es, ciertamente, un instrumente vfilido de anâli- 
sis.
2.- Cuestiones dogmfiticas subyacentes.
Como hemos dicho, la actividad administrativa de inspecciôn 
tributaria se inserta naturalmente en la mfis amplia actividad administra­
tiva de gestiôn de los tributos, es decir, en la actividad que formaliza- 
da en el correspondiente procedimiento aboca en el acto administrativo 
de liquidaciôn tributaria (19).
Expresado técnicamente esto quiere decir que cuando la actividad 
de inspecciôn se formalize en un procedimiento — el môs tCpico, el de 
1926, como enseguida veremos—  tal procedimiento se inserta dentro del 
propio procedimiento de gestiôn. Y asi, nos dice el Preâmbulo del nuevo 
Reglamento General de la Inspecciôn que "el procedimiento de inspecciôn 
supone una especie o modalidad del procedimiento de gestiôn tributaria 
y constituye un procedimiento especial no sujeto estrictamente a la Ley 
de Procedimiento Administrativo".
La idea de un procedimiento inserto en otro procedimiento apunta 
directamente la complejidad de tal actuaciôn administrativa. No obstante, 
la doctrina ha manifestado ciertas diferencias sobre este punto.
Para PÔrez de Ayala y Gonz&lez Garcia el procedimiento de gestiôn 
tributaria constituye tÔcnicamente un solo procedimiento (20), concibién- 
dolo "como un supuesto de hecho de formaciôn progresiva y consistante en 
varios actos jurfidicos sucesivos dirigidos a una finalidad, serie de ac-
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tos jurfidicos de los cuales cada uno de elles presupone necesarlamente 
otro precedente y prépara el subsiguiente" (21). Mantienen estos autores 
la tesis de la relativa autonomfia de los actos integrados en el procedi­
miento de gestiôn, pudiendo ser estos actos a la vez actos de trfimite 
y definitives, o sea, que aun siendo actos de trfimite, a ciertos efectos 
tienen la consideracifin de actos definitives, sin que por ello pierdan 
la condiciôn de actos de carficter instrumental dentro del procedimiento 
(22).
Por el contrario, Palao Taboada mantiene que el procedimiento de 
gestiôn tiene una estructura compleja, afirmando, con Gota Losada, que 
es posible concebir en el procedimiento diverses actos definitives de 
contenido limitado, subordinados lôgicamente unos a otros, hasta llegar 
al acto final, consecuencia de los anteriores (23). Concretamente, escri­
be el citado profesor: "en el caso de que en el procedimiento de liqui—  
daciôn se dfi la presencia de un acto de comprobaciôn no es plenamente ri- 
guroso hablar de un solo procedimiento, sino que es mfis exacto afirmar 
que existen, al menos, dos procedimientos: el de comprobaciôn y el de li­
quidaciôn, cada uno de ellos integrado por sus propios actos preparato- 
rios o de trfimite, carentes, por tanto, de propia autonomfia y realizados 
en vista del acto final del procedimiento concreto en el que se enmar- 
can". Por eso Berliri habla en ocasiones de "procedimiento de procedi­
mientos" (24).
Siguiendo, en peurte, esta construcciÔn, Mantero prefiere hablar de 
"proceso", como concepto mfis amplio que abarca o puede abarcar varios 
procedimientos, todos ellos con la misma finalidad (25).
Ello no obstante, cualquiera que sea la concepcicôn que del proce-
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ditniento de gestiôn se mantenga, lo môs importante a nuestros efectos es 
destacar cômo ese procedimiento ha variado de signo.
En efecto, el procedimiento normal de gestiôn, esto es, el procedi­
miento aplicable a la generalidad de los tributos estatales, y que puede 
ser calificado de tradicional en nuestro sistema, se estructurô sobre la 
base de cuatro etapas o fases claramente diferenciadas: iniciaciôn, 11—
quidaciôn provisional, comprobaciôn y liquidaciôn definitiva (26).
En una primera fase de iniciaciôn el contribuyente présenta la opor 
tuna declaraciôn tributaria — presciendiendo de los otros modos de inicia 
ciôn previstos en el artficulo 101 de la Ley General Tributaria— , propor- 
cionando a los ôrganos de gestiôn los datos suficientes para procéder a 
la liquidaciôn tributaria.
En la segunda fase, denominada de liquidaciôn provisional, los ôr­
ganos gestores u oficinas liquidadoras porcedfan a realizar las operacio- 
nes de liquidaciôn, segôn los datos proporcionados por el contribuyente.
En la tercera fase, denominada de comprobaciôn, la Inspecciôn tri­
butaria procedfia a comprobar la veracidad de los hechos consignados en 
las declaraciones y de las valoraciones correspondientes.
En la cuarta fase los ôrganos gestores podfian ya fijar definitiva- 
mente el importe de la deuda tributaria, mediante la oportuna liquida­
ciôn, con el soporte de la realidad comprobada por la Inspecciôn.
En esta estructura es posible hablar al menos de dos procedimientos 
diferenciados, como hace Palao; un procedimiento de comprobaciôn y un 
procedimiento de liquidaciôn; adviôrtase cômo se trata en cada caso de
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funciones distintas — funciôn comprobadora y funciôn liquidadora— , cla­
ramente diferenciadas y atribuidas, sustancialmente a ôrganos distintos. 
La comprobaciôn, entendida como la fijaciôn de un elemento necesario para 
la aplicaciôn del tribute, puede, por sfi misma, arrojar un resultado en 
orden a la determinaciôn y cuantificaciôn de la deuda tributaria, esto 
es, de la liquidaciôn; pero ello no impide la diferenciaciôn entre un ti- 
po de actividad comprobadora y otro tipo de actividad liquidadora, cada 
una de ellas integradas por sus propios actos (27).
Esta concepciôn del procedimiento se ve avalada o potenciada, entre 
otras consideraciones, por el tipo de ôrganos que intervienen — aunque 
no de forma absoluta, como ha quedado indicado—  en cada uno de esos "sub 
procedimientos". La situaciôn ha sido descrita por el profesor Martfin 
Delgado (28) en los siguientes términos: en primer lugar, el procedimien­
to de gestiôn tributaria se tratô de configurer alejéndolo lo més posible 
de la colaboraciôn de los contribuyentes, dada la convicciôn de que la 
inexsitencia de una "conciencia" tributaria pondrfa en otro caso en peli- 
gro el buen término de dicho procedimiento. En segundo lugar, y como con­
secuencia de lo anterior, las actividades de liquidaciôn son realizadas 
casi exclusivamente por lo ôrganos gestores de la Administraciôn, con la 
menor participaciôn posible de los contribuyentes. En tercer lugar, para 
la actuaciôn del procedimiento de gestiôn, la Administraciôn expérimenta 
un proceso de especializaciôn orgfinica, con la creaciôn de ôrganos y cuer 
pos de funcionarios, encargados de funciones especificamente tributarias. 
Asfi, junto a los ôrganos gestores, se hace précise crear un cuerpo espe­
cial encargado de la comprobaciôn de los hechos imponibles declarados y 
de la investigaciôn de los no declarados por los contribuyentes. Y estas 
funciones, basadas en la prfictica defraudadora de los contribuyentes, van
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a experimenter un proceso de expansiôn cuantitativa y cualitativa, lo que 
ocasiona un ensanchamiento de la competencia de los ôrganos inspectores 
frente a los ôrganos gestores. Por ûltimo, todo el procedimiento de ges­
tiôn as£ entendido esté fundamentado en las concepciones garantistas que 
informaban el principle de legalidad y que trascendfian de modo particu­
lar al llamado Derecho tributario formal.
La revisiôn de los planteamientos subyacentes en esta concepciôn, 
en parte, ciertamente, por una evoluciôn de la ideologîa, pero también, 
y especialmente por la propia y compleja evoluciôn del sistema tributa­
rio, producer como consecuencia que tanto la actividad comprobadora como 
la misma funciôn liquidadora experimenter modificaciones sustanciales. 
La generalizacién de las autoliquidaciones, con el consiguiente vacia- 
miento de la funciôn tfpica de las oficinas gestoras, la presencia signi- 
ficada de los retentores o de los obligados a repercutir, el considera­
ble incremento de las relaciones tributarias, llevan a potenciar y tecni- 
ficar la Inspecciôn, lo que conduce en ûltimo término a la asunc-iôn de 
funciones liquidadoras por parte de esta ûltima.
Cuando, como sucede en la actualidad, las liquidaciones tributarias 
— en la generalidad de los casos—  procéder bien directamente de una de- 
claraciôn-liquidaciôn del propio contribuyente, bien de una actuaciôn 
inspectera, teniendo lugar la liquidaciôn, en este ûltimo caso, dentro 
del propio procedimiento inspector, es dificil diferenciaur un procedi­
miento comprobador y un procedimiento liquidador, al menos en el sentido 
tradicional (29). Eh otros términos, no es posible hablar de una fase de com­
probaciôn y de una fase de liquidaciôn, cada una de ellas integradas por 
unas actuaciones propias y especfificas, puesto que el desarrollo de ambas
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funciones tiene lugar dentro de una fase de fijaciôn de datos, segûn un 
mismo cauce formai, donde la Inspecciôn Tributaria no sôlo comprueba si­
no que ademôs lleva a cabo las tareas administrativas de liquidaciôn.
Todo ello no evidencia, en ûltima instancia, sino que la gestiôn 
del tributo se estâ desenvolviendo conforme a unos criterios diferentes 
a los que originaron su ordenaciôn en la Ley General Tributaria, lo que 
conlleva la necesidad de revisar los planteamientos conceptuales al uso.
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III. LA INSPECCION DE LOS TRIBUTOS Y SUS FUNCIONES LIQUIDADORAS: VICISITU­
DES HISTORICAS.
Dejando a un lado los casos, verdaderamente excepcionales, en los 
que la liquidaciôn se lleva a cabo bien ûnicamente por la Administraciôn 
(30), bien ûnicamente por los administrados (31), lo normal es que la li­
quidaciôn se mueva entre estos dos esquemas contrapuestos y que en ella 
intervengan Administraciôn y administrados. Aunque el grado de interven- 
ciôn de una y otros ha variado enormemente en las distintas épocas y en 
los distintos tributos, se ha dicho reiteradamente que en nuestro ordena­
miento jurfdico el procedimiento tradicional de liquidaciôn ha venido 
configurado, con arreglo a esta doble intervenciôn, en cuatro etapas (in£ 
ciaciôn, liquidaciôn provisional, comprobaciôn y liquidaciôn definitiva) 
a las que ya nos hemos referido. En este esquema, basado sustancialmente 
en el principle de especialidad orgfinica, a las Oficinas gestoras corres­
ponde liquider y a la Inspecciôn corresponde comprobar e investigar abs- 
teniéndose de toda actividad de calificaciôn jurfdica.
Tal estructura encuentra su plasmaciôn prototfpica en el Real De­
creto de 30 de marzo de 1926, de Bases de la Inspecciôn, pero esa "puri- 
dad", en orden a una perfecta adecuaciôn del principle de especialidad 
orgfinica, duré poco mfis de un ano. En efecto, ya en 1927 las funciones 
de la Inspecciôn fueron objeto de una importante ampliaciôn, abandonfindo- 
se la anterior concepciôn de aquélla y, por ende, del propio procedimien­
to de gestiôn. A partir de ese momento vamos a asistir a una serie de 
continuas modificaciones que configuran una Ifnea evolutiva de la regula- 
ciôn del procedimiento de gestiôn tributaria caracterizada por la progre­
siva asunciôn de compentencias por los ôrganos inspectores.
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Sin embargo, tal evoluciôn no ha sido precisamente pacffica o in- 
contestada. La importancia del tema merece que nos detengamos en su anfi­
lisis, pues dada la significaciôn de la liquidaciôn tributaria dentro del 
procedimiento de gestiôn — todo el procedimiento se orienta a esa finali­
dad: conseguir una acto de liquidaciôn—  facilmente se comprende que la 
competencia para llevar a cabo funciones liquidadoras es el mejor expo- 
nente de la concepciôn de tal procedimiento, y toda modificaciôn en esa 
funciôn incide sustancialmente en aquél. Asf las cosas, en buena medida 
puede hacerse una historia de la Inspecciôn de los Tributos tomando como 
hilo conductor el acontecer de los avateres histôricos en punto a la atr^ 
buciôn a la misma de funciones liquidadoras (32).
Aunque, desde luego, el Real Decreto de 1926 no es la primera dis- 
posiciôn de nuestra historia tributaria en la que se encuentre una regu- 
laciôn sustantiva separada de la Inspecciôn de los Tributos (33), sf pue­
de decirse de ella que es la primera regulaciôn global de la Inspecciôn 
con un sentido moderno de ésta. Hasta entonces, la labor de "inspecciôn" 
se entiende primordialmente como un servicio interno de la Administraciôn 
y no como el ejercicio de funciones administrativas frente a los particu- 
lares (34), lo que se explica por las caracterfisticas del sistema tribu­
tario espahol — impuestos de carficter real y de cuota fija—  asf como por 
el sistema de gestiôn de los triburtos, confiado por régla general a par- 
ticulares en arrendamiento, quienes, a su vez, nombraban los agentes e 
inspectores que consideraban necesarios (35).
En esta situaciôn incidiô de manera fundamental la Contribuciôn so­
bre las Utilidades de la Riqueza Mobiliaria, en el ano 1900, nûcleo bfisi- 
co de la imposiciôn directa, donde aparecen unos tributos — las très ta­
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rifas que la integran—  en los que se hace patente la necesidad de una 
actividad externa de inspecciôn, Simultâneamente, en los primeros ahos 
de este siglo, la Administraciôn va asumiendo la gestiôn de los tributos 
por sf misma, como corresponde a una Administraciôn menos rudimentaria 
y mâs modernizada, pasando a ser cada vez mâs excepcional el sistema de 
arrendamiento a particulares y empezando, consiguientemente, a surgir las 
funciones gestoras e inspectoras como auténticas funciones administrati­
vas. Por ûltimo, es a principios de siglo cuando van creândose los diver- 
sos cuerpos especiales de Inspecciôn (36), cuya mera existencia détermi­
na la necesidad de procéder a una regulaciône en buena y debida forma del 
ejercicio de su actividad (37).
Esta nueva situaciôn es la que plasmô en la normativa de 1926, con- 
figurândose en ella la inspecciôn como una funciôn de la Administraciôn, 
pasando a revestir la asunciôn de funciones inspectoras por los particu­
lares un carficter excepcional, o al menos residual, frente al carficter 
de norma general anterior (38).
Dentro de este planteamiento, el Real Decreto de 30 de marzo de 
1926 (Gaceta de Madrid del 31 de marzo), estableciendo las Bases por las 
que ha de regirse la Inspecciôn de los Servicios de la Hacienda Pûblica 
y la de los Tributos, concibe la Inspecciôn como un ôrgano encargado del 
descubrimiento de hechos y su puesta en conocimiento de las Oficinas ges­
toras, con abstenciôn de toda actividad de calificaciôn jurfdica de las 
mismas, tarea ésta de la exclusive compentencia de los ôrganos de ges­
tiôn. La Inspecciôn de los Tributos era concebida, segûn palabras de Gota 
Losada, como una verdadera "policia tributaria" (39).
Tal "filosoffa" de la Inspecciôn queda verdaderamente plasmada con
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meridiana claridad en unos conocidos pfirrafos del Preâmbulo del citado 
Real Decreto de 1926 (40): "A lograr la arAonica districuôn de las fun- 
ciones inspectoras entre las Direcciones Générales del Ministerio de Ha­
cienda llamadas a ejercerlas, se encamina la presente disposiciôn. Pero 
al propio tiempo se abordan y estima el Ministro que suscribe que se re- 
suelvan con ella otros puntos esenciales y delicados, de gran trascenden- 
cia para las relaciones del contribuyente con el représentante del Fisco. 
Ese contacte entre dos intereses que, por una mala inteligencia sin fun- 
damento, aunque tradicionalmente admitida, se consideran opuestos y en 
pugna, requiere ser sometido a réglas que eviten en lo posible los razo- 
namientos y malas interpretaciones a que tan ocasionado ha sido siempre. 
A tal fin, se propone que la acciôn del inspector quede limitada a lo que 
su propio nombre indica, a la actuaciôn pura y simplemente investigadora, 
que debe terminer en el momento de ser presentada el acta de presencia 
en que el descubrimiento de la ocultaciôn de riqueza conste, dejando todos 
los trâmites ulteriores de recabar la conformidad del intresado, califi- 
car su acto y liquider las cuotas y penalidades que de él pueden résulter 
a cargo de la Administraciôn, oficina que por ser ajena a los hechos que 
estâ llamada a juzgar, y haber permanecio aiejade de ellos, puede reves­
tir su juicio de una serenidad que hacen diffcil la ofuscaciôn o el apa- 
sionamiento, muchas veces inevitable, de los que en los mismos hayan in- 
tervenido activamente, y dejando siempre a salvo el derecho del contribu­
yente a reclamar de las decisiones adminsitrativas sin incurrir por ello 
en mayor responsabilidad".
La Base 31 de este Real Decreto (incluida dentro del Capétulo 
VI: "Ocultaciôn y defraudaciôn. Actuaciôn de los inspectores") régula la 
actuaciôn inspectera con el siguiente tenor literal:
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"La actuaciôn de los Inspectores se limitarâ al levantauniento del 
acta de presencia, con todos los datos y detalles que puedan ilustrar a 
la Administraciôn en su acuerdo; a suministrar al contribuyente, con vis­
ta de la legislaciôn aplicable, las explicaciones que desee respecto a 
su caso, y a pasar el acta, acompahada de su informe, a la Administraciôn 
de Rentas Pfiblicas. Esta, en el plazo correspondiente, dictarô el acto 
administrativo y notificarô su resoluciôn al interesado, que, personal- 
mente o por medio de escrito, aceptarâ o no la nueva clasificaciôn hecha 
por la Administraciôn.
"En caso de aceptarla, y siempre que se trate de expediente de ocuJL 
taciôn, le serô condonada ipso facto la parte de la multa correspondiente 
al Tesoro. si no la acepta, podrâ interponer contra ella los recursos re- 
glamentarios dentro del piano de quince dfas, a contar desde la notifi- 
caciôn. La tramitaciôn de estos expedientes se ajustarfi a lo establecido 
en el Reglamento de 29 de junio de 1924 para las reclamaciones econômico- 
administrativas.
"Los Tribunales y Autoridades llamados a entender en estos recursos 
graduarôn la imposiciôn de penalidades que correspondan atendiendo a las 
circunstancias que concurran en los hechos que las hayan motivado, salvo 
cuando cuando procéda la absoluciÔn, y siempre con arreglo a los Regla­
mentos respectivos.
Las Bases comenzaron a régir el 1 de abril de 1926, aprobôndose el 
Reglamento en desarrollo de las mismas por Real Orden de 13 de julio del 
mismo aflo. Los articulos 61 a 67, ambos inclusive, desarrollaron la Base 
31, regulando con bastante minuciosidad la actuaciôn inspectera, hasta 
el punto de que, como ha dicho Cervera (41), aun con innegables defectos 
y lagunas (por ejemplo, sobre las condiciones de tiempo de la actuaciôn
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inspectera), en ellas "cabe encontrar unas normas configuradoras de un 
principio de procedimeinto al que ddoe plegarse la actuaciôn de la Admi­
nistraciôn" .
Esta actuaciôn se centra en torno al acta, en cuanto documente que 
recoge el resultado de aquélla. De acuerdo con la misiôn de la Inspec­
ciôn, el contenido de las actas deberô limitarse exclusivamente a la cens 
tancia de hechos, sin que intervenga operaciôn alguna que suponga aplica­
ciôn de normas jurfidicas (42). Asimismo, la actuaciôn inspectera — si­
guiendo la pauta de las primeras regulaciones sobre la Inspecciôn—  se 
concibe con un carficter marcadamente represivo (43). En la mente del le- 
gislador la finalidad bfisica a que debCa abocar la inspecciôn era la in- 
coaciÔn del oportuno expediente, que condujera a la imposiciôn de sancio- 
nes, mfis que al descubrimiento o comprobaciôn de hechos necesarios para 
girar la Iqiuidaciôn correspondiente (44). Es por ello que la regulaciôn 
de infracciones y sanciones tributarias se alojan en la de Inspecciôn de 
los Tributos, situaciôn que habrfi de perdurar hasta la Ley General Tribu­
taria, en la que, como es sabido, los preceptos relativos a las "infrac­
ciones tributarias" constituyen un capftulo propio — el VI—  del Tftulo 
II, referente a "los tributos", mientras que "la inspecciôn de los tribu- 
tos" forma parte de un capftulo independiente — el VI—  del Titulo III, 
que régula "la gestiôn tributaria".
Un punto importante a destacar de esta normativa es que la confor­
midad del contribuyente se presta al acto de liquidaciôn realizado por 
la Administraciôn de Rentas Pfiblicas (45). "Esto quiere decir — escribe 
Ferreiro (46)—  que la actuaciôn isnpectora y liquidadora, por un lado, 
y la conformidad del contribuyente por otro son independientes y no pue-
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den influirse recfprocamente. No hay lugar para la transacciôn o pacto 
sobre una materia, el tribute, que, en principio, debe estar fuera de las 
posibilidades de disposiciôn de Administraciôn y administrados. No hay 
lugar tampoco para que el Inspector o el ôrgano de liquidacién fuercen 
en alguna forma la voluntad del contribuyente, puesto que desconocen, 
cuando actuein, si ëste va a conformarse o no con la liquidacién que se 
le practique. La independences del contribuyente frente a la Inspeccién 
se mantiene, al menos en las normas, en toda su pureza. Es un érgano in- 
dependiente, la Administraciôn de Rentas Pûblicas, el que ha de decidir 
en âltima instancia y tal decisiôn puede o no conformarse con lo actuado 
por la Inspeccién. De hecho, es de presumir que la Administraciôn liqui­
dators se guie, en la mayorCa de los supuestos, por lo actuado por la Ins 
pecciôn. pero no tiene que ser aéi y, en ocasiones, la liquidacién prac- 
ticada no seguirâ los datos contenidos en el acts ni en el informe del 
Inspecte, sino las alegaciones del contribuyente" (47).
Efectivamente, la Administracién liquidadora no tiene porqué guiar- 
se necesariamente por lo actuado por la Inspeccién. Pero lo que ocurriô 
no fué — como con buena légica presume Ferreiro—  que en la mayorCa de 
los supuestos la Administraciôn liquidadora se guiara por lo actuado por 
la Inspeccién. Antes al contrario, se produjo una disparidad de actuacio- 
nes hasts el extreme que se "colapsô" précticamente la gestién tributa- 
ria.
La situacién ha side puesta de relieve por Mantero (48), de quien 
transcribe los siguientes pôrrafos de la Circular de Inspeccién nûmero 
2, de 21 de agosto de 1926, de la DirecciÔn General de Rentas Pâblicas, 
dictando normas para el râpido despacho de los expedientes de ocultacién
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y defraudaciôn:
"Ante el nûmero y la importancia de los expedientes de ocultacidn 
y defraudaciôn que en diverses provincias h an sido incoados desde el 1 
de abril Ûltimo en que comenzô la vigencia del nuevo régimen de la Ins- 
pecciûn, y que permanecen estacionados sin haber sido resueltos todavia, 
esta DirecciÔn General se considéra en el debe de llamar la atencién de
V.S. acerca de la necesidad apremiante de dar a este servicio el debido 
impulso, a fin de que la gestién inspectors no se malogre, con notorio 
dano de los intereses del Tesoro....
"...La paralizacién de los expedientes, su larga permanencia en las 
Oficinas, los fallos que tardfamente recaen en ellos, son fuente de mur- 
muraciones, acicate de maniobras inconfesables, invitacién a presiones in­
compatibles con la necesaria libertad de juicio y hasts justificante de 
la protesta de quien, casi olvidada su faits por el lapso de tiempo trans 
currido desde que se cometié, se encuentra, al cabo, castigado por 
ella....
"...La rapidez en la tramitacién de los expedientes harâ desapare- 
cer todos estos maies, y por ello, a asegurarla se han dirigido las pres- 
cripciones contenidas en los artfculos 63 — condonacién automôtica—  y 
66 — no comparecencia del interesado en las Oficinas, para conocer el ex- 
pediente y hacer alegaciones—  del Reglamento de la Inspeccién....
"...Para lograrlo debe tenerse en cuenta que la aceptacién de los 
fallos por los interesados puede ser hecha por comparencia personal o por 
escrito unido al expedients.... Cuando la comparecencia de aceptacién se 
haga por escrito, claro esté que no serô necesaria la presencia del inte­
resado en la Oficina, sino que su escrito podrâ ser remitido a ella por 
cualquier medio, incluso entregôndolo a los propios Inspectores, cuando
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asl lo desee y lo solicite de los mismos el expedientado...
Estas lïneas — dice Mantero (49)—  son reveladoras de la situacién: 
"las Oficinas se inundaron de expedientes y no habfa personal capacitado 
para resolverlos, puesto que los Inspectores s£ segufian levantando ac- 
tas". Existfa una pugna abierta entre la Inspeccién y la Administracién 
liquidadora — ésta se oponfa sistemâticamente a las actas inspecteras— , 
y de ello es buena prueba otra Circular de Inspeccién, la nûmero 6, de 
25 de mayo de 1927 (50), en la que bajo el tCtulo de "Disciplina", se 
afirma:
"Circunstancias de todos conocidas y que en el énimo de todos es-
tan, hacen que la funcién inspectera no encuentre extremada simpatfa,
quizé por su misma eficacia, dentro y fuera de la Administracién, con lo 
que se originan a veces diferencias y hasta pugnas, en las que esa unidad 
de criterio, tan necesaria y conveniente, suele quedar maltrecha, si no 
del todo destruida.
"Nadie mfis que los Delegados de Hacienda y los Jefes de Dependencia
a sus érdenes pueden poner remedio a este mal. Deber suyo es prestar aten
cién vigilante a la situacién que en el pérrafo anterior se senala, y con 
una intervencién prudente, serena y educadora, como corresponde a su pos_i 
cién privilegiada dentro de las oficinas, descubrir el dano y ponerle 
pronto remedio, llevando a todos el conveneimiento de que las funciones 
a cada uno encomendadas conducen al mismo fin; de que el camino para 11e- 
gar a él es ûnico, y de que por él ha de ir todos, animados por el mismo 
propésito de defender el interés del Tesoro Pûblico, defensa que es la 
esencia misma de la labor que tienen encomendada.
"Es preciso combatir tenazmente la idea, en algunos muy firme y 
arraigada, de que el funcionsurio administrative tiene la misma libertad
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de juzgar que el juzgador. Integran estos âltimos los diversos organismos 
en que se encarna el poder judicial, autônomo entre los que constituyen 
el Estado; son, en cambio, los primeros, simples instrumentes del poder 
ejecutivo, en la aplicaciôn de Leyes y Reglamentos que han de ajustarse, 
por tanto, a las normas y hasta a las interpretaciones emanadas del mismo 
a través de los distintos organismos en que se manifiesta.., Es, en cam­
bio, la funcién del administrative, una funcién subordinada que se carac- 
teriza precisamente por la aceptacién obediente de las normas de gobier- 
no, sin otra limitacién en esta obediencia que la que la propia Ley im- 
ponga....
"...Es seguro que poniendo todos en ello la mejor voluntad, como 
es su deber, resultarân bien poco frecuentes los cases de divergencia o 
disparidad de criterios en una aplicaciôn o interpretacién legal; cases 
que quedarén, ademés, facilmente resueltos con la debida consulta al or­
ganisme correspondiente. Y tan solo cuando esta buena voluntad no exista 
serén posibles las pugnas y discusiones entre funcionarios de distintas 
dependencias, en las que, tras un frâgil disfraz legal, no es difScil 
adivinar la lucha de intereses o pasiones...".
En otros pérrafos de esta Circular, bajo el epigrafe de "la conduc- 
ta", se pone de manifiesto lo que, dice Mantero (51), ya se imaginaba: 
que la reforma de 1926 era una reforma del régimen sancionador, a la que 
se subordinaron las demis:
"...La Inspeccién ha ido borrando su carécter represivo y adquirien 
do, en caunbio, otro marcadamente educador. Era caracteristica esencial 
de la Inspeccién la penalidad. Casi podréa decirse que ella constitués 
la base del sistema. En la multa residia toda la eficiencia de ejemplari- 
dad de la actuacién inspectors y en ella estaba también el estémulo, el
31
acicate de trabajo. Nada mis opuesto al verdadero concepto actual de la 
Inspeccién, al espéritu que ha informado la reforma, al sistema que se 
quiere implantar en bien, al propio tiempo, del contribuyente y del Teso­
ro, siguiendo normas y orientaciones de gobierno que a todos nos tocan 
obedecer....
"El ideal a perseguir por la Inspeccién es, pues, que nadie de los 
sujetos a tributar deje de hacerlo. Y para ello, lo primero, lo impres- 
cindible, es que pueda. Donde la cuota a percibir sea notoriamente supe­
rior a la capacidad econémica del contribuyente, la Inspeccién no debe 
cerrar los ojos a la realidad atenerse tercamente a la letra escrita de 
un solo artficulo, sino, por el contrario, poner a contribucién su inteli- 
gencia y su conocimiento de los Reglamentos para encontrar dentro de 
ellos mismo clasificacién apropiada a sus medios y circunstancias, y es­
te, tanto por la razén de orden moral, que aconseja no presentar jamâs 
al Fisco bajo un aspecto inhumane, como por otra puramente econémica; que 
mis conveniente y provechoso es para el Tesoro percibir una cuota baja, 
refieje de una industria pobre, que no percibir ninguna o percibirla sélo 
un corto espacio de tiempo, con la consiguiente desaparicién de aquella 
industria".
En este contexte se fragué la Real Orden de 23 de septiembre de 
1927 que, como se ha puesto de manifiesto reiteradamente, supuso un paso 
decisive para el abandono de la anterior concepcién de la Inspeccién. En 
el Preâmbulo de esta Real Orden, tras sehalar los "halagüenos" resultados 
de la "labor educadora" de la accién inspectera, "encaminada al conven- 
cimiento del contribuyente que haya incurrido en defecto en sus relacio- 
nes con el Fisco", se afirma:
"No han sido, sin embargo, interpretados con igual acierto por al-
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gunas dependencias administrativas los preceptos del Reglamento de 13 de 
julio de 1926 relatives a a actuacién de los Inspectores. Escrûpulos lé­
gales dignes de todo respeto han llevado a diversas oficinas a interpretar 
aquéllos en un sentido restrictive y estrictamente literal, entorpeciendo 
asî, por la imposicién sistemâtica de penalidades o por la resistencia 
a aceptar las decalraciones o partes de alta obtenidas por la Inspeccién, 
la marcha normal y répida de este servicio, que precisamente en la rapi­
dez encuentra la condicién mâs favorable de su éxito.
"A fin de evitar este, haciendo desaparecer las dificultades de or­
den legal que en algunas provincias han impedido la plena aplicaciôn de 
los nuevos procedimientos, parece conveniente aclarar los preceptos co- 
rrespondientes del vigente Reglamento de la Inspeccién, estableciendo al 
propio tiempo la debida unidad de criterio en servicio de tanta importan­
cia y procurando la mayor rapidez en los trâmites del mismo desde el des- 
cubrimiento hasta el ingreso de las cantidades debidas al Tesoro...".
Se instituyen las "actas de invitacién", en las que se eximen de 
sancién a los contribuyentes que dieran su conformidad a las propuestas 
de la Inspeccién (52). Esta es la innovacién esencial de la Real Orden 
de 23 de septiembre de 1927: la conformidad puede prestarse por el con­
tribuyente ante el Inspector y a invitacién de éste (53). Habida cuenta 
de que las actas de invitacién conllevan la no imposicién de sanciones 
(art. 22 de la citada Real Orden), no puede extrahar que la prâctica to­
tal idad de las actas fuesen de invitacién, lo que provocé el llamado "pe- 
ligro amarillo" por el color de las mismas (54).
Las actas de invitacién se equiparaban a "declaraciones o partes 
de al ta" (art. 1® de dicha Orden), por lo que estima Cervera (55) que.
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por su propia naturaleza, no podCan en principio contener sino elementos 
de carôcter fâctico. Entiende este autor que es la posibilidad de confor­
midad — con los beneficiosos efectos que de ella se siguen a favor del 
contribuyente—  donde se encuentra el germen del desbordamiento del con- 
tenido de las actas de invitacién hacia circunstancias no estrictamente 
fâcticas, a calificaciones jurfdicas, que, con la conformidad del contri­
buyente, eliminen su ulterior oposicién y despejen el camino hacia la fi- 
jacién de la deuda tributaria mediante el acte de liquidacién.
Sin embargo, comparto en este punto la posicién del profesor Ferreiro, 
quien considéra que al establecerse en la Real Orden de 1927 que la invi­
tacién que se somete a la aceptacién del contribuyente se refiere a la 
rectificacién de su situacién tributaria, el acta no sélo comprends ele­
mentos de hecho sino también de derecho (56). Ha de reconocerse, no obs­
tante, que en apoyo de su tesis el profesor Cervera cuenta con una inte- 
resante llnea jurisprudencial, centrada en unos pocos ahos (1951 a 1961), 
y de la que posteriormente no queda rastro, como él mismo senala. "Esa 
doctrina jurisprudencial consiste en formalizar como principio bâsico en 
punto al contenido de las actas de inspeccién el de que las mismas no de- 
ben contener calificaciones jurfdicas, sino ûnicamente circunstancias y 
datos de hecho; este criterio o principio — cuya infraccién détermina la 
nulidad de las actas—  se encuentra extensa y claramente formulado en el 
siguiente Acuerdo de 19 de octubre de 1951" (Ar. n® 2407) (57):
"CONSIDERANDO: Que independientemente de la cuestién planteada
por el récurrente, pero fntimamente ligada a ella, existe concre- 
tada en este expediente otra que exige un previo y especial pro- 
nunciamiento y es la encaminada a esclarecer la validez del acta 
de invitacién motivadora de las présentes actuaciones, cuestién 
ésta de la competencia del Tribunal conforme al artfculo 20 del
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Reglamento de procedimiento.
"CONSIDERANDO; Que a tenor de lo preceptuado en la base 31 del 
Real Decreto de 30 de marzo de 1926 la actuacién de los Inspecto­
res se limitarâ al levantamiento del acta de presencia con todos 
los detalles que puedan ilustrar a la Administracién en su acuer­
do, a suministrar al contribuyente, con vista de la legislacién 
aplicable, las explicaciones que desee respecto a su caso y a pa- 
sar el acta acompanada de un informe a la Administracién; y el 
Reglamento dictado para el Servicio de Inspeccién en 13 de julio, 
de igual aho, al aplicar y desenvolver las bases establecidas en 
el anterior Decreto dispone, en el ûltimo pérrafo del articulo 
62, que el Inspector actuante, en el informe que habrô de unir 
al acta, propondrô la liquidacién que estime a su juicio deba 
practicarse y consignarâ todos los datos y razonamientos condu- 
centes a ilustrar el juicio de la Administracién; es decir, que 
de ambos preceptos se infiere, sin ningûn género de dudas, que 
la actuacién del Inspector debe limitarse a reflejar los hechos 
que en el curso de su gestién descrubra y que pudieran dar lugar 
a alguna clase de tributacién, absteniéndose, en todo caso, de 
hacer calificaciones jurfdicas mâs o menos acertadas de los mis­
mos, que son siempre de la incumbencia de la propia Administra­
cién.
"CONSIDERANDO: Que la Real Orden de 23 de septiembre de 1927 al 
establecer en favor de los contribuyentes el acta de invitacién 
... no sélo no modifies el principio a que se ha hecho referen- 
cia en las anteriores consideraciones, sino que por el contrario, 
lo afirma de una manera évidente en su nûmero 2® al disponer que 
las actas de invitacién, autorizadas con la firma del contribu­
yente, tendrôn la consideracién de declaraciones o partes de al- 
ta, sin que por tanto pueda imponerse penalidad alguna por los 
hechos en ellas reflejados, de lo cual se deduce que si los indi- 
cados documentos han de ser liquidados por la Administracién como 
si de declaracién se tratase, lo primero que esta oficina tiene 
que conocer con toda claridad es el origen o fuente del impuesto 
que se trata de aplicar.
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"CONSIDERANDO: Que por otra parte, si las actas levantadas por 
la Inspeccién como consecuencia de las funciones de comprobacién 
e investigacién que les estôn atribuidas, son documentos de los
cuales ha de derivarse una posible exaccién fiscal, han de conte­
ner, por ello, inexcusablemente, las garantfas intrfnsecas esta­
blecidas, tanto en bénéficié de la Administracién como del propio 
contribuyente, una de las cuales es, como se deja dicho, la de 
que en ellas se reflejen claramente los hechos acaecidos de los
cuales se prentenda hacer derivar la existencia de la obligato- 
riedad de un gravamen previamente determinado" (58).
No creo que — como, por el contrario se afirma en el tercer Consi- 
derando trasncrito—  la creacién de las actas de invitacién dejase inal- 
terada la normativa de 1926 en orden a la no inclusién en el acta de ele­
mentos distintos de los puramente fâcticos. No encuentro tampoco un claro 
fundamento para ello en la declaracién segûn la cual las actas de invita­
cién se asimilan a declaraciones o partes de alta. Como hemos visto, tal 
declaracién no tiene otra finalidad que justificar, de una manera mâs o 
menos "objetiva", la no imposicién de sanciones en caso de conformidad 
del contribuyente. Por eso no me parece un sélido apoyo que desvirtée la 
afirmacién bâsica y fundamental de que la "invitacién" se refiere a la 
conformidad del contribuyente con la rectificacién de su situacién tribu­
taria, lo que evidentemente implica la consideracién de elementos de De­
recho (59). Justamente esta es una de las novedades capitales de las ac­
tas de invitacién, junto con la supresién de la posibilidad de que el 
contribuyente formule alegaciones ante la Administracién de Rentas Pûbli- 
cas, a fin de agilizar el procedimiento de gestién. De forma y manera que 
la Administracién gestora ha de dictar la liquidacién contando con sus 
propios datos y con los que le suministra la Inspeccién encargada de la 
comprobacién conjunta con el contribuyente.
36
Asf las cosas, la "rectificacién" de la situacién tributaria conte- 
nida en el acta de invitacién es esencialmente una propuesta de liquida­
cién (60), ya que debe pasarse "a la Administracién de Rentas Pâblicas para 
su liquidacién y tramitacién" (art. 1® de la Real Orden de 23 de septiem­
bre de 1927). Asf se explica, ademôs, que el acta no sea impugnable pero 
s£ la liquidacién que de ella se dériva (61). En efecto, aunque la preci- 
citada Orden de 1927 no alude para nada a la impugnabilidad de este tipo de ac­
tas, la conformidad que el contribuyente presta no le priva de recurrir 
posteriormente contra el acto de liquidacién, tal como expresamente se 
reconocié en la Ley de 28 de marzo de 1941, al disponer en su artfculo 
2®: "Las actas de invitacién autorizadas con la conformidad del contribu­
yente no podrén ser impugnadas por éste, que, no obstante, podré reclamar 
en v£a econémico-administrativa contra los acuerdos dictados por la Admi­
nistracién como efecto del acta en cuanto no sean consecuencia legal de 
dicho documento" (62).
"Este texto — escribe Cervera—  fijarâ durante un buen tiempo los 
términos en que se plantea el tema de la impugnacién de las actas de in­
vitacién; se distingue, segûn se ha visto, entre el contenido de las ac­
tas — inimpugnable dada la conformidad prestada—  y los acuerdos poste- 
riores — singularmente, el acto administrativo de liquidacién— ; este ûl­
timo serô siempre impugnable y el recurso serô o no estimado en funcién 
de su concordancia con el contenido del acta" (63).
El problema de la limitacién del contenido de las actas se plantea 
de forma completamente distinta, como es claro, para las actas que no 
sean de invitacién. Ninguna cuestién plantean las actas que hoy llamarfia- 
mos de comprobacién conforme, a las que se refiere el apartado a) del ar-
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tfculo 61 de la Orden de 13 de julio de 1926 (acta modèle nûmero 8), En 
cuanto a las actas de disconformidad o de constancia de hechos — la deno- 
minaciôn, desde luego, es bien significative—  a que se refiere el arti­
cule 61, apartado b) de la citada Orden de 1926 y el articulo 3® de la 
Orden de 23 de septiembre de 1927 (que se remite a aquélla), en este tipo 
de actas (modèle nûmero 9) el Inspecter se limita a hacer constar los he­
chos que originan la discrepancia entre lo declarado por el contribuyente 
y lo observado por él, debiendo proponer en un informe en pliego unido 
al acta la liquidacién que a su juicio deba practicarse, entre otras cir­
cunstancias (art, 62, del Reglamento de 1926).
Retomando el hilo de nuestro discurso, la ley de 28 de marzo de 
1941, ademâs de declarer expresamente el carâcter firme de las actas de 
invitacién, ratifica la no limitacién del contenido de las actas a ele­
mentos de hecho al referirse a los casos en que en el "acta se reflejen 
bases impositivas" (art. 1®). El sistema de sanciones no se ve ciertamen- 
te fortalecido con esta Ley, pues en ella se dispone que "toda cuota a 
liquidar en virtud de gestién inspectera refiejada en el ’acta de invita­
cién’ , que autorice con su conformidad el contribuyente, sufrirô un re­
cargo del 10 por ciento para el Tesoro". La Ley no se atrevié a hablar 
de sanciones y opta por un "recargo" que no es mâs que un tfmido intente 
de que la actuacién infractora del contribuyente no quede impune; timidez 
que — dice Ferreiro—  se refieja tanto en el monte de la sancién como en 
su propia calificacién, configurândose mâs bien este recargo "como una 
sancién civil de tipo resarcitorio, quizâ teniendo en cuenta que la ac­
tuacién contraria a la ley del contribuyente causa en todo caso un per- 
juicio econémico a la Hacienda derivado de la necesidad de actuacién de 
los ôrganos inspectores y del posible retraso en el cobro" (64).
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La Orden Ministerial de 18 de diciembre de 1954 (65) con mayor cla­
ridad aûn se refiere a la circunstancia de que el contenido de las actas 
de invitacién no se limite a elementos estrictamente fâcticos al dispo­
ner que la conformidad del contribuyente se refiere a "las bases imposi­
tivas propuestas por la Inspeccién" (art. 1®). Es por ello que la Admi­
nistracién gestora practica las liquidaciones "como consecuencia de las 
bases aceptadas en las actas de la Inspeccién", admitiéndose la impugna­
bilidad de las liquidaciones "solamente en cuanto a la indebida aplica- 
cién a las expresadas bases de la legislacién fiscal vigente" (66). Por 
esta razén la Orden de 18 de diciembre de 1954 ha sido denominada de fir- 
meza de las bases admitidas en conformidad.
Asimismo, la precitada Orden contempla la posibilidad de que la 
conformidad prestada por el contribuyente a las actas de invitacién no 
se extienda a todo su contenido, sino ûnicamente a una parte ("conformi­
dad, en todo o en parte"). Tal posibilidad — afirma el redactor de la Or­
den en el Preâmbulo—  ven£a contemplada en la Ley de 20 de diciembre de 
1952 — llamada de Inspeccién de los Tributos, pero reformadora en reali­
dad del sistema de sanciones, como hemos dicho ya—  al prever en su ar­
tfculo 1®, apartado c), que el contribuyente, en una misma acta de la 
Inspeccién podrâ conformarse con parte de ella y discrepar de la otra, 
permitiendo que el expediente que de esta acta se derive sea objeto de 
calificacién distinta para las bases aceptadas por el contribuyente, que 
para aquellas otras en que no manifiestô su conformidad (67).
Y as# llegamos a la Ley General Tributaria, de la que se ha dicho 
frecuentemente que, aun con todo lo anterior, fué la que asesté el golpe 
definitive al principio subyacente en la normativa de 1926 (68).
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Al senalar el contenido de las actas de inspeccién la Ley General 
Tributaria se refiere en su artfculo 145, 1, c) a la "regularizacién de 
las situaciones tributarias que estime procedentes". Tal regularizacién 
no puede ser "sino la incorporacién a la misma acta, no ya de los datos 
o elementos que permitiera a los érganos de gestién girar la liquidacién, 
sino que avanza plenamente en la vfa de extender el contenido de las ac­
tas — es decir, las funciones de los érganos de inspeccién—  hasta el ac­
to mismo de liquidacién" (69).
La parquedad y consciente indeterminacién de la normativa de nues- 
tra Ley General Tributaria en materia de inspeccién es, desde luego, pal­
maria (70). Asf, mien tras el artfculo 144 dispone que las actuaciones de 
la Inspeccién de los Tributos se documentarân en diligencias, comunica- 
ciones y actas previas y définitivas, el artfculo 145 se refiere sin mâs 
a las actas de inspeccién, y en ningûn otro artfculo nos ofrece una dis- 
tincién entre ambas clases de actas. La pregunta surge por s£ sola; la 
regularizacién de las situaciones tributarias que el Inspector estime 
procedentes, &puede contenerse tanto en actas previas como définitivas, 
o sélo en las de esta ûltima câtegoria?. En la Ley General Tributaria lo 
que caracteriza al acta de Inspeccién es que en ella se recoge el resul- 
tado de la actuacién inspectera; el contenido del acta (art. 145,1) se 
atribuye a ésta genéricamente, siendo comûn, por tanto, a actas previas 
y definitivas (71).
La regularizacién de la situacién tributaria que el Inspector es­
time procedente puede dar lugar a una liquidacién provisional o a una li­
quidacién definitive. Se tratarâ de una liquidacién definitive cusindo me- 
die la comprobacién administrative del hecho imponible y de su valora—  
cién, como dispone el artfculo 120, 2, a) de la Ley General Tributaria
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(72). Pero "de ello no debe deducirse que cualquier actuacién inspectera 
documentada en acta haya de conducir forzosamente a una liquidacién de­
finitive. Ni la Inspeccién viene obligada a desarrollar el conjunto de 
sus actuaciones — a veces necesariamente complejas—  en unidad de acto, 
ni debe renunciar a plasmar documentalemente los resultados parciales a 
que puede llegar en cuanto a determinados elementos del hecho imponible. 
Hemos de entender, pues, que no cualquier comprobacién, sino sélo la com­
probacién compléta y suficiente, que se plasma en acta définitiva, da lu­
gar a liquidacién definitiva" (73). En los demâs casos, las liquidaciones 
serén provisionales, pudiendo tratarse de provisionales a cuenta, comple- 
mentarias, caucionales, parciales o totales (art. 120, 3 de la Ley Gene­
ral Tributaria) (74). En definitiva, lo que la Ley Ley General Tributaria 
viene a decirnos es que de las actas definitivas se derivarôn normalmente 
liquidaciones definitivas, mientras que las actas previas darén lugar a 
liquidaciones provisionales (75).
No obstante, a nuestros efectos, la distincién fundamental entre 
las actas dériva del hecho de que el contribuyente preste o no su confor­
midad. Aunque la cuestién es discutbile creo que puede asimilarse sustan- 
cialmente el acta con conformidad del contribuyente al acta de invitacién 
(76). Las actas sin conformidad — de disconformidad, dice la Ley General 
Tributaria—  determinarén la incoacién del oportuno expediente adminis­
trativo (art. 146, 1). Sin embargo, teniendo en cuenta que la Ley persis­
te en el camino de la condonacién automôtica de sanciones (art. 88, en 
su redaccién originaria), condicionéndola a la conformidad del contribu­
yente; dado que esa conformidad se presta a la propuesta de liquidacién 
o, si se prefiere, a la rectificacién de la situacién tributaria, que el 
inspector formula; dado que las propuestas de regularizacién contenidas
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en las actas soifan ser confirmadas por las oficinas gestoras; dado que 
estas actas casi nunca eran objeto de impugnacién posterior cuando se no- 
tificaba la liquidacién résultante de las mismas y dado que el trfimite 
de la notificacién posterior a la incoacién del acta y a la produccién 
de la liquidacién o acto administrativo podfa incluirse en el mismo mo- 
mento en que el sujeto pasivo o su représentante estaba en contacte con 
la Administracién en la persona del Inspector (esto es, en el momento de 
incoarse y firmarse el acta), se acudié a un procedimiento abreviado, se­
gûn el cual, en el mismo documento (acta de Inspeccién) y en un solo ac­
to, se hacian constar hechos, se hacian propuestas de regularizacién, se 
calificaban las infracciones, se aceptaban liquidaciones y se notifica- 
ban las mismas (77).
Nace asfi el procedimiento simplificado de liquidacién, cuya primera 
regulacién la encontramos en el Decreto de 8 de julio de 1965, posterior­
mente modificado por el Decreto de 24 de julio de 1969 — por el que se 
aprueba la Instruccién General de Recaudacién y Contabilidad— , pero sé­
lo para acortar los plazos que en aquél se fijaban, sin alterar las dis- 
posiciones sustantivas de su régimen.
Segûn dispuso la Orden Ministerial de 16 de agosto de 1965, el ré­
gimen procedimental previsto en el Decreto de 8 de julio sélo era de 
aplicaciôn al Impuesto General sobre el Trâfico de las Empresas y al Im­
puesto sobre el Lujo. De manera que, en tanto no se verificara su exten- 
sién a los demés tributos del sistema, subsistfa el acta de invitacién 
(78).
Tal procedimiento, previsto para las actas definitivas, consistés 
esqueméticamente en lo siguiente;
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- El Inspector actuario debfa consignar en las actas definitivas 
las liquidaciones que estimara procedentes para regular la situacién tri­
butaria objeto de investigacién o comprobacién, con expresién de la cuan- 
tfa total de la deuda tributaria y de la conformidad o disconformidad del 
contribuyente, especificândose en su caso si la conformidad prestada se 
extiende a la regularizacién de la situacién tributaria y a las liquida- 
cioens en ella practicadas.
- Si el sujeto pasivo prestaba su conformidad a la liquidacién pro­
puesta por la Inspeccién, esta debfa notificarle formalmente que si no 
le fueren comunicados por la Administracién répares a la liquidacién pro­
puesta en el plazo de un mes (cuarenta y cinco dias en el texto del ar­
tfculo 2®, 1, del Decreto de referenda), "se entenderâ que dicha Admi­
nistracién gerstora confirma fntegramente la propuesta de referenda y 
que esta ûltima tiene el carâcter de liquidacién definitiva", procediendo, 
en consecuencia, el correspondiente ingreso.
- La Administracién gestora podfa modificar la propuesta de liqui­
dacién contenida en el acta definitiva y notificarlo asi al particular, 
"si apreciara error aritmético o aplicacién indebida de las normas léga­
les". Antes esta "nueva liquidacién" (art. 2®, 4 del Decreto de 1965), 
el sujeto pasivo podfa manifestar su conformidad — ingresando el importe 
de la deuda tributaria—  o su disconformidad. En este caso, debfa iniciar 
se el expediente al que se refiere el artfculo 146 de la Ley General Tri­
butaria, con el fin de que eunbas partes aleguen y prueben los argumentos 
que apoyan sus derechos.
- Contra la liquidacién que finalmente se acuerde cabe recurso de 
reposicién, econÔmico-administrativo y, finalmente, contencioso. Pero se
. h
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establece que "no podrén ser objeto de impugnacién por parte del sujeto 
pasivo las circunstancias de hecho a las que hubiera prestado su confor­
midad en el acta de Inspeccién, salvo prueba de que al hacerlo incurrié 
en error de hecho". Se establece también que la conformidad prestada por 
el sujeto pasivo tendré la eficacia probatoria prevenida en el artfculo 
117 de la Ley General Tributaria.
La innovacién sustancial de este procedimiento es la previsién del 
acto presunto de liquidacién (79). En efecto, utilizando la técnica del 
"silencio positive", se dispone que la no actuacién de la oficina liqui­
dadora en un plazo deerminado suple al acto administrativo de liquidacién 
expreso de la propia oficina. Ademâs, ello supone una "confirmacién", ju- 
rfdicamente importante, por parte de la oficina gestora, que indica que 
el acto de liquidacién en sentido propio (80) émana de los érganos de 
gestién, no de la Inspeccién (81).
La simplificacién fundamental del procedimeinto regulado en el De­
creto de 1965 es esta confirmacién por silencio de la propuesta de liqui­
dacién aceptada por el contribuyente, a la que obviamente debe seguir 
el correspondiente ingreso. Por lo demâs, tal régimen no es sino el desa- 
rrollo del acta definitive a que se refiere la Ley General Tributaria 
(82).
AsS las cosas, el Decreto de 8 de julio de 1965 no hizo mâs que 
confirmer y desarrollar unas funciones de la Inspeccién que ya se encon- 
traban previstas en la Ley General Tributaria (83). Cuestién distinta es 
que de la normativa descrita se derive — como hace Clavijo—  que "este 
procedimiento no atenta en nada contra el principio de especialidad orgâ- 
nica... ni rompe sustancialmente el esquema en cuatro fases del procedi-
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miento normal de liquidacién; existe una fase de comprobacién y otra de 
liquidacién, con la caracteristica de que el acto es presunto" (84).
A mi juicio, la trascendencia de la confirmacién por silencio de 
la propuesta de liquidacién formulada por la Inspeccién — que otorga al 
acto de liquidacién un carâcter esencialmente "formai"—  es mayor que la 
que el profesor Clavijo le atribuye (85). En el esquema descrito es diff- 
cil separar fase de comprobacién de la fase de liquidacién, que aparecen 
en la prâctica desarrolladas en una sola actuacién administrativa; la del 
Inspector actuario. Por otro lado, no sé hasta qué punto puede entenderse 
que la atribuciôn de funciones liquidadoras a la Insepccién — aunque se 
trate de una propuesta—  no rompe la especialidad orgânica. Por el con­
trario, como ha sehalado el profesor Martin Delgado, cuya opinién en este 
punto comparto, "me parece que puede afirmarse que esta ruptura estaba 
en la mente del propio legislador. Una buena prueba de ello es cémo el 
articulo 2®, 4 del propio Real Decreto habla de una "nueva liquidacién" 
para referirse a la que realiza la Administracién gestora como distinta 
de la "propuesta" por la Inspeccién. Aunque se trate de un error formai 
(86), se da carâcter de liquidacién a ambas (87). Por lo demâs, aunque 
esta asuncién de funciones liquidadoras por parte de la Inspeccién de los 
Tributos no es sino la continuacién de una tendencia ya iniciada en el 
aho 1927, es importante y jurâdicamente significative el que expresamente 
se aluda a la "propuesta de liquidacién formulada por la Inspeccién del 
Tribute".
Ahora bien, es posible encontrar un punto de las nuevas disposicio- 
nes en el que, a mi entender, cabe apreciar una "ampliacién" de taies 
funciones, o, mâs exactamente, un "recorte" de las competencias de las
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oficinas gestoras. Me refiero a la facultad de la Administraciôn ges­
tora de modificar la propuesta de liquidacién (88), que se limita a la 
apreciacién en ésta de "error aritmético o aplicacién indebida de las 
normas légales". Aunque taies supuestos coinciden sustancialmente con los 
motives en base a los cuales se permite al sujeto pasivo impugnar la li­
quidacién derivada del acta de invitacién a la que dié su conformidad, 
ya dijimos en otro lugar que este aspecto (que mira al contribuyente, que 
puede conformarse o no con la liquidacién practicada por la oficina ges­
tora, pero que sélo puede oponerse a ella por unos motivos determinados) 
debfa diferenciarse de lo que eran las competencias de la Administracién 
gestora en orden a la aceptaciéno rectificacién del contenido del acta, 
aspecto sobre el cual ninguna limitacién o restriccién encontramos en la 
legislacién predente ((89).
Este procedimiento de liquidacién — previsto, como quedé indicado, 
para las actas definitivas y concretado al émbito del Impuesto General 
sobre el Trâfico de las Empresas y el Impuesto sobre el Lujo— , se ex- 
tendié "a las actas previas y a las consiguientes liquidaciones a cuenta 
o complementarias", por el Real Decreto de 24 de febrero de 1976 (art. 
1®). "Con este Real Decreto, pues, el procedimiento anteriormente descri­
to serâ de aplicacién no sélo a las actas definitivas formalizadas por 
la Inspeccién, sino también a las previas, cuando su 'propuesta de liqui­
dacién' determine ingresos a cuenta o complementarios en el Tesoro por 
aceptar parcialmente el sujeto pasivo la 'propuesta' de regularizacién 
de su situacién tributaria o por limitarse la comprobacién inspectera a 
determinados elementos del hecho imponible" (90).
En el mismo aho se dicté el Real Decreto 1920/1976, de 16 de julio.
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en cuyo Preâmbulo se afirma que "ha llegado el momento de coronar la sim- 
plificaciân del procedimiento de gestién tributaria" iniciado por el De­
creto 2037/1965, de 8 de julio, aplicândose ya el procedimiento simplifi­
cado de liquidacién a todos los tributos, salvo a los Impuestos Générales 
sobre las Sucesiones, Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurldicos Docu- 
mentados (Disposicién final primera del citado Real Decreto). Las normas 
sobre formalizacién de actas de Inspeccién previstas en este Real Decreto 
tampoco eran aplicables a las formalizadas en los recintos aduaneros (art. 
2®, 3 del Real Decreto 1920/1976).
Aunque es indudable que el precedente inmediato del Real Decreto 
1920/1976 se encuentra en el Decreto de 1965, entre ambais disposiciones 
existen importantes diferencias, que han sido puestas de relieve por el 
profesor Clavijo (91). Siguiendo a este autor, el procedimiento simplifi­
cado configurado en este Real Decreto consiste esencialmente en lo si­
guiente (92):
- En los supuestos de autoliquidacién por parte del sujeto pasivo 
se prescinde de la liquidacién provisional, y las oficinas gestoras se 
limitan a realizar un examen de las liquidaciones presentadas con el âni- 
co fin de corregir los posibles errores materiales o de hecho padecidos 
al practicarse la autoliquidacién. Si no se aprecian "errores materiales" 
se procédé a la anotacién en los ficheros y registros del control de las 
declaraciones y, sin mâs trâmite, se remiten a la Inqpecciôh de los Tributos.
- El Inspector actuario debe consignar en las actas previas o defi­
nitivas las liquidaciones — no las propuestas de liquidacién—  que estime 
procedentes para regularizar la situacién tributaria objeto de comproba­
cién o investigacién, con expresién, claro esté, de la cuantia de la obli
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gacién tributaria, asÉ como de la conformidad o disconformidad del sujeto 
pasivo, tal como previene el artfculo 145, 1, d) de la Ley General Tribu­
taria, especificândose en su caso si la conformidad prestada se extiende 
a la regularizacién de la situacién tributaria y a las liquidaciones en 
ellas practicadas.
- Si el sujeto pasivo presta su conformidad a la liquidacién prac­
ticada por la Inspeccién (93) "se darâ por notificado de su obligacién 
de ingresar en el Teosoro Pûblico el total importe de la deuda tributaria 
liquidada en la propia acta, en los plazos que previene el artfculo 20, 
2 del Reglamento General de Recaudacién, bajo apercibimiento de su exac­
cién por la via de apremio y disfrutando, en su caso, de la condonacién 
automâtica de las multas segûn establecen las disposiones vigentes" (art. 
32, 1 del Real Decreto 1920/1976).
- Las actas previas o definitivas formalizadas con expresa confor­
midad del sujeto pasivo serân entregadas dentro de los très dias siguien­
tes al Servicio Provincial de Informâtica para el procesamiento de la In- 
formacién. En igual plazo de très dias el Servicio de Informâtica remiti­
ré los documentos a la oficina gestora, Seccién de Caja de la Delegacién 
de Hacienda y a la Intervencién a efectos contables.
- Las oficinas gestoras, en el plazo de ocho dfas naturales siguien 
tes a la recepcién de los expedientes, proceden a su examen, remitiéndo- 
los a la Intervencién si los encontrara conformes, la cual procéder# a 
la fiscalizacién de la liquidacién practicada por el Inspector en el ac—  
ta, pudiendo poner en conocimiento de la Administracién, en el caso de 
que existan, los reparos que estime oportunos dentro de los cinco dias
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siguientes al de recepcién de los expedientes.
- Si la Administracién gestora, por su propia actuacién o como con­
secuencia de los reparos formulados por la Intervencién, apreciare en la 
liquidacién practicada en el acta de Inspeccién error material o aplica­
cién indebida de las disposiciones vigentes, deberâ modificar dicha li­
quidacién y procederâ, dentro del plazo de un mes, a partir de los diez 
dias hâbiles siguientes al de la fecha de instruccién del acta de que se 
trate, a notificar su acuerdo al sujeto pasivo, para que en el plazo de 
quince dias exprese su conformidad con la nueva liquidacién o bien formu­
le su disconformidad.
- Si transcurre el plazo de un mes sin que la oficina gestora haya 
acordado la iniciacién del expediente, la liquidacién practicada en el 
acta de Inspeccién de los Tributos tendrâ el carâcter de definitiva (94).
- Por ûltimo, contra las liquidaciones practicadas por la Inspec­
cién de los tributos o por la oficina gestora, cabe la impugancién por los 
medios reconocidos en los articulos 160 y siguientes de la Ley General 
Tributaria. Pero, siguiendo el criterio tradicional, "no podrân ser obje­
to de impugnacién por parte del sujeto pasivo los elementos y demâs cir­
cunstancias intégrantes del respective hecho imponible a que hubiere près 
tado su conformidad en el acta de la Inspeccién de los Tributos, salvo 
prueba de que al hacerlo incurrié en error de hecho" (art. 3®, 6 del Real 
Decreto).
Con este procedimiento las facultades liquidadoras de la Inspeccién 
aumentan considerablemente, al tiempo que desaparece la fase de liquida­
cién provisional, como tal fase, dentro del procedimiento de gestién (95).
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La Inspeccién de los Tributos no formula ya propuestas de liquida­
cién, sino que practica auténticas liquidaciones, cuya conformidad por el 
sujeto pasivo suple ademâs a la notificacién de aquéllas ("se darâ por 
notificado", dice el artfculo 32, 1 del Real Decreto), lo que constituye 
una importante diferencia con el Real Decreto de 1965 (96), en el que la 
Inspeccién notificaba "formalmente" que si "no le fueran comunicados por 
la oficina gestora reparos a la liquidacién propuesta en el plazo de un 
mes, se entenderâ que dicha oficina gestora confirma la propuesta de re­
ferenda. ..".
Las oficinas gestoras se limitan a fiscalizar los posibles errores 
materiales en que haya podido incurrir el sujeto pasivo al realizar la 
declaracién-liquidacién y — al igual que en el Decreto de 1965—  a fisca­
lizar las liquidaciones (antes, propuestas, ahora ahora verdaderas liqui­
daciones) de la Inspeccién, en orden a la apreciacién de error material 
o aplicacién indebida de las disposicones vigentes; si bien en estos ca­
sos ha de instruir expediente administrativo con audiencia del interesa­
do, mientras que el Decreto de 1965 podfa rechazar la propuesta de liqui­
dacién contenida en el acta y dictar acto de liquidacién no acomodado a 
ella, sin necesidad de instruir nuevo expediente (97).
Es de resaltar que aunque del tenor literal del artfculo 1® del 
Real Decreto de 1976 pudiera desprenderse otra cosa ("se prescindirâ de 
la prâctica de la liquidacién provisional"), de lo que se prescinde es 
de la liquidacién provisional como tal fase auténoma, con sustantividad 
propia, pero no del acto de liquidacién provisional, esto es, de la prâc­
tica de una liquidacién que puede ser modificada por la Administracién 
sin necesidad de recurrir a los medios extraordinarios de revisién. Asf
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se desprende de manera inequfvoca del artfculo 3®, 4 al disponer que
transcurrido el plazo de un mes sin que la oficina gestora haya acordado 
la iniciativa del expediente "rectificador" de la liquidacién practicada 
en el acta de Inspeccién, ésta "tendré el carâcter de definitiva", luego 
hasta entonces no puede ser sino una liquidacién provisional (98). Asi­
mismo, si el acta se extiende con el carâcter de previa o es "impugnada" 
por el sujeto pasivo (99), la liquidacién contenida en el acta es una li­
quidacién provisional, ya si no es asf <<,qué otra cosa puede ser esta ex- 
cepcién al carâcter de liquidacién definitiva por el transcurso de un 
plazo de tiempo?. En definitiva, las liquidaciones practicadas por el Ins 
pector actuario, en el procedimiento previsto en el Real Decreto 1920/ 
1976 son verdaderas liquidaciones, pero liquidaciones provisionales, que 
devienen definitivas, como norma general, por el transcurso de un mes.
La legalidad del Decreto de 16 de julio de 1976 fué combatida por 
un sector de la doctrina (100), en base, sustancialmente, a una "extrali- 
mitacién sustancial de la potestad reglamentaria de la Administracién fi- 
nanciera, al prescindir de la liquidacién provisional sin autorizacién 
expresa", en contra del artfculo 120, 2, a) de la Ley General Tributaria, 
y por atentar contra el principio de jerarqufa normativa, al ir contra 
el procedimiento de liquidacién previsto en los Textos Refundidos de los 
Impuestos y en la Ley General Tributaria, a los que, sin embargo, "desa- 
rrolla" (101).
No obstante, esta acusacién de ilegalidad no pasarfa de ser una ma- 
nifestacién doctrinal, aunque sin duda marcé lo que habrfa de ocurrir des 
pués. En efecto, como es sabido, el Real Decreto 412/1982, de 12 de fe­
brero, que régulé un nuevo procedimiento de la gestién tributaria, fué
51
declarado nulo por el Tribunal Supremo en su Sentencia de 24 de abril de 
1984.
El Real Decreto 412/1982, de 12 de febrero, sobre régimen de deter- 
minadas liquidaciones tributarias (102), junto con las disposiciones que 
lo desarrollaron — la Orden de 26 de mayo de 1982, y la Resoluciôn de 30 
de julio del mismo aho, por la que se daban instrucciones para la aplica­
cién de dicha Orden y se aprobaban los modelos de actas de Inspeccién—  
configuraban un procedimiento de liquidacién cuya principal diferencia 
— a los efectos que aquf considérâmes—  respecto al regulado en el Real 
Decreto 1920/1976, estriba en que las funciones que antes realizaban las 
oficinas gestoras (Dependencia de Relaciones con los Contribuyentes, se­
gûn el Real Decreto de 20 de febrero de 1979, que reorganizé la Adminis­
tracién Territorial de la Hacienda Pûblica) se encomiendan a la Depen­
dencia de Inspeccién (103). El citado Real Decreto de 20 de febrero de 
1979 habfa creado esta Dependencia de Inspeccién de Hacienda (art. 14, 
1), como un érgano de las Delegaciones de Hacienda, que ejerce, entre 
otras facultades, "las previstas en el artfculo 140 de la Ley General Tr^ 
butaria" y "cualesquiera otras atribuidas por disposiciones légales o re- 
glamentarias" (art. 18 del Real Decreto de 20 de febrero de 1979). Ele­
mentos personales de este érgano son; el Inspector Jefe de la Dependen­
cia y los Inspectores de Hacienda adscritos a la Delegacién con funciones 
de taies.
Pues bien, como digo, la innovacién fundeimental del procedimiento 
de liquidacién previsto en el Real Decreto 412/1982 radica en la atribu- 
cién a la Dependencia de Inspeccién y, mâs concretamente, al Inspector 
Jefe de la misma, de competencias que hasta entonces desarrollaban las
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Dependencia de Relaciones con les Contribuyentes.
En le esencial, el procedimiento configurado en este Real Decreto 
y en las disposiciones que lo desarrollaron se puede reconducir a los si- 
guientes extremes (104):
- Actas de conformidad. Si el sujeto pasivo prestaba su conformi- 
dad a la liquidaciôn practicada en el acta, el Inspector actuario lo ha- 
cfa constar en ella y le entregaba un ejemplar de la misma, dândose el 
contribuyente asf por notificado de su contenido, y entendiéndose que la 
conformidad se extendfa no s61o a los hechos recogidos en el acta, sino 
también a todos los demâs elementos déterminantes de la cuantfa de la 
deuda tributaria. En este caso, el sujeto pasivo debîa ingresar el impor­
te de la deuda liquidada en el acta, salvo que se produjera la impugna- 
ci6n de la misma, conforme a lo pevenido en el artfculo 72, 1 del Real 
Decreto.
La Dependencia de Inspecciôn, en el plazo de un mes, podfa iniciar 
expedients administrative, oyendo al interesado, si apreciara en el acta 
error material o aplicaciôn indebida de las disposiciones vigentes, o si 
el acta tuviere defectos de forma o se hallase incomplets.
Transcurrido el plazo de un mes sin que se hùbiera aocrdado la inicia- 
ci6n del expedients, la liquidaciôn practicada en el acta adquiere el ca- 
râcter de definitive, salvo que en ella se haga constar que el acta tiens 
carâcter de previa.
- Actas de disconformidad. En estas actas se expresaban, con el dé­
tails précise, los hechos y, sucintamente, los fundamentos de derecho 
en los que se basaba la liquidacién que se proponfa, sin perjuicio de que
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en el informe ampliatorio que posteriormente habfa de evacuar el Inspec­
tor, se desarrollasen dichos fundamentos. Incoada el acta, se hacCa en- 
trega de un ejemplar al contribuyente, haciéndole saber que en el plazo 
de ocho dfas, a partir del décimo siguiente a la fecha en que se hubiera ex- 
tendido el acta, podfa formular por escrito sus alegaciones ante la De­
pendencia de Inspeccién. El Inspector actuario temitfa también, por su 
parte, al Inspector Jefe, un ejemplar del acta, con su informe, en los 
diez dfas siguientes a la fecha de aquélla.
Recibidos el acta e informe y el escrito del particular, el Inspec­
tor Jefe, a propuesta de la Oficina Técnica de la Inspecciôn — unidad fun 
cional sin nivel orgénico, integrada en la Dependencia de Inspecciôn, y 
creada por el Real Decreto 412/1982, en su artfculo 10— , dictaba el co- 
rrespondiente acto de liquidaciôn (105).
- Acta con prueba preconstituida. En este tipo de acta se expresaba 
en qué consistfa tal prueba, a la vez que se acompahaba el informe del 
Inspector que la extendfa. Esta acta, junto con el informe, asf como la 
iniciaciôn del expedients, se notificaba al sujeto pasivo, para que ale- 
gase lo que estimara oportuno ante la Dependencia de Inspecciôn.
El Inspector Jefe, a la vista de las alegaciones efectuadas, dicta­
ba el correspondiente acto de liquidaciôn.
- Actas previas. Las actas previas determinaban siempre liquidacio- 
nes de carâcter provisional, a cuenta, parciales o complementarias.
Procédés la incoaciôn de acta previa en los casos en que el sujeto 
pasivo aceptara parcialmente la propuesta de regularizaciôn que le formu- 
laba la Inspecciôn, as# como en los supuestos en que el hecho imponible
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del impuesto objeto de la comprobaciôn estuviese comprendido en alguno 
de los supuestos senalados en el artfculo 6®, 3 (106). Tanto en caso de 
conformidad como de disconformidad podfa impugnarse el acta ante la De­
pendencia de Inspecciôn, y finalizado el expedients "se propondrâ al Ins­
pector Jefe la resoluciôn que procéda" y éste "dictaré el correspondiente 
acto administrativo de liquidaciôn".
- Estimaciôn indirecta. El acto de liquidaciôn lo dictaba el Inspe- 
tor Jefe, previa propuesta de la oficina técnica sobre la correspondiente 
regularizaciôn de la situaciôn tributaria.
Como ha sehalado Palao (107), "si comparamos el RD con la situaciôn 
anterior a su promulgaciôn, advertiremos que sus disposiciones no repre- 
snetan una innovaciôn tan profunda como a primera vista pudiera parecer". 
Lo que el Real Decreto hace es transferir "a la Inspecciôn las facultades 
que todavfa conservaban las oficinas gestoras: 1*. La de incoar un expe­
dients en el plazo de un mes cuando advirtiesen en la liquidaciôn conte- 
nida en el acta error material o aplicaciôn indebida de las disposiciones 
vigentes, y 2*. La de resolver los expedientes incoados por actas de dis­
conformidad" (108).
La legalidad de estas disposiciones fué puesta en duda por Palao, 
quien si bien no advierte en ella vicios fundados de legalidad desde la 
perspectiva de estar en contradicciôn con alguna otra norma de rango su­
perior, entiende que la acusaciôn de ilegalidad puede realizarse desde 
las dos perspectives siguientes: primera, desde la inexistencia de una
habilitaciôn legal para la promulgaciôn del Real Decreto; y, segunda, 
desde la compatibilidad con el principle de legalidad tributaria de las 
facultades de disposiciôn sobre la obligaciôn tributaria que se otorgan
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a la Inspecciôn (109).
Sobre la justificaciôn material de las nuevas normas, el profesor 
Palao emite un juicio negativo por dos razones: la primera, por lo que 
considéra una merma de las garantfas del contribuyente, pues "la atribu- 
ciôn de las competencias que antes pertenecfan a las oficinas gestoras, 
al Inspector Jefe de la correspondiente Dependencia" supone una separa- 
ciôn de personas "que no es equiparable... a la anterior separaciôn de 
ôrganos. Quien dicta el acto administrativo sigue siendo la Inspecciôn 
de los Tributos, ya lo haga materialmente el Inspector Jefe o un inferior 
de éste. Pero aun admitiendo que la garantfa residiera en la separaciôn 
personal, no cabe duda de que résulta debilitada al pertenecer el Inspec­
tor actuario y el liquidador a un mismo ôrgano administrativo y existir 
entre aquéllos relaciones de jerarqufa. Cabe presumir con algûn fundamen- 
to que pocas veces discreparâ el Inspector Jefe de las liquidaciones prac 
ticadas por sus subordinados" (110).
Con todo, la objeciôn fundamental — continua el citado profesor—  
es si los Inspectores deben realizar funciones liquidadoras en sentido 
amplio, "cosa que ya sucedfa en amplfsima medida bajo la vigencia de las 
normas anteriores al RD" (111).
La Sala quinta del Tribunal Supremo, en la Sentencia de 24 de abril 
de 1984, fallô estimar el recurso interpuesto por la Asociaciôn de Técni- 
cos de Hacienda, contra el reiteradamente citado Real Decreto 412/1982, 
de 12 de febrero, y los artfculos 15 y 17 y la Disposiciôn Adicional del 
Real Decreto 1547/1982, de 9 de julio, por el que se desarrollô parcial­
mente la Ley 34/1980, de Reforma del Procedimiento Tributario.
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En esta Sentencia se sienta criterio sobre la distinciôn y distri- 
buciôn de las funcicnes de inspecciôn y liquidaciôn en la Ley General Tri­
butaria, que, en opiniôn del Tribunal Supremo, "no queda sometida a la 
libre discrecionalidad de la potestad organizatoria de la Administraciôn, 
y ello ni invocando necesidades de conveniencias del servicio, ni sobre 
la base de la eficacia y celeridad de la acciôn administrativa, salvo que
por otra disposiciôn con rango se ley se alteren aquellos principles que,
como de orden pûblico,han de ser respetados". Los principales consideran- 
dos de la citada Sentencia son del siguiente tenor (112).
"CONSIDERANDO (segundo): Que para determinar la naturaleza del
Real Decreto 412/1982, objeto de impugnaciôn, precise serô exami­
ner si en la Ley General Tributaria se ha establecido un mécanis­
me acabado de rango normative en relaciôn con el procedimiento 
de gestiôn tributaria, que exija en este supuesto llegar a un ca­
so de "réserva de Ley en sentido formai", o si por el contrario,
se contienen en la Ley claüsulas de autorizaciôn o delegaciôn que
permitan a la Administraciôn regular por sf dicha materia; y como 
en dicha Ley General Tributaria y en sus articules 101 y siguien­
tes se régula précisa y minuciosamente el procedimiento de ges­
tiôn tributaria y, en los artfculos 9.1.c) y 17.a) del mismo tex­
te legal se alude a un Reglamento general de gestiôn, puede afir- 
marse fundadamente qu el Decreto impugnado es un Reglamento exe­
cutive de la Ley, con cuyo carâcter hay que entender el artfculo 
91 de ésta, cuando establece que "la competencia por razôn de la 
materia de los distintos ôrganos, sean de liquidaciôn y recauda- 
ciôn o de resoluciôn de recursos, se determinarâ en sus respecti­
ves Reglamentos", artfculo éste que no puede entenderse como una 
delegaciôn legislativa, ni tampoco como una deslegalizaciôn de 
la materia organizativa, sino simplemente como indica la parte 
récurrente, como simple manifestaciôn de una remisiôn normativa 
especfifica, a aquellas reglas que con carâcter subordinado y de 
mere desarrollo ejecutivo — y, por tanto, sin introducir innova- 
ciones en el sistema—  dicte la Administraciôn.
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"CONSIDERANDO (tercero): Que, por tanto, el principle que decidi- 
râ la legalidad o no del Decreto impugnado serâ el de "contrarius 
actus", segûn el cual una materia regulada por la Ley con carâc­
ter imperative no puede ser regulada reglamentariamente sin la 
oportuna deslegalizaciôn de aquélla, pues la naturaleza puramente 
ejecutiva del Decreto lleva como exigencia que la reglamentaciôn 
de la materia en él establecida no afecte al acontenido sustan- 
cial de la Ley que pretende desarrollar, por ser principle funda­
mental que la potestad reglamentaria de la Administraciôn tiene 
unos limites fintimamente ligados al principle de legalidad, con- 
secuencia del cual no puede nunca disponer sobre materias reser- 
vadas a las leyes, sin autorizaciôn del poder legislative (réser­
va de Ley), ni tampoco dictar normas que infrinjan lo establecido 
en otras de rango superior (primacCa de la Ley o de jerarqufa de 
normas), por lo que para determinar si el Real Decreto 412/1982, 
incide en vicie de ilegalidad deberâ procederse a un examen y 
anâlisis de su exposiciôn de motives y articulado, poniendo és­
te en contraste con el de la Ley General Tributaria, al presen- 
tarse el del Real Decreto objeto de referenda como de mere desa­
rrollo ejecutivo del de la Ley mencionada.
"CONSIDERANDO (sexto): Que sin duda también conscientes los re- 
dactores del Decreto de las duras crfticas dirigidas por la doc- 
trina al deterioro que respecte de la separaciôn entre los ôrga­
nos de inspecciôn y liquidaciôn se habfa venido estableciendo, 
sehalan igualmente en su preémbulo que nada sufren con ello (con 
la asunciôn por la inspecciôn de las funciones de gestiôn) las 
garantfas del administrado, pues aparté de la subsistencia de los 
procedimientos de revisiôn a que se refieren los artfculos 153 
a 159 de la Ley General Tributaria, asf como la actuaciôn de la 
Intervenciôn en la esfera que le es propia, el hecho de que el 
acto admnistrativo se dicte por el superior jerârquico del I nsp— 
pector actuario supone la eliminaciôn de cualquier riesgo de uni- 
lateralidad de juicio; respecto de ello es de hacer notar que la 
referenda a los procedimientos de revisiôn de oficio y a la In-
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tervenciôn cabe considerarla més aparente, que con efectividad 
real, habida cuenta en los primeros del carâcter esporâdico de 
su empleo y de las limitaciones formales y nateriales de éste, 
y en cuanto a la segunda, ya que se trata de un control de lega­
lidad que en la mayorfa de los supuestos devendrâ imposible de 
ejecuciôn, por la insuficiente distinciôn en el acta de los as- 
pectos fâcticos y jurfdicos; si a esto se anade que debe tenderse 
a organizar la gestiôn interna de los asuntos fiscales, de tal 
manera que se consiga el grade mayor de posibilidad de acierto 
en la aplicaciôn de las leyes desde "ab initio", sin fiarlo todo 
a la via administrativa o jurisdiccional, un correcte funciona- 
miento de la Administraciôn exige la diversidad de funciones y 
la especializaciôn, por lo que la separaciôn inspecciôn-liquida- 
ciôn supondrâ una garantis para el contribuyente al encomendar- 
se a un ôrgano neutral, la oficina liquidadora, la resoluciôn del 
procedimiento de gestiôn tributaria, teniendo presents los dates 
aportados por la Inspecciôn y por dichos contribuyentes; garantis 
no equiparable a la establecida en tan aludido Decreto, en que 
la separaciôn de personas sustituye a la antigua separaciôn de 
ôrganos, al resultar que quien dicta el acto administrativo sigue 
siendo la Inspecciôn de Tributos, ya lo haga materialmente el 
Inspector Jefe o un inferior de éste; y, aun admitiendo que la 
garantis residiese en la separaciôn personal, no habrâ lugar a 
dudas que resultarâ debilitada al pertenecer el Inspector actua­
rio y el liquidador a un mismo ôrgano administrativo y existir 
entre ellos relaciones de jerarquia.
"CONSIDERANDO (octavo): Que al analizar si en el Decreto impugna­
do se han resbasado o no los limites materiales establecidos en 
la Ley General Tributaria, habrâ de partirse de las funciones que 
la misma atribuye a la Inspecciôn de los Tributos, y si las fun­
ciones de gestiôn en sentido estricto también le corresponden, 
o, por el contrario, han de ser llevadas a cabo por ôrganos dis­
tintos; problems sobre el que es de senalar, que dicha Ley Gene­
ral Tributaria, vino a restablecer en su pureza el esquema de 
funciones ortodoxo en el procedimiento de gestiôn tributaria, al
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al determinar que las actividades de comprobaciôn e investigaciôn 
constituyen, bâsica y exclusivaemente, el contenido de la funciôn 
inspectera, en tanto que las de liquidaciôn constituyen una fase 
separada que se encomienda a las oficinas técnicas liquidadoras 
o de relaciôn con los contribuyentes; principio funcional recogi- 
do en el artfculo 109 de la Ley General Tributaria y precisado 
en el artfculo 140 de la misma, al establecer que corresponde a 
la Inspecciôn de los Tributos: a) la investigaciôn de los hechos 
imponibles para el descubrimiento de los que sean ignorados por 
la Administraciôn; b) la integraciôn définitiva de las bases tri­
butaries mediante la actuaciôn de comprobaciôn en los supuestos 
de estimaciôn directe, y a través de las actividades inspecteras 
y de los estudios générales de actividades o profesiones, en los 
supuestos de estimaciôn objetiva o por Jurados, y c) realizar por 
propia iniciativa o a solicitud de los demâs ôrganos de la Admi­
nistraciôn aquellas actuaciones inquisitivas o de informaciôn que 
deban llevarse a cabo acerca de los particulares o de otros ôrga­
nos y que directe o indirectamente conduzcan a la aplicaciôn de 
los tributos; resultando claro, por ello, que dicha Ley General 
Tributaria atribuye a la Inspecciôn funciones exclusivamente ins­
pecteras: comprobaciôn o investigaciôn de los hechos imponibles, 
nunca de liquidaciôn, sin que procéda objeter a esta interpreta- 
ciôn que el artfculo 145 de la propia Ley permite incluir en el 
acta "calificaciones jurfdicas" al preceptuar que "en las actas 
de inspecciôn que documenten el resultado de las actuaciones, se 
consigne... c) la regularizaciôn de las situaciones tributaries 
que estimen procedentes", ciertamente, porque tal regulaciôn en 
lo que consiste — como pone de manifiesto una interpretaciôn sis- 
temâtica de la tan referida Ley General Tributaria— , es que en 
la propia acta se puede incluir una rectificaciôn o propuesta de 
liquidaciôn por parte del Inspector actuario, pero nunca el acto 
de liquidaciôn o liquidaciôn en sentido estricto, entendida como 
una declaraciôn de voluntad de la Administraciôn financiera sobre 
el "an" y el "quantum" de la obligaciôn tributaria que correspon­
de a ôrganos distintos de la Inspecciôn.
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"CONSIDERANDO (noveno): Que de lo anterior dériva que al precep­
tuar — como ya se ha sehalado—  el Real Decreto objeto de impug­
naciôn y las disposiciones que lo desarrollaron (Orden Ministe­
rial de 26 de mayo de 1982 y Resoluciôn del Ministerio de Hacien­
da de 30 de julio siguiente), que la Inspecciôn tiene, ademâs de 
sus funciones propias, las de liquidaciôn, se esté atentando a 
lo establecido en la Ley General Tributaria y normas concordantes 
(Ley General Presupuestaria, artfculos 26,2® y 93,2®), conculcan- 
do la misma — pues al estar regulada la materia por una disposi­
ciôn con rango de Ley, en atenciôn al rango normativo de la mis­
ma, las innovaciones por vfa de Decreto resultan inadecuadas, al 
ser sôlo la Ley la que puede intervenir en ese émbito material— , 
como también incluso lo ponen de manifiesto, tanto a) el fallido 
intento de reforma legal en el Proyecto de Ley de Reforma del 
Procedimiento Tributario, como b) principios procedimentales de 
orden pûblico, el primero, porque en el proceso parlamentario de 
la que hoy es Ley 34/1980, de 21 de junio, cuando se intentaba 
dar base legal en el Proyecto que se enviô a las Cortes a las 
funciones liquidadoras de los Inspectores tributaries, y para 
ello se consignaba un artfculo — el 8®,1®— , concebido en los 
términos de que "la Inspecciôn de los Tributos, en relaciôn con 
los impuestos que tengan establecidos el régimen de autoliquida- 
ciôn, podrô dictar en el desempeho de sus funciones los actos ac- 
ministrativos de liquidaciôn que procedan", al ser el mismo obje­
to de enmiendas por diverses grupos parlamentarios, que invoca- 
ban, en sfntesis y fundamentalmente, aludiendo a principios de 
legalidad y seguridad jurfdica, la necesidad de que la Inspecciôn 
y la gestiôn continûen separadas por se funciones diferentes y 
para una mejor garantfa jurfdica de los contribuyentes determinô 
que dicho artfculo fuese eliminado en el dictamen de la ComisiÔn 
de Hacienda del Congreso, por lo que es lôgico que si no prospéré 
a través de esa norma con rango de Ley — cuya misiôn no era otra 
que reformer el procedimiento tributario establecido en la Ley 
General Tributaria— , esta asunciôn de normas liquidadoras por 
parte de la Inspecciôn no se puede por la vfa de Reglamento atri-
61
bufrselas; porque tal medida supondrâ una violaciôn del principio 
de jerarquia normativa — a lo que se pudiera anadir una contra­
dicciôn a la voluntad legislativa, que se manifesté negativamente 
sobre la aludida asunciôn en el proceso parlamentario de la Ley 
de Reforma del Procedimiento Tributario.
"CONSIDERANDO (décimo): Que esto es asf también se desprende de 
principios procedimentales de orden pûblico, en cuanto que en el 
procedimiento de gestiôn tributaria la Ley reguladora del mismo 
ha querido configurar no una estructura simple, sino compleja, 
con dos fases perfectamente diferenciadas, encomendadas a ôrganos 
distintos, pues ello se desprende tanto del artfculo 90 de la 
misma como de la sistemâtica legal empleada, en la que en su Tf- 
tulo III dedica el Capitule I a los ôrganos administratives de 
gestiôn tributaria y, por el contrario, en el Capitule VI se ré­
gula la actuaciôn de los inspectores, precisando sus funciones 
privatives o peculiares, en el que ni una sola vez siquiera se 
emplea la palabra liquidaciôn entre sus cometidos, por lo que la 
distribuciôn de funciones que la Ley consagra, al repercutir di- 
rectamente sobre los contribuyentes, configurando normas de pro­
cedimiento, que tienen también un aspecto garantizador, no puede 
estimarse sea una estructura que quede sometida a la libre dis­
crecionalidad de la potestad organizatoria de la Administraciôn, 
y ello ni invocando necesidades y conveniencias del servicio, ni 
en base a la eficacia y calidad de la acciôn administrativa, sal­
vo que por otra disposiciôn con rango de Ley se alteren aquellos 
principios, que como de orden pûblico, y que hasta que esto ûlti- 
mo no suceda han de ser respetados, como esté establecido por es­
te Supremo Tribunal en sus Sentencias de 24 de mayo y 30 de octu- 
bre de 1978.
"CONSIDERANDO (undécimo): Que, por lo expuesto, como el Real De­
creto 412/1982, de 12 de febrero, sobre régimen de determinadas 
liquidaciones tributaries, atribuye a la Inspecciôn funciones li­
quidadoras en una amplia medida, lo cual entrana una ilegalidad, 
por violaciôn de norma superior — Ley General Tributaria, y de
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sus principios inspiradores— , en aplicaciôn del artfculo 9®,2® 
de nuestro Texto Constitucional (principio de jerarqufa normati­
va), de los artfculos 26 y 28 de la Ley de Régimen Jurfdico de 
la Administraciôn del Estado y artfculo 47,2 de la Ley de Proce­
dimiento Administrativo, procédé declarer la nulidad de pleno de­
recho del referido Decreto impugnado, ya que la Administraciôn 
al ejercer la potestad reglamentaria no puede dictar disposicio­
nes de tal fndole que supongan infracciôn de otras establecidas 
en normas de superior jerarqufa, por ser natural limitaciôn de 
aquélla potestad, la de no poderse contener en sus Reglamentos 
preceptos "contra legem".
La reacciôn de la doctrina, naturalmente, no se hizo esperar, man- 
teniendo en ocasiones una postura crîtica frente a los criterios susten- 
tados en la Sentencia (113).
En realidad, la oposiciôn al Real Decreto 412/1982, por parte de 
la doctrina, no se basa tanto en razones estrictamente "positivas", como 
"sustanciales". Asf lo expresa con claridad el profesor Clavijo al escri- 
bir: "Es cierto que desde una concepciôn estrictamente positiviste — en 
el sentido técnico y preciso de este vocablo—  se puede mantener lo que 
han escrito Banacloche y Meintero: no existe en la Ley General Tributaria 
ni un solo precepto que impida que la Dependencia de Inspecciôn y la Ins­
pecciôn de los Tributos puedan dictar actos administrativos como consecuen- 
cia de actuaciones inspecteras". Pero, continua el citado autor, el texto 
de la ley no es el criterio ûnico y exclusive de decisiôn jurfdica; antes 
al contrario, superado el positivisme y el formalisme jurfdico, una con­
cepciôn sustancial del Derecho supone la invocaciôn de los principios gé­
nérales del Derecho que constituyen la expresiôn de unos principios obje- 
tivados en la lôgica misma de las instituciones, en nuestro caso del pro-
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cedimiento de liquidaciôn como instituciôn jurfdica. Para Clavijo esta 
Sentencia se sitûa en la Ifnea de concepciôn sustancial del Derecho fi- 
nanciero, y aborda con gran precisiôn "el compleo tema — eje de la Sen­
tencia—  de la distribuciôn-concentraciôn de funciones (liquidaciôn-ins- 
pecciôn) en el procedimiento de liquidaciôn, y môs aûn, si la Administra­
ciôn tiene discrecionalidad a la hora de organizar esta materia. La res- 
puesta que da la Sentencia a esta cuestiôn, adoptando una postura princi- 
pialista es que no; que en la L. G. T. se mantiene como principio del 
procedimiento la distribuciôn de funciones liquidaciôn e inspecciôn, y 
que como tal, tiene un aspecto garantizador al repercutir directamente 
sobre los contribuyentes"; por consiguiente, no puede estimarse que sea 
una estructura que quede sometida a la libre discrecionalidad de la po­
testad organizatoria de la Administraciôn (114).
He aquf el nudo gordiano de la cuestiôn: las garantfas del contri­
buyente en el procedimiento liquidatorio y la presunciôn de que taies ga­
rantfas sôlo se salvaguardan mediante la doble separaciôn funcional y or- 
gânica, que es en realidad como se entiende el principio de especialidad 
orgânica en esta materia (115).
Verdaderamente no acierto a comprender por qué razôn hay que acep- 
tar ex neccesse que el control de la legalidad de la actuaciôn inspectera 
por parte del Inspector Jefe prive de garantfas al contribuyente o supone 
para éste menos garantfa que si tal control lo ejerce la Dependencia de 
Relaciones con los Contribuyentes. &Acaso es éste el ûnico ôrgano de la 
Administraciôn financiera con garantfas de imparcialidad y objetividad?. 
&Por qué razôn objetiva hay que presumir que el Inspector Jefe discreparâ 
de las liquidaciones practicadas "por sus subordinados" menos que aque-
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lia Dependencia?. Serfa interesante — y seguramente revelador—  el com- 
probar cuântas actas de Inspecciôn hsdian sido rectificadas por la Dependencia 
de Relaciones con los Contribuyentes y cuântas lo fueron por el Inspector 
Jefe durante la vigencia del Real Decreto 412/1982. Aunque no cuento con 
datos en este sentido, Mantero afirma que los dos ahos de aplicaciôn de 
este Decreto significaron una actuaciôn Je los superiores mucho môs seve­
rs — en cuanto a anulaciôn o modificaciôn de actas—  que cuando existfa 
una oficina liquidadora situada en Dependencia distinta. Asimismo, afirma 
este autor que "el triste argumente" de que las relaciones de jerarqufa 
entre el Jefe de la Dependencia de Inspecciôn — el Inspector Jefe, que 
no tiene necesariamente que ser un Inspector de los Tributos—  y el actua 
rio — que serâ un Inspector o un Subinspector—  impiden o debilitan la 
independencia del primero en el cumplimiento de sus funciones, es lo mis­
mo que dudar dentro de cualquier relaciôn jerârquica, administrativa o 
no, de cualquier Jefe o de cualquier subordinado (116).
Tampoco se comprende bien por qué razôn el ejercicio de funciones 
comprobadoras y liquidadoras por parte de la Inspecciôn priva de garan­
tfas al contribuyente y no ocurre lo propio cuando tal dualidad de fun­
ciones es ejercida por la Dependencia de Relaciones con los Contribuyen­
tes. En efecto, tal Dependencia — en la fecha de la Sentencia—  no sôlo 
llevaba a cabo funciones liquidadoras, sino también comprobadoras; v.gr., 
comprobaciôn de valores en los Impuestos de Transmisiones Patrimoniales 
y Actos Jurfdicos Documentados. Ademâs, esta Dependencia (véase el artfeu 
lo 17 del Real Decreto de 20 de febrero de 1979) recibe y examina docu­
mentes, resuelve recursos, realiza notificaciones, efectûa requerimien- 
tos, presta asistencia al contribuyente en el cumplimiento de sus obliga- 
ciones fiscales..., y, sin embargo, aquf no se invoca el principio de es-
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pecialidad. Es évidente que si la Ley General Tributaria consagra — como 
se afirma en la Setencia y por algunos autores—  la separaciôn entre fun­
ciones inspecteras y funciones liquidadoras, sustrayendo la organizaciôn 
de esta materia a la potestad reglamentaria de la Administraciôn por su 
incidencia en los derechos subjetivos del contribuyente, ello es tan vé- 
lido y tan aplicable a la Dependencia de Inspecciôn como a cualquier otra 
Dependencia. Por quey entonces, se ataca la legalidad en el caso d ela 
Inspecciôn y no en los demâs? ^Por qué en un caso se atenta al principio 
de especialidad y no en el otro? "<|,Cuâl es esa sospecha de parcialidad 
que en nuestro Derecho sôlo cabe imputar al Inspector de Hacienda? (117).
Por otra parte, y a la vista de la evoluciôn que hemos descri to, 
cabe preguntarse si alguna vez en nuestro Derecho — aparté de en la mente 
del redactor de las Bases de 1926 y de parte de la doctrina—  la Inspec­
ciôn de los Tributos ha limitado sus funciones a las de comprobar e in- 
vestigar. En realidad, nunca la Inspecciôn ha cenido su actuaciôn a la 
de ser meros "veedores" de la Hacienda. Ya en el Reglamento desarrollador 
de las Bases de 1926 (art. 62 de la Orden de 13 de julio) el Inspector 
actuante informa a la Administraciôn de Rentas Pûblicas, en pliego unido 
al acta, de los hechos en la misma consignados, proponiendo en su informe 
"la liquidaciôn que a su juicio deba practicarse" y consignando "todos 
los datos y razonamientos conducentes a ilustrar el juicio de la Adminis­
traciôn". Luego si proponen "liquidaciones" y consignas "razonamientos" 
no se confina a los Inspectores a constatar hechos y datos, aunque sea 
de cara a la propia Administraciôn, y al marges de su relaciôn con el 
contribuyente •
Igualmente, es necesario poser de manifiesto que la ordenaciôn del
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procedimiento de gestiôn en nuestro ordenamiento tributario no se ha ba- 
sado en el principio de especialidad funcional. Antes al contrario, la 
atribuciôn de funciones comprobadoras de los tributos a ôrganos ajenos 
a la Inspecciôn ha sido tradicional en nuestro Derecho (118). Incluso en 
el Real Decreto de 30 de marzo de 1926 se concedfan facultades de compro— 
baciôn a las oficinas liquidadoras, "lo que demuestra — ha escrito Pueyo 
Masô—  que las grandes Ifneas del procedimiento tributario, igual que 
acontece con el procedimiento administrativo general, han huido siempre 
en nuestro Derecho de la especializaciôn funcional para basarse en la es­
pecializaciôn orgénica. Es decir, no se han atribuido funciones especia- 
lizadas a cada uno de los ôrganos administrativos, en nuestro caso, fun­
ciones comprobadoras e investigadoras en exclusive a la Inspecciôn Tribu­
taria, funciones liquidadoras en exclusive a los ôrganos liquidadores, 
sino que, por el contrario, se han atribuido funciones diverses, més o 
menos emplies, a los ôrganos administrativos. También es ésta la filoso- 
c£-a organizativa del procedimiento administrativo regulado en la Ley de 
Procedimiento Administrativo, en el que las tareas probatorias no se en- 
comiendan por régla general a ôrganos distintos de los encargados de re- 
solverlo (una de las pocas excepciones lo constituye el procedimiento 
disciplinario de los funcionarios)" (119).
Por lo demâs, es claro que la complejidad del sistema tributario, 
el incremento de relaciones tributaries, la generalizaciôn de las autoli- 
quidaciones, entre otras circunstancias — entre las que se encuentran la 
propia formaciôn y configuraciôn de los cuerpos de funcionarios que in- 
tervienen en el procedimiento— , impiden afirmar en la actualidad la vir- 
tualidad de un esquema "ideado" en 1926. La ordenaciôn y configuraciôn
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del procedimiento de gestiôn, en orden a una racional y eficaz aplicaciôn 
de los tributos exige respuestas adecuadas al momento présente. La situa­
ciôn ha sido descrita por el profesor Martin Delgado, cuya posiciôn al 
respecto comparto sustancialmente:
"El llamado principio de la especializaciôn orgénica — escribe el 
citado profesor—  ha discurrido por dos instancias que no siempre han si­
do concurrentes; de un lado, la mayor eficacia que la especializaciôn ha- 
c£a predicar de los ôrganos administrativos, y de otro, la excesiva vin- 
culaciôn a los principios garantistas. De la evoluciôn experimentada por 
los ôrganos de la Administraciôn tributaria creo que puede decirse que 
la acumulaciôn de funciones por parte de los ôrganos de la Inspecciôn, 
con la consiguiente y paulatina disminuciôn de las funciones de la Admi­
nistraciôn gestora (oficina de liquidaciôn), respeta ambos principios. 
Creo que puede afirmarse que los ôrganos de la Inspecciôn estén hoy muy 
lejos de ser exclusivamente fiscalizadores e investigadores y la cualifi- 
cada preparaciôn técnica de los funcionarios permite asegurar el satis- 
factorio desempeho de las funciones. Por otra parte, la separaciôn de lo 
que conocemos como comprobaciôn e investigaciôn, por un lado, y liquida­
ciôn en sentido estricto par otro, no es ya demasiado lôgica en el estado 
actual de complejidad de las operaciones de cuantificaciôn de la deuda 
y de proliferaciôn de los conceptos jurfdicos indeterminados. Para los 
contribuyentes siempre es preferible la unificaciôn en los ôrganos de 
la Inspecciôn con los lo que ha tenido relaciôn en la fase de comproba­
ciôn que no esperar a que otro ôrgano, con el que no tiene relaciôn algu­
na, verifique su liquidaciôn tributaria. Por otra parte, también seré més 
fécil que la componente de equidad que debe tener toda liquidaciôn — a 
pesar de su vinculaciôn estricta a la legalidad—  sea apreciada por el
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inspector que ha conocido fntegramente las circunstancias del supuesto de 
hecho que por otro funcionario a la vista de una propuesta y de un in—  
forme". Llama el autor la atenciôn sobre la progresiva cualificaciôn de 
los ôrganos inspectores y una correlativa degradaciôn del nivel tÔcnico 
de las oficinas gestoras (120), mientras que el esquema de 1926 se funda- 
mentaba en una alta cualificaciôn técnica de los funcionarios encargados 
de las tareas gestoras. Por ello, considéra conveniente la asunciôn de 
tareas liquidadoras por parte de los ôrganos de la Inspecciôn.
Respecto al aseguramiento y garantfa del administrado — continua 
Martin Delgado—  en el actual procedimiento se siguen manteniendo. Es 
cierto que la doctrina se ha pronunciado en sentido contrario, pero no 
se ofrecen demasiadas razones que abonen tal opiniôn (121). La ûnica que 
parece sostenerse es la incluida en el Preémbulo del Real Decreto de 13 
de julio de 1926: la circunstancia de no ser el Inspector ajeno a lo he­
chos, por encontrarse cera de ellos, que es la propia de la pérdidad de 
la pérdida de la serenidad, la ofuscaciôn o el apasionamiento; por 
ello, se confia a otra oficina que, en principio, parece més ecuônime. 
Sin embargo, debe revisarse este concepto con que el legislador de 1926 
quiso condicionar a la Inspecciôn (122). Se trata de una pura apreciaciôn 
que carece, como es claro, de base jurfdica concreta.
A todo ello hay que ahadir que el Derecho financiero — no lo olvi- 
demos—  no es sôlo un instrumento de garantfas para el contribuyente. Es­
te aspecto es, obviamente ineludible en un Estado de Derecho. Pero, igual 
mente, en el marco de un Estado social y democrético de Derecho ha de pro 
tegerse el aspecto garantista para la Administraciôn financiera. Por de- 
cirlo gréficamente, del hecho de que los tributos hayein de gravar la capa-
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cidad econômica de los ciudadanos no se desprende que la finalidad del 
sistema tributario sea gravar esa capacidad econômica; la finalidad del 
sistema tributario es allegar al Fisco los medios econômicos necesarios 
para el sostenimiento de las necesidades pûblicas. Y en esta Ifnea résul­
ta interesante observer cômo el Derecho tributario, de ser concebido como 
una rama del ordenamiento eminentemente garantista de los derechos del 
contribuyente frente a posibles abusos del actuar administrativo, va en­
tendiéndose como una ordenaciôn del tribute que, en primera instancia, 
persigue la mejor y més effcaz aplicaciôn de aquél, en el entendimiento 
de que con su exigencia lo que se intenta es la protecciôn de los intere- 
ses colectivos, y su falta de cumplimiento en los términos previstos en 
la ley constituye un atentado contra los criterios de la solidaridad. En 
consecuencia, la ordenaciôn del institute jurfdico del tribute y de las 
actuaciones que hacen posible su actuaciôn ha ido alterando su esencia, 
y, mateniendo la salvarguarda de los intereses del administrado, se ha 
ido construyendo un Derecho tributario garantista de los intereses colec­
tivos a los que debe de dar protecciôn esta rama del ordenamiento.
En conclusiôn, no encuentro base sôlida, desde una concepciôn sus- 
tancialista del Derecho financiero, para sostener que las funciones de 
comprobaciôn y las funciones de liquidaciôn que han de desarrollarse en 
el procedimiento de aplicaciôn de los tributos hayan de ser ejercidas por 
ôrganos diferentes, y, por ende, no encuentro desde esta perspectiva mo­
tives de ilegalidad en las disposiciones de referencia.
La conclusiôn tampoco es distinta si nos situâmes en un piano "po­
sitive" .
En su redacciôn originaria la Ley General Tributaria describe y re-
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gula funciones, pero no las atribuye a ôrganos o funcionarios concretes, 
materia dejada a la potestad reglamentaria y organizativa de la Adminis­
traciôn (123).
En este sentido, pone de relieve Mantero la necesidad de distinguir 
entre lo que es la funciôn inspectera y lo que son las funciones que rea­
liza la Inspecciôn (124). El articule 140 de la Ley General Tributaria 
— argumenta Mantero en contra de la Sentencia—  se limita a describir en 
qué consiste la funciôn inspectera, aludiendo a la inspecciôn de los tri­
butos, con minuscules, constando ya asi en el Anteproyecto de Ley. Sin 
embargo, la Sentencia alude al articule 140 de la Ley General Tributaria 
afirmando que en ella se regulan las funciones de la Inspecciôn de los 
Tributos, con mayûsculas. Esto es, se confonde lo que es una descripciôn 
de las funciones inspecteras, que pueden llevar a cabo la Inspecciôn de 
los Tributos u otros ôrganos distintos, con lo que son las funciones de 
la Inspecciôn, en cuanto ôrgano (125). Por ello ocurre que en ningân pre­
cepto de la Ley General Tributaria se atribuyen, expresa o impllcitamen- 
te, las funciones liquidadoras a ôrganos distintos de la Inspecciôn, ni 
mucho menos, como se afirma en el Considerando octavo de la Sentencia, 
"a las oficinas técnicas liquidadoras o de relaciones con los contribu­
yentes". En todo caso, entiendo, lo que de la Ley General Tributaria se 
dériva es el reconocimiento de funciones liquidadoras a la Inspecciôn, 
en cuanto ôrgsino que desarrolla funciones inspecteras, pues inequfvoca- 
mente el artfculo 145,l,c) preceptûa que en las actas de inspecciôn se 
consignarén "la regularizaciôn de las situaciones tributaries que estime 
procedentes". "^En qué articule de la misma (Ley General Tributaria) esté 
dicho que en el acta no puede haber un acto administrativo de liquida­
ciôn, o que tal acto no puede ser dictado por el Inspecte Jefe no actua-
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rio, o que la producciôn del mismo esté reservada a un ôrgano distinto, 
o que corresponde a oficinas técnicas liquidadoras o de relaciôn con los 
contribuyentes?" (126).
Tampoco configura la Ley General Tributaria — aunque la Sentencia 
afirma lo contrario en su Considerando décimo—  un procedimiento de li­
quidaciôn de estructura "compleja, con dos fases perfectamente diferen­
ciadas, encomendadas a ôrganos distintos", desprendiéndose ello tanto del 
artfculo 90 de la misma, como de la sistemâtica legal empleada, en la 
que, en su Tftulo III, dedica el Capitule I a los ôrganos administrativos 
de gestiôn tributaria, y, por el contrario, en el Capftulo VI se régula 
la actuaciôn de los Inspectores, precisando sus funciones privativas o 
peculiares.... Se habla aquf de "dos fases 'perfectamente' diferenciadas 
en el procedimiento de gestiôn y trae en su apoyo el artfculo 90 de la 
Ley General Tributaria; que sepamos, aquf se distinguer funciones de ges­
tiôn y de resoluciôn de reclamaciones que contra la gestiôn se susciter, 
y se distingue més: dos ôrdenes de gestiôn, para la liquidaciôn y para 
la recaudaciôn... ^En dônde estén las dos fases, dentro de la liquida­
ciôn?" (127).
Y âqué se puede deducir del hecho de que el Capftulo I del Tftulo 
III se dedique "a los ôrganos administrativos de gestiôn tributaria, y, 
por el contrario, en el Capftulo VI se régulé "la inspecciôn de los tri- 
butos"?&Qué quiere decir el término utilizado — "contrario"—  para "con- 
traponer"ôrganos de gestiôn e inspecciôn de los tributos, o, si se quie­
re, como dice la Sentencia, "actuaciôn de los Inspectores"?. ^Es que la 
actuaciôn de los Inspectores no se sitûa en el procedimiento de gestiôn? 
^Es qué la Inspecciôn no es un ôrgano de gestiôn tributaria porque no
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aparece mencionada en el Capftulo I del Tftulo III?. Con razôn afirma 
Mantero que si no se lee mal el Considerando "parece que la funciôn ins­
pectera queda fuera del procedimiento de gestiôn tributaria. Habré que 
averiguar en dônde queda" (128).
Igualmente se afirma — coadyuvando en la premisa segûn la cual la 
Ley General Tributaria consagra un procedimiento de gestiôn en dos fases 
perfectamente diferenciadas, que se encomiendan a ôrganos distintos—  que 
cuando la Ley destina el Capftulo VI a la actuaciôn de los Inspectores, 
ni una sola vez se menciona la liquidaciôn entre sus cometidos. "Pero se 
olvida que antes, al hablarse de la iniciaciôn del procedimiento de ges­
tiôn, se esté permitiendo que se haga por 'actuaciôn investigadora de los 
ôrganos administrativos', es decir, los del artfculo 90, por ejemplo, los 
liquidadores..., y cuando se habla en la Ley de comprobaciôn e investiga­
ciôn (artfculos 109 a 112), jamés se refiere a la Inspecciôn, sf a la Ad­
ministraciôn; cuando se redactô la Ley General Tributaria, se quiso dejar 
muchas cosas en la ambigüedad, que concretaria la reglamentaciôn, por mu- 
chas razones, algunas de oportunidad, como es que existfan ôrganos liqui­
dadores (las oficinas liquidadoras de Derechos Reales), que llevaban a 
cabo todas las posibles funciones: de iniciaciôn, comprobaciôn, liquida­
ciôn" (129).
Como consecuencia de la Sentencia del Tribunal Supremo fué necesa- 
ria la promulgaciôn de una norma que regulara las actuaciones de la Ins­
pecciôn de los Tributos (130). Se aprobô asÉ el Real Decreto 2077/1984, 
de 31 de octubre, sobre régimen de determinadas actuaciones la Inspecciôn 
de los Tributos y de las liquidaciones tributaries derivadas de la misma, 
y la Resoluciôn de 2 de noviembre de 1984, de la Secretarfa General de
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Hacienda, dictando normas provisionales para el cumplimiento de lo dis- 
puesto en el citado Real Decreto. Con estas normas se volviô al sistema 
previsto en el Real Decreto de 1976, "restituyendo" a la Dependencia de 
Relaciones con los Contribuyentes las funciones y competencias que las 
disposiciones declaradas nulas asignaban al Jefe de la Dependencia de 
Inspecciôn (131).
Pero en el aho 1985, como es bien sabido, se modificô parcialmente 
la Ley General Tributaria, por Ley 10/1985, de 26 de abril. Y en ella se 
diô nueva redacciôn al articule 140 de dicho texto legal, que dispone 
ahora; "Corresponde a la Inspecciôn de los Tributes:... c) Practicar las 
liquidaciones tributaries résultantes de las actuaciones de comprobaciôn 
e investigaciôn, en los términos que reglamentariamente se establezcan".
La primera innovaciôn de este precepto consiste en citar a la "Ins­
pecciôn de los Tributos", con mayûsculas, cuando la anterior redacciôn 
lo hacla con minûsculas. Esta diferencia gramatical encierra un cambio 
de técnica legislativa del articule (132), pues de describir funciones 
inspecteras se pasa a regular las competencias asignadas al conjunto de 
ôrganos que componen la Inspecciôn de los Tributos, cuyas tareas se desa- 
rrollan fundamentalmente por funcionarios encuadrados en el Cuerpo Supe­
rior de Finanzas del Estado, creado por la Ley 30/1984, de 2 de agosto, 
en el que se integran los funcionarios pertenecientes a los Cuerpos Téc- 
nicos de Inspecciôn de Seguros y Ahorro, Inspectores de Aduanas e Impues­
tos Especiales, Intervenciôn yContabilidad de la Administraciôn Civil del 
Estado e Inspectores Financières y Tributaries; asf como por los técni- 
cos de Aduanas e Inspecciôn auxiliar, encuadrada ésta en el Cuerpo espe­
cial de Gestiôn de la Hacienda Pôblica.
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Esta técnica supone algunos desajustes lôgicos en el esquema de la 
Ley General Tributaria, que, como hemos dicho, no asignaba funciones a 
ôrganos concretos. Asimismo, se reconocen expresamente funciones liquida­
doras a la Inspecciôn, produciéndose una deslegalizaciôn expresa de la 
materia, con lo que se da respuesta a las dudas planteadas por parte de 
doctrina (133), y en el Considerando noveno de la Sentencia de 24 de 
abril, que decfa que "la asunciôn de funciones liquidadoras por parte de 
la Inspecciôn no se puede por la vfa de Reglamento atribufrselas", esti- 
mando en el Considerando décimo que la distribuciôn de funciones en el 
procedimiento liquidatorio es una estructura que no puede entenderse so­
metida a la libre discrecionalidad de la potestad organizadora de la Ad­
ministraciôn, "salvo que por otra disposiciôn con rango de Ley se alteren 
aquellos princpios..,".
En este orden de cosas, la modificaciôn parcial de la Ley General 
Tributaria suprime la debatida condonaciôn autômatica de sanciones por 
las infracciones de omisiôn y defraudaciôn, que prevefa el artfculo 88 
de la misma Ley para el supuesto de que el sujeto pasivo o responsable 
prestase su conformidad a la propuesta de liquidaciôn que se le formule­
ra, con los problèmes que de ello se derivaban en relaciôn con el carâc­
ter "ex lege" de la obligaciôn tributaria, y la virtualidad del sistema 
de sanciones. En la actualidad, "la conformidad del sujeto pasivo,
del retenedor o del responsable a la propuesta de liquidaciôn que se le 
formule", se configura como un criterio de graduaciôn de las sanciones, 
segûn dispone el artfculo 82, h) de nuestra Ley General (134).
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En esta Ifnea innovadora se procédé a la reorganizaciôn de la Admi­
nistraciôn Territorial de ha Hacienda Pûblica, por Orden de 12 de agosto 
de 1985 (BOE de 29 de agosto), disposiciôn que deroga la Orden de 23 de 
mayo de 1980, que habfa desarrollado el Real Decreto 489/1979, de 20 de 
febrero, sobre la materia. Con la nueva ordenaciôn se pretende adecueur 
la estructura y funciones de los très niveles (Delegaciones Hacienda es­
peciales, Delegaciones de Hacienda y Administraciones de Hacienda) de la 
Administraciôn periférica de la Hacienda Pûblica, a las nuevas exigen- 
cias y, dice el Preémbulo de la citada Orden, al papel que deben desarro­
llar en el futuro.
A nuestros efectos, lo més destacable es la "sustituciôn" de la De­
pendencia de Relaciones con los Contribuyentes por la denominada Depen­
dencia de Gestiôn Tributaria, integrada por diversas Unidades, entre las 
que se encuentra la Unidad de Informaciôn y Asistencia al Contribuyente 
(135). Dentro de la Dependencia de Inspecciôn de Hacienda aparece nueva- 
mente la llamada Oficina Técnica, unidad funcional que habfa sido creada 
por el Real Decreto 412/1982. Segûn el artfculo 38, apartado 4 de la Or­
den de 12 de agosto de 1985, taies Oficinas "tendrén como funciones la 
emisiôn de informes y dictémenes, la realizaciôn de valoraciones, la ela- 
boraciôn de estudios econômico-tributarios y las demés actividades que 
les encomiende el Inspector Jefe". A ellas pueden adscribirse Inspectores 
en los términos que acuerde la Direcciôn General de Inspecciôn Financiera 
y Tributaria (136).
Con todo ello se preparaba el camino para una nueva regulaciôn de 
la Inspecciôn de los Tributos y del régimen de las liquidaciones tributa­
ries, que no se ha hecho esperar. El Reglamento General de la Inspec-
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ciôn de los Tributos, aprobado por el Real Decreto 939/1986, de 25 de 
abril, modifica nuevamente el procedimiento de liquidaciôn, atribuyendo 
funciones liquidadoras en sentido amplio al Inspector actuario y otorgan- 
do la competencia para dictar el acto administrativo de liquidaciôn al 
Inspector Jefe de la Dependencia de Inspecciôn, esto es, sustancialmente, 
el retorno al procedimiento del Real Decreto 412/1982. A la vez, se parte 
de una nueva concepciôn de las actas como documento, no ya genéricamente 
abocado a recoger el resultado de la actuaciôn inspectera, sino especf- 
ficamente concebido "como un documento que se caracteriza por cuanto va 
a suponer una acto administrativo cuyo contenido consista en una liquida­
ciôn tributaria", segûn se afirma en el Preémbulo del citado Real Decre­
to.
A taies cuestiones habremos de dedicar el resto de nuestro trabajo.
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IV. LA NUEVA NORMATIVA: ASPECTOS GENERALES.
Como es sabido, la Ley General Tributaria prevé en su artfculo 92 
la aprobacidn de una serie de Reglamentos ejecutivos, entre los que se 
encuentra el de inspecciôn. Sin embsurgo, esta previsidn no ha tenido cum- 
plimiento hasta fecha reciente, en que por el Real Decreto 939/1986, de 
25 de abril ha side aprobado el Reglamento General de la Inspecciôn de 
los Tributos (137).
Este cumplimiento tardîo, segûn senala el Preâmbulo del citado Real 
Decreto, habfa agravado la relativa parquedad de la Ley General Tributa­
ria al abordar la regulaciôn de esta materia, pues la ausencia de un Re­
glamento de inspecciôn no hab£a podido subsanarse mediante el manteni- 
miento de la vigencia, mâs formai que de otra indole, del viejo Reglamen­
to de 1926. Tampoco ha sido suficiente la aprobaciôn sucesiva de las dis­
tintas normas que han abordado parcialmente la regulaciôn de la documen- 
taciôn de las actuaciones inspecteras y el régimen de las liquidaciones 
tributarias derivadas de las mismas, la ôltima de las cuales, como hemos 
visto, es el Real Decreto 2077/1984, de 31 de octubre. Dar debida satis- 
facciôn a aquella exigencia y colmar esta laguna normativa es el propôsi- 
to del Real Decreto.
En principle, pues, el Reglamento General de la Inspecciôn de los 
Tributos es un reglamento ejecutivo, dictado en desarrollo de la Ley Ge­
neral Tributaria, y, mâs concretamente, de sus articules 140 a 146, modi- 
ficados parcialmente por la Ley 10/1985, de 26 de abril.
Ahora bien, como dijimos al principle de este trabajo, la inspec­
ciôn de los tributos puede ser entendida desde una doble perspective: ce-
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mo actividad encuadrada en la gestiôn tributaria y como conjunto de 6rga-
nos de la Administraciôn de la Hacienda Pûblica, que désarroilan una se­
rie de actuaciones, como consecuencia de las funciones que tienen enco- 
mendadas; funciones y actuaciones que no se cinen y limitan necesariamen- 
te a las de inspecciôn.
La Ley General Tributaria, al regular la inspecciôn de los tribu­
tos, lo hace en el primero de los indicados sentidos, esto es, se refiere 
a la inspecciôn en cuanto funciôn inspectera, pues la regulaciôn de los 
ôrganos administratives y sus competencias es normalmente, en nuestro De- 
recho, de carécter reglamentarie. Y, en este sentido, el articule 91 de 
la Ley General Tributaria remite a los respectives Reglamentos la compe- 
tencia por razôn de la materia de los distintos ôrganos administratives 
que intervienen en la gestiôn tributaria.
En el Preâmbulo del Real Decreto se afirma que el Reglamento conci-
be la inspecciôn fundamentalmente desde una perspectiva orgânica, pero, 
sin olvidar aquella dualidad conceptual, "y tratando precisamente de es- 
tablecer el procedimiento a observar por la Inspecciôn de los Tributos 
al desarrollar las funciones tfpicas de inspecciôn tributaria que tienen 
atribuidas". Estas afirmaciones requieren alguna matizaciôn para dar una 
idea exacta del verdadero carâcter de la disposiciôn de que tratamos.
En primer lugar se afirma que el Reglamento concibe la inspecciôn 
fundamentalmente desde una perspectiva orgânica. La consideraciôn ante­
rior, en orden al carâcter de reglamento ejecutivo del Real Decreto, debe 
por tanto completarse; estamos ante un Reglamento tanto de carâcter ejec- 
tivo como orgânico, o sea, tanto de desarrollo de la Ley, como indepen-
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diente. Tal situaciôn no es, ni mucho menos, excepcional en nuestro orde- 
namiento, pues nada obsta a que la Administraciôn pueda ejercer los pode- 
res reglamentarios que de suyo le corresponden, con ocasiôn deT ejercicio 
de la habilitaciôn contenida en una Ley para su desarrollo (138).
A la regulaciôn orgânica de la Inspecciôn se dedica el Tltulo Pre- 
liminar que, en palabras de Banacloche, contiene un verdadero Estatuto 
de la Inspecciôn (139), dedicândose los dos Tftulos restantes a las ac­
tuaciones inspecteras y a la documentaciôn de las mismas, respectivamen- 
te. De manera que, aunque el Reglamento parte de una concepciôn orgânica 
de la Inspecciôn, la mayor parte de su contenido se dedica a regular el 
procedimiento de actuaciôn de los ôrganos en aquélla integrados, esto es, 
el procedimiento a que debe ajustarse el desarrollo de las funciones que 
la Inspecciôn tiene encomendadas.
Sin embsu'go, el Reglamento General de la Inspecciôn de los Tributos 
es algo mâs que un Reglamento inspector, es algo mâs que un Reglamento 
dedicado a regular el aspecto orgânico de la Inspecciôn y el procedimien­
to de desarrollo de sus funciones. Y ello es as£ porque, precisamente, 
y en contra de lo que parece afirmarse en el Preâmbulo, taies funciones 
no vienen constituidas ônicamente por la funciôn tfpica de inspecciôn o 
el desarrollo de la actividad inspectera, sino que se atribuyen a la Ins­
pecciôn de los Tributos las funciones liquidadoras, tanto en sentido am- 
plio como en sentido estricto, que tienen lugar dentro del procedimiento 
de gestiôn tributaria.
En consecuencia, el llamado Reglamento de la Inspecciôn, no sôlo 
régula el procedimiento inspector sino que contiene el procedimiento de
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liquidaciôn de ]os tributos; se trata, por tanto, de un verdadero Regla­
mento de gestiôn.
El Preâmbulo dénota un cierto temor, un indudable recelo a recono- 
cer este hecho. Ello es plausible al senalar, como hemos dicho, que se 
encomienda a la Inspecciôn las funciones tCpicas de inspecciôn tributa­
ria, sin aludir en ningûn sentido a las funciones liquidadoras que se le 
atribuyen. Pero es que, ademfis, a lo largo de todo el Preâmbulo en ningûn 
momento se mencionan taies funciones liquidadoras. Be aborda, ciertamen- 
te, una justificaciôn del hecho de que la Inspecciôn lleve a cabo las ta- 
reas liquidatorias, pero se trata de una justificaciôn solapada, encu —  
bierta. AsI, se afirma lo siguiente: "Al tratar de las funciones de la 
Inspecciôn de los Tributos es preciso analizar el artÉculo 140 de la Ley 
General Tributaria a la luz de la evoluciôn experimentada por la gestiôn 
de los tributos en los âltimos anos. Todavfa la Ley General Tributaria 
concebla la gestiôn tributaria basândola en liquidaciones practicadas en 
todo caso por la Administraciôn y notificadas al sujeto pasivo. La evolu­
ciôn posterior de dicha gestiôn ha estado presidida por una expansiôn del 
sistema de declaraciones-liquidaciones, de modo que es el propio adminis- 
trado quien materialmente realiza las operaciones de liquidaciôn tributa­
ria, asumiendo no sôlo las tareas de câlculo, sino especialmente las de 
calificaciôn jurldica que ello supone. Esta situaciôn de la gestiôn tri­
butaria es la que debe ser afrontada por la Inspecciôn de los Tributos, 
diversificando sus funciones, que ya no pueden comprender simplemente la 
investigaciôn de hechos imponibles desconocidos para la Administraciôn 
y de sencilla configuraciôn". Tras estas consideraciones lo lôgico séria 
que el Preâmbulo concluyera aludiendo abiertamente a la atribuciôn de
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funciones liquidadoras y al papel que, en consecuencia, desempena la Ins­
pecciôn dentro de la gestiôn tributaria. Sin embargo, y paradôjicamente, 
se concluye lo siguiente: "La Inspecciôn de los Tributos supone una acti­
vidad esencialmente de comprobaciôn o verificaciôn del carâcter exacte 
y complete de las declaraciones-liquidaciones practicadas por los admi- 
nistrados".
Une de los aspectos mâs relevantes de la nueva reglamentaciôn lo 
constituye la unificaciôn de la normativa aplicable a todos los tributos 
estatales (140). Tradicionalmente, el procedimiento inspecter y liquida- 
dor resultaba fragmentado, ya que el Impuesto sobre Transmisiones Patri­
moniales y Actos Jurîdicos Documentados, el Impuesto sobre las Sucesio- 
nes, los tributos comprendidos en la Renta de Aduanas y los Impuestos Es- 
peciales, han venido rigiéndose por normas particulares, al margen del 
procedimiento aplicable al reste de los tributos del sistema. Esta dispa- 
ridad normativa no siempre ha obedecido a razones objetivas visibles 
(141), si bien habfa desaparecido ya con relaciôn al Impuesto sobre Trans 
misiones Patrimoniales y Actos Jurfdicos Documentados y al Impuesto sobre 
Sucesiones, previamente a la promulgaciôn del Real Decreto de 1986.
Los Reales Décrétés 412/1982 y 2077/1984, sobre régimen de las ac­
tuaciones de la Inspecciôn de los Tributos y las liquidaciones tributa­
rias résultantes de las mismas, eran de aplicaciôn a todos los tributos 
cuya gestiôn estuviese atribuida a la Dependencia de Relaciones con los 
Contribuyentes de las Delegaciones de Hacienda (arts. 11 y 13, respecti- 
vamente, de los citados Reales Décrétés). Y esta Dependencia tenfa la 
competencia general y residual para la gestiôn de los tributos, salve que 
aquélla correspondisse a otros ôrganos, lo que, efectivamente, ocurrfa
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respecte del Impuesto sucesorio, cuya gestiôn a nivel territorial corres- 
pondîa a las Abogacfas del Estado, y respecte de la Renta de Aduanas y 
los Impuestos Especiales, cuya gestiôn ha estado siempre confiada a los 
ôrganos de Aduanas. As£, en las Delegaciones de Hacienda, segûn el Real 
Decreto de 20 de febrero de 1979 (art. 14, 2), se constituye la Inspec­
ciôn y Administraciôn de Aduanas e Impuestos Especiales, con el nivel or­
gânico de dependencies.
En cuanto al Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Ju­
rfdicos Documentados, cuya gestiôn también se encontraba tradicionalmente 
atribuida a las Abogacfas del Estado, fué conferida a la Dependencia de 
Relaciones con los Contribuyentes por el Reglamento del Impuesto, aproba­
do por el Real Decreto 3494/1981, de 29 de diciembre (art. 76), siéndole 
de aplicaciôn, por tanto, el procedimiento general.
Al Impuesto sobre las Sucesiones le era de aplicaciôn la Orden de 
28 de febrero de 1976 y sus disposiciones complementarias, haciéndo 
salvedad expresa en tal sentido los Reales Decretos de 1982 y 1984 (Dis­
posiciôn transitoria segunda y Disposiciôn final tercera, respectivamen- 
te). Sin embargo, su integraciôn en el procedimiento general se contemplé 
en el Real Decreto 850/1985, de 5 de junio, sobre organizaciôn de los 
Servicios Jurfdicos del Estado, al ordenar en su disposiciôn transitoria 
tercera que "Las competencias de la Direcciôn General de lo Contencioso 
del Estado en materia de gestiôn e inspecciôn del Impuesto sobre las Su­
cesiones se ejercerân, en lo sucesivo, por las Direcciones Générales de 
Tributos y de Inspecciôn Financiers y Tributaria, respectivamente". No 
obstante se prevenfa en la propia disposiciôn que hasta el 31 de diciem­
bre de 1985 los Letrados del Estado podfan seguir desempehando las fun-
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clones de gestiôn, segûn su régimen particular. Por su parte, la Orden 
de 12 de agosto de 1985, sobre reorganizaciôn de la Administraciôn Terri­
torial de la Hacienda Pûblica, previô la existencia de una Secciôn de 
gestiôn del Impuesto sobre Sucesiones en la Dependencia de Gestiôn Tribu­
taria, en tanto no se produjera el referido traspaso de servicios (dispo­
siciôn transitoria segunda). El Reglamento General de la Inspecciôn dero- 
ga expresamente las normas por las que se regia la inspecciôn y documen­
taciôn de las actuaciones inspecteras del referido Impuesto, y en su dis­
posiciôn adicional octava déclara que "Las actuaciones inspecteras rela- 
tivas al Impuesto sobre Sucesiones se regirân por lo dispuesto en este 
Reglamento".
En cuanto a los tributos integrados en la Renta de Aduanas y los 
Impuestos Especiales, se regfan por el procedimiento de liquidaciôn pre- 
visto en el Real Decreto 1920/1976, de 16 de julio, ya que la Orden de 
22 de noviembre del mismo aho dispuso (art. 22, 2) que el procedimiento
en aquél previsto era de aplicaciôn a todos los tributos cuya inspecciôn 
correspondiese a la Direcciôn General de Inspecciôn Tributaria (l42). No 
obstante, la Inspecciôn de Aduanas venîa regulada por el Decreto 2062/ 
1974, de 4 de julio, y la Orden de 10 de abril de 1975. Todas estas dis­
posiciones (el Real Decreto de 1976, la Orden de 22 de noviembre, el De­
creto de 1974 y la Orden de 1975) son derogadas expresamente por el Re­
glamento General de la Inspecciôn de los Tributos, de manera que también 
desaparecen las especialidades en estos Impuestos. Asimismo, hay que te- 
ner en cuenta que la citada Orden de 12 de agosto de 1985 dispone la exis 
tencia de una Dependencia Regional de Aduanas e Impuestos Especiales, en 
las Delegaciones de Hacienda Especiales, as£ como de la llamada Adminis-
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traciôn Principal de Aduanas e Impuestos Especiales, Intervenciôn de Te­
rri torio Franco o Administraciôn Principal del Puerto Franco, también con 
el nivel orgânico de dependencia, en las Delegaciones de Hacienda.
Con todo, la formalizaciôn de las actas de inspecciôn en materia 
de Aduanas sigue rigiéndose por sus normas particulares, como diremos 
después. Esta es la ûnica especialidad por razôn de los distintos tribu­
tos que cabe destacar en la actualidad, aunque es necesario insistir que 
se reduce a la senalada formalizaciôn de las actas, si bien a los tribu­
tos integrados en la Renta de Aduanas les es de aplicaciôn las normas del 
Reglamento General de la Inspecciôn de los Tributos.
En esta llnea de unificaciôn es necesario poner de manifiesto que 
el Reglamento contempla la regulaciôn de un solo procedimiento, para el 
que se prevén determinadas especialidades en los supuestos de estimaciôn 
indirecte de bases, de delitos contra la Hacienda Pûblica, o para la im- 
posiciôn de sanciones no consistantes en multas, entre otros (143).
AsI las cosas, no puede seguir manteniéndose la tradicional distin- 
ciôn entre un procedimiento normal y unos procedimientos especiales de 
liquidaciôn, en funciôn del régimen de determinaciôn de la base imponi- 
ble. La rûbrica "procedimientos especiales de liquidaciôn" se encontraba 
plenamente justificada mientras pervivlan en nuestro ordenamiento tribu- 
tario procedimientos en los que la deuda tributaria se cuantificaba no 
respecto de un contribuyente determinado sino respecto de una pluralidad 
de contribuyentes. Estos procedimientos, como es sabido, fueron potencia- 
dos fundamentalmente por la Ley de Reforma Tributaria de 26 de diciembre 
de 1957, y con diferentes nombres y matices, segûn los impuestos — asf.
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"convenios con agrupaciones de contribuyentes", "evaluaciones globales", 
"estimaciones objetivas de bases"—  llqgaron a aplicarse a la casi totali- 
dad de los tributos del sistema.
En este sentido, con claridad se afirma en las "Notas de Derecho 
financière" que "calificamos como normal al procedimiento de liquidaciôn 
que afecta a una sola persona y como especial al que se produce respecto 
a una agrupaciôn de contribuyentes" (144). Desaparecidas las estimaciones 
globales, définitivgunente y con carâcter general, a través de la Ley 34/ 
1980, de 21 de junio, de Reforma del Procedimiento Tributario, no puede 
seguir manteniéndose aquella dicotomfa conceptual, puesto que falta la 
situaciôn base, sustantiva a la que aludfa la calificaciôn de "procedi­
mientos especiales de liquidaciôn" (145).
La existencia de los diferentes regîmenes de determinaciôn de la 
base previstos en el artfculo 47 de la Ley General Tributaria — estima­
ciôn directa, estimaciôn objetiva singular y estimaciôn indirecta—  no 
obsta la consideraciôn senalada. Como han puesto de manifiesto los auto- 
res que mâs recientemente se han ocupado del tema, los distintos regfme- 
nes de determinaciôn de bases imponibles se sitûan en el piano del Dere­
cho tributario material y no en el piano del Derecho tributario formai, 
aunque presenten especialidades también en este aspecto (146). En otros 
términos, una cosa es el régimen de determinaciôn de la base, que désigna 
al instrumente técnico plasmado en normas jurfdicas que permite el trén- 
sito de la base normativa a la base fâctica (147), y otra cosa distinta 
es el cauce procedimental, formai, a través del cual se desarrollan y 
aplican aquellos regfmenes. Este procedimiento es ûnico en la actualidad.
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aunque, como hemos dicho, presents especialidades segâi cufiL sea el régimen 
de determinaciôn de la base; especialidades que, en ûltima instancia, 
pueden concretarse en la utilizaciôn de diferentes medios de comproba­
ciôn. Pero, insisto, ello tiene lugar dentro de un ûnico procedimiento
Por ultimo, dentro de estas consideraciones générales sobre el nue- 
vo Reglamento no puede dejar de sehalarse el hecho de que en él se perfi- 
le la figura del "obligado tributario". En el artfculo 24 del Reglamen­
to se utiliza esta denominaciôn para designar unitariamente a todos los 
que estén obligados a atender a la Inspecciôn de los Tributos e interve­
nir en el procedimiento de inspecciôn (148). La expresiôn "obligado tri­
butario" ha sido acunada entre nosotros por el profesor Palao, en su tra- 
ducciôn de la Ordenanza Tributaria Alemana de 1977, para designar al tér- 
mino alemân "Steuerpflichtiger". "Steuerpflichtiger" en el Derecho tribu­
tario alemôn es toda persona obligada al cumplimiento de las prestaciones 
tributarias, tanto materiales como formales. La construcciôn dogmâtica 
de los sujetos pasivos se realiza asf atendiendo "exclusivamente a la po- 
siciôn de éstos frente a la Hacienda Pûblica, no a la diversa naturaleza 
de los hechos que dan origen a esta posiciôn, ni por tanto a la distinta 
relaciôn que aquéllos guardan con el hecho imponible" (149). Ello supone 
una configuraciôn omnicomprensiva y sistemâtica de las diversas situacio- 
nes jurfdicas subjetivas que se desarrollan en el fenômeno tributario, 
a diferencia de lo que ocurre en nuestra Ley General Tributaria que, im- 
buida por el protagonismo — ciertamente indudable—  de la obligaciôn tri­
butaria principal, procédé a una configuraciôn y clasificaciôn de los su­
jetos pasivos en funciôn de su relaciôn con el hecho imponible (150).
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La equiparaciôn entre el obligado tributario del Derecho alemân y 
el obligado tributario a que se refiere el Reglamento General de la Ins­
pecciôn no es, sin embargo, posible, mûs que en cierto sentido, pues es 
évidente el distinto alcance y significaciôn de taies figuras. En la Or­
denanza Tributaria Alemana el obligado tributario ostenta siempre la ti- 
tularidad pasiva de una relaciôn jurCdico-tributaria, razôn por la cual 
no se considéra como tal a quien simplemente se encuentra sometido al 
ejercicio de potestades administrativas. Y, en este sentido, el parâgrafo 
33 de la Ordenanza, dispone en su pérrafo segundo que "No es obligado 
tributario quien, en un asunto tributario ajeno, debe dar informaciôn, 
exhibir documentes, emitir un dictamente pericial o permitir la entrada 
en fincas o locales commerciales e industriales" (151). Por contra, el Re­
glamento General de la Inspecciôn, como hemos dicho, lo ûnico que persi- 
gue al referirse al "obligado tributario" es una designaciôn unitaria de 
todos aquellos que pueden intervenir en el procedimiento de gestiôn, pero 
no, como es obvio, tipificar la titularidad pasiva de las relaciones ju- 
rfdico-tributarias. Por ello, se incluyen entre los obligados tributarios 
a "Quienes estén obligados por las normas vigentes a proporcionar a la 
Administraciôn cualesquiera dates, informes o antecedentes con trascen- 
dencia tributaria" (art. 24, 1, f) del Reglaunento).
De cualcjiier forma, el hedio es iirpcrtante — y por ello lo haras traido a cola- 
ciôn— , en cusuito dénota un criterio nuevo y distinto del imperante en 
nuestra Ley General Tributaria y en las mûltiples disposiciones que has­
ta ahora hablan regulado el procedimiento de gestiôn en nuestro ordena­
miento.
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V. EXAMEN DE ALGUNAS CUESTIONES EN PARTICULAR.
1.- Funciones de la Inspecciôn y documentaciôn de las actuaciones.
Segûn dispone el artfculo 144 de la Ley General Tributaria, 
"Las actuaciones de la Inspecciôn de los Tributos, en cuanto hayan de te- 
ner alguna trascendencia econômica para los sujetos pasivos, se documen- 
tarôn en diligencias, comunicaciones y actas previas o definitivas".
El mandate fundamental que esta norma incorpora es justamente la 
obligaciôn genérica de que la Inspecciôn de los Tributos documente su ac­
tuaciôn, esto es, que haga constar per escrito sus actos, repudiando en 
este fimbito la existencia de comunicaciones verbales, lo que viene a 
constituir una garantia para los particulares. El precepto como tal ca 
rece de antecedentes en nuestro Derecho, pues no figuraba en ninguno de 
los textos anteriores referentes de modo general a la actividad de ins­
pecciôn (152).
La menciôn que aqu$ se hace a las formas de documentaciôn — dili­
gencias, comunicaciones y actas—  no recoge todas las posibles modalida- 
des de la misma, ni se contiene en la Ley General una diferenciaciôn bâ- 
sica sobre taies tipos de documentes. En cuanto a lo primero, hay que te- 
ner en cuenta que el artfculo 144 debe situarse en la perspectiva de las 
relaciones entre Administraciôn y particulares, en la que se inscribe por 
su misma naturaleza la Ley General Tributaria, de manera que esa obliga­
ciôn de documenter sus actuaciones lo es en las relaciones de la Adminis­
traciôn con los administrados, teniendo la Inspecciôn — en el seno de la 
Administraciôn—  una mayor libertad de formas. Ello explica la ausencia 
de menciôn, ya puesta de relieve por la doctrine (153), a los informes.
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que son sin duda una importante documente, de frecuente uso, pero de ca­
râcter generalmente interno. En cuanto a lo segundo, en la Ley General 
Tributaria no se contienen ulteriores precisiones sobre lo que debe en- 
tenderse por las referidas modalidades de documentaciôn, hablândonos ûni- 
camente de las actas, como documente genéricamente concebido para docu­
menter el resultado de la actuaciôn inspectera, por lo que se configuran 
las actas como el documente fundamental de la Inspecciôn de los Tributos.
La modificaciôn parcial de la Ley General Tributaria llevada a cabo 
en abril de 1985, no alterô el contenido del atfculo 144. La reforma si 
afectô al artfculo 145, no para introducir algôn tipo de diferencia entre 
las distintas clases de documentes, sino para disponer que "Las actas y 
diligencias extendidas por la Inspecciôn de los Tributos tienen naturale­
za de documentes pûblicos y hacen prueba de los hechos que motiven su for 
malizaciôn, salve que se acredite lo contrario" (art. 145, 3) (154).
Asimismo, como ya ha quedado indicado, en la Ley 10/1985, de 26 de 
abril, se diô nueva redacciôn al artfculo 140 de este texte legal. Origi- 
nariamente, este precepto se limitaba a describir y regular la funciôn 
inspectera, esto es, aquello en lo que consisten las funciones de compro­
baciôn e investigaciôn de hechos imponibles en el procedimiento de apli­
caciôn de los tributos, o, si se quiere, las funciones tfpicas de la Ins­
pecciôn de los Tributos. En la actualidad, el artfculo 140 ha pasado a 
regular las funciones de la Inspecciôn de los Tributos en cuanto ôrgano. 
Y asf, se incluyen entre aquôllas la prâctica de las liquidaciones tribu­
tarias résultantes de las actuaciones de comprobaciôn e investigaciôn, 
siendo claro que tal funciôn no es una funciôn inspectera, aunque sf pue­
de llevarla a cabo el ôrgano Inspecciôn de los Tributos.
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Es importante resaltar que mientras el artfculo 140 de la Ley Gene­
ral Tributaria antes de la reforma de 1985 se referfa a la inspecciôn de 
los tributos, con minôsculas, el artfculo 144 aludfa — y alude—  a la 
Inspecciôn de los Tributos, con mayûsculas. Esto es, el artfculo 144 no 
se dedica a reguleur la documentaciôn de la actuaciôn inspectera en senti­
do estricto, o sea, como desarrollo de la funciôn del mismo nombre, sino 
que se dedica a los documentes que puede extender la Inspecciôn de los 
Tributos en el desarrollo de sus funciones — inspecteras y no inspecte­
ras—  que les sean atribuidas. Es por ello que al ordenar el contenido 
de las actas se dispone que en las mismas se consignarâ la regularizaciôn 
de las situaciones tributarias que la inspecciôn estime procedente 
(l55)» lo que sin duda conlleva el ejercicio de funciones liquidadoras.
Aparece asf una relaciôn entre funciones de la Inspecciôn y docu­
mentaciôn de sus actuaciones, que es importante constater, por cuanto en 
buena medida a partir de esta relaciôn se configura la ordenaciôn del 
procedimiento de la Inspecciôn en el nuevo Reglamento General, entendien- 
do de acuerdo con el Seminario de Derecho Financiero de la Universidad 
de Madrid, por procedimiento de la Inspecciôn "el cauce formai de la se­
rie de actos en que se concrets la acciôn inspectors" (156 ).
Hasta la promulgaciôn del Real Decreto 939/1986, de 25 de abril, 
la documentaciôn de las actuaciones de la Inspecciôn venfa contenida en 
el Real Decreto 2077/1984. A su vez, hasta la vigencia de este Real De­
creto en la normativa de la Inspecciôn sôlo se regulaban las actas, por 
lo que el significado, tanto de comunicaciones y diligencias, como de in­
formes, debfa remitirse a su sentido usual en la prôctica administrativa. 
El Real Decreto 2077/1984, como digo, alterô esa situaciôn, al reguleur
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expresamente no sôlo las actas sino también los restantes documentes de 
la actuaciôn inspectera, incluidos los informes. En efecto, conforme al 
artfculo 12, 2 del citado Real Decreto, "Las actuaciones de la Inspecciôn 
de los Tributos se documentarôn en diligencias, comunicaciones, informes 
y actas previas o definitivas". Tal como se desprende del contenido de 
esta disposiciôn, las distintas formas de documentaciôn se configuran del 
siguiente modo (157);
- Las comunicaciones son documentos unilatérales de la Inspecciôn, 
mediante los cuales ésta pone algo en conocimiento del sujeto pasivo de 
la actuaciôn inspectera — por ejemplo, el anuncio de una prôxima visi­
ta— . La esencia de la comunicacién es la de ser expresiôn documentai de 
un acto unilateral.
- En las diligencias se hace constar la realizaciôn de algôn acto 
preparatorio de una actuaciôn tfpica o de un acto derivado de ella. El 
posible contenido de las diligencias es muy amplio, si bien se encuentra 
delimitado por una importante circunstancia de carâcter negative: en las
diligencias no pueden contenerse propuestas de liquidaciones tributarias 
(art. 3 2 , 3 del Real Decreto 2077/1984).
- En cuanto a los informes pueden distinguirse dos categories sus- 
tanciales: los que se emiten en el marco del procedimiento de inspecciôn, 
y aquellos que tienen lugeur fuera de este procedimiento, como son los que 
la Inspecciôn emite a solicited de otros ôrganos y Servicios de la Admi­
nistraciôn o de los poderes legislativo y judicial. Los primeros se en- 
cuentran siempre incorporados al conjunto de documentos que conforman, 
en cada caso concreto, las actuaciones de la Inspecciôn. En particular, 
el informe es un documente fntimamente unido al acta de inspecciôn, corn-
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plementario, aclaratorio, ampliatorio y hasta jutificativo del acta.
Por su parte, el Reglamento de 25 de abril de 1986, dedica el Tf- 
tulo II a la documentaciôn de las actuaciones inspecteras — expresiôn que 
debe entenderse en el sentido de actuaciones de la Inspecciôn, en cuanto 
ôrgano— , disponiendo en su artfculo 44, de modo anôlogo al artfculo 1», 
2 del Real Decreto de 1984, que "Las actuaciones de la Inspecciôn de los 
Tributos se documentarôn en diligencias, comunicaciones, informes y actas 
previas o definitivas".
Respecto de las comunicaciones y de los Informes, el Real Decreto 
no contiene modificaciones sustanciales, si bien se lleva a cabo una re­
gulaciôn môs amplia y minuciosa que la contenida en la legislaciôn précé­
dante. Sf cabe encontrar, sin embargo, una diferencia importante en punto 
a la configuraciôn de las actas y, como como consecuencia de ello, tam­
bién las diligencias adquieren una connotacién especffica.
En efecto, ya en el Preâmbulo del Real Decreto de referenda se nos 
dice que aunque el Reglamento pretende observar los principios inspirado- 
res de la tradiciôn reglamentaria précédante en punto a documentaciôn de 
actuaciones inspecteras, ello "no obstante, se parte del objetivo de es- 
tablecer una nftida diferencia entre el acta y la diligencia como docu­
mentos principales que debe formalizar la Inspecciôn. El acta se concibe 
asf como un documente que se caracteriza por cuanto va a suponer necesa- 
riamente un acto administrative cuyo contenido consista en una liquida­
ciôn tributaria. No existiendo tal vocaciôn en un documente, éste ha de 
consistir en una diligencia".
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Por un lado, la circunstancia de que las actas sean documentos des- 
tinados a una liquidaciôn tributaria constituye una novedad relativa, pu- 
diendo entenderse implfcitamente concebidas con ese destine en la Ley Ge­
neral Tributaria, a tenor del apartado c) del artfculo 145, y con mâs 
claridad en el Real Decreto 2077/1984, en el que al igual que en el vi- 
gente Reglamento expresamente se déclara, como hemos visto, que las dili­
gencias no pueden contener propuestas de liquidaciones tributarias. Asi­
mismo, en la prâctica inspectera habfa sido constatada una tendencia a 
no documentar en acta "ad hoc", sino en diligencia seguida de comunica- 
ciôn al particular, el resultado de las actuaciones que no dieran lugeu? 
a rectificaciôn de la situaciôn tributaria; ello, en virtud de un proceso 
de agilizaciôn y simplificaciôn del procedimiento (l58 )• Pero, por otra 
parte, la declaracién e^ qpresa de que el acta se caracteriza, a contrario sensu de las 
diligencias, por suponer necesariamente una liquidaciôn tributaria es una 
importante novedad en nuestro Derecho, que ciertamente puede considerarse 
exponente significative de la evoluciôn experimentada por la Inspecciôn 
de los Tributos desde 1926 al momento présente. Las actas han sido siem­
pre el documente inspecter por antonomasia, y este protagonismo no ha 
perdido su vigencia, pero sf se ha dado un giro de ciento ochenta grades 
en la concepciôn y funciôn de las actas. Asf, en la base 31 del Real De­
creto de 30 de marzo de 1926, como se recordarâ, el acta se concibe como 
un documente destinado a constatar hechos y, segûn el artfculo 62 del Re­
glamento desarrollador de aquellas bases, el Inspecter actuante propone 
a la Administraciôn de Rentas Pûblicas, en un informe en pliego unido al 
acta, la liquidaciôn que a su juicio deba practicarse. Si comparâmes esta 
situaciôn con la presents puede decirse que, en cierto modo, las actas 
cumplen ahora la funciôn que entonces desempehaba el informe, por cuanto
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lo que era parte del contenido tfpico de éste es lo que en nuestros dfas 
identifies al acta; mientras que las diligencias han pasado a ocupar el 
papel de las actas, como documente en el que se hacen constar hechos, sin 
contener liquidaciôn tributaria alguna.
Otra novedad del Reglamento General de Inspecciôn en materia de 
formas documentales es el incorporer una definiciôn o concepto general 
de las actas. Ni en 1926, ni con posterioridad, el legislador sintiô la 
necesidad de precisar en qué consisten las actas de inspecciôn, siendo 
una de tantas categories a las que el Derecho alude constantemente, sin 
que se encuentre en la legislaciôn correspondiente una nociôn mâs o menos 
perfilada de la misma. Las normas se llimitaban, de una forma réaliste 
y operative, a tipificar los supuestos de hecho en que procedfa extender 
una u otra clase de actas, senalando al mismo tiempo — cada vez de forma 
mâs compléta—  los requisitos y condiciones de su extensiÔn, asf como los 
diversos efectos que de ella se segufan (159). No obstante, se habfa ge- 
neralizado en nuestra doctrine el concepto de acta de inspecciôn acunado 
en las "Notas de Derecho financiero", en las que se dice que el acta es 
la manifestaciôn escrita de algo que atane directamente a una determinada 
situaciôn tributaria y sobre la que, en acuerdo o en desacuerdo, se pro- 
nuncian conjuntamente el funcionario y el sujeto pasivo a quien se gi- 
ra la visita (160).
Frente a esta situaciôn, el artfculo 49,1 del Reglamento de 25 
de abril, nos dice que "Son actas aquellos documentos que extiende la 
Inspecciôn de los Tributos con el fin de recoger los resultados de sus 
actuaciones de comprobaciôn e investigaciôn, proponiendo, en todo caso, 
la regularizaciôn que estime procedente de la situaciôn tributaria del
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sujeto pasivo o retenedor o bien declarando correcte la misma. Las actas 
son documentos directamente preparatories de las liquidaciones tributa­
rias derivadas de las actuaciones inspecteras de comprobaciôn e investi­
gaciôn, incorporando una propuesta de taies liquidaciones".
En otro orden de consideraciones, a tenor del artfculo 92 del Regia 
mente, las actuaciones inspecteras podrân ser: de comprobaciôn e inves­
tigaciôn, de obtenciôn de informaciôn con trascendencia tributaria, de 
valoraciôn y de informe y asesoramiento. Y el articule 10,2 précisa que 
con ocasiôn de las actuaciones de comprobaciôn e investigaciôn, la Ins­
pecciôn de los Tributos "determinarô, en su caso, la exactitud de las 
operaciones de liquidaciôn tributaria practicadas por los sujetos pasivos 
o retenedores y establecerô la regularizaciôn que estime procedente de 
la situaciôn tributaria de aquéllos". Pues bien, si relacionamos las ac­
tuaciones inspecteras con los distintos tipos de documentos résulta lo 
siguiente:
- Las actuaciones de comprobaciôn e investigaciôn que conlleven una 
regularizaciôn de la situaciôn tributaria del sujeto pasivo, concretada 
en una propuesta de liquidaciôn, o de las que se derive que aquella si­
tuaciôn es correcte, habrôn de documentarse en acta.
- Las actuaciones de comprobaciôn e investigaciôn que no conduzcan 
a una liquidaciôn tributaria habrôn de documentarse en diligencia.
Igualmente se documentarôn medisuite diligencias las actuaciones de 
obtenciôn de informaciôn y las de valoraciôn, tanto si se désarroiIsui por 
la Inspecciôn de los Tributos por su propia iniciativa como si lo es a 
instancia de otros ôrganos de la Administraciôn tributaria.
- Las actuaciones de informe y asesoramiento se documentarôn en in­
formes. Los informes, ademâs, son documentos que cumplen una importante
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funciôn complementaria respecto de las actas y diligencias.
- Las comunicaciones, por su parte, son los medios documentales a 
través de los cuales la Inspecciôn de los Tributos se relaciona unilate- 
ralmente con cualquier persona en el ejercicio de sus funciones (art. 45, 
1 del Reglamento).
2. Clasificaciôn de las actas de Inspecciôn.
El Real Decreto no es esencialmente innovador en punto a las 
clases de actas que régula, pues éstas se encontraban ya definidas por 
las normas précédantes y la terminologéa habfa sido unificada por el Real 
Decreto 412/1982 (i6l ).
No obstante, cabe senalar dos novedades al respecto. En primer lu­
gar, el cambio de denominaciôn de las actas sin descubrimiento de cuota 
(art. 62 del Real Decreto de 1982), que pasan a llamarse — més correcta- 
mente, a tenor de lo preceptuado en el artfculo 58 de la Ley General Tri­
butaria— , actas sin descubrimiento de deuda (art. 51 del Reglamento Ge­
neral), reguléndose més explécitamente las dos clases de las mismas pre- 
vistas en la anterior normativa: las actas de comprobado y conforme y las 
ahora denominadas actas sin descubrimiento de deuda con regularizaciôn 
de la situaciôn tributaria del sujeto pasivo o retenedor (art. 51,2). En 
segundo lugar, el Reglamento prevé la posibilidad de que el interesado 
manifieste su disconformidad con los resultado de la actuaciôn inspectera 
en las actas sin descubrimiento de deuda, si bien tal posibilidad, res­
pecto de las actas de comprobado y conforme, se contempla con carâcter 
excepcional.
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El Preâmbulo del Reglamento General nos dice que "las actas se cla- 
sifican atendiendo a diferentes criterios que se superponen de modo que 
las actas pueden ser previas o definitivas atendiendo a la naturaleza de 
la liquidaciôn consiguiente; con o sin descubrimiento de deuda, en aten- 
ciôn al nacimiento o no de un débito tributario a cargo del obligado; de 
conformidad o de disconformidad, por razôn de la actitud del obligado 
tributario. Y, asimismo, las actas pueden ser, en su caso, de prueba pre- 
constituida".
Los "criterios clasificatorios" de las actas que aquf se enuncian 
no son totalmente coïncidentes con los que en el articulardo se expresan 
a estos mismos efectos. Asf, las actas de conformidad o de disconformidad 
se incluyen, en el articule 54, como modalidades de actas a efectos de 
su tramitaciôn.
La transcrita explicaciôn del Preâmbulo adolece, ademâs, de nota­
riés defectos: a ningûn criterio parecen responder las actas con prueba 
preconstituida, que se "adossui" sin mâs a las anteriores; tampoco parece 
correcte distinguir las actas previas y definitivas en atenciôn a la na­
turaleza de la liquidaciôn consiguiente, puesto que, al menos en princi­
ple, este es justamente un efecto o consecuencia de la clase de acta de 
que se trate, pero que, por eso mismo, no la identifica conceptualmente 
como tal; anâloga observaciôn cabe formuler respecto a la clasificaciôn 
de las actas en con o sin descubrimiento de deuda segûn el "nacimiento” 
o no de un débito tributario a cargo del obligado, pues es obvio que se 
trata de una reiteraciôn del propio concepto y no de criterio clasifica- 
torio alguno. Adviôrtase, por lo demâs, la expresiôn utilizada — "en 
atenciôn al nacimiento o no de un débito tributario"— , expresiôn que no
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parece muy afortunada habida cuenta del carâcter declarative de la liqui­
daciôn.
No obstante, basândonos en los preceptos del Real Decreto podemos
formuler la siguiente clasificaciôn de las actas de Inspecciôn (162 ) :
12. Segûn el resultado de la actuaciôn inspectera que reflejen, ca­
be distinguir:
A) Actas con descubrimiento de deuda.
B) Actas sin descubrimiento de deuda que, atendiendo a su vez
al resultado de la actuaciôn inspectera, se diferencian en:
a) Actas de comprobado y conforme, y
b) Actas sin descubrimiento de deuda con regularizaciôn de 
la situaciôn tributaria.
22. Segûn la actitud del obligado tributario las actas se subdivi- 
den en:
A) Actas de conformidad, y
B) Actas de disconformidad.
Esta es la clasificaciôn fundamental de las actas, por cuanto de 
ella depende la tramitaciôn de las mismas y, consiguientemente, a ella 
se reconducen en ûltima instancia las demâs categories de estos documen­
tos; en otros términos, la distinciÔn entre actas de conformidad y actas 
de disconformidad se superpone a las restantes clasificaciones.
3 2 , La distinciÔn entre actas definitivas y actas previas no res­
ponds a un ânico criterio de ordenaciôn, combinândose aqui, fundamental­
mente, très elementos distintos: a) el hecho de que en ellas se refieje
o no una comprobaciôn compléta y suficiente; b) el carâcter total o par-
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cial de la conformidad del contribuyente, y c) el carâcter ordinario o 
abreviado de la comprobaciôn.
4 2 , Segûn la naturaleza de las pruebas que documenten, se diferen­
cian: actas con y sin prueba preconstituida.
Los nuevos modelos de actas fueron aprobados por la Resolucién de
la Secretarfa General de Hacienda de 27 de mayo de 1986 (BOE de 31 de ma­
yo) , si bien los dispuesto en ella no es de aplicaciôn, segûn su apartado 
séptimo, a las actas que se formalicen para recoger los resultados de ac­
tuaciones inspecteras desarrolladas en los recintos de Aduanas, que con- 
tinuarân formalizéndose con arreglo a lo dispuesto en la Resolucién de 
la Subsecretarla de Hacienda de 2 de mayo de 1975, por la que igualmente 
continuerân formalizéndose las actas que se incoen en relaciôn con la 
desgravaciôn fiscal a la exportaciôn. Hubiera sido deseable que se hicie- 
ra menciôn de esta excepciôn en el Reglamento General, lo que evitarfa las 
dudas que el silencio por parte del mismo origina.
Los nuevos modelos de actas comenzaron a utilizarse el 1 de sep- 
tiembre, formaiizândose entre tanto las actuaciones de la Inspecciôn en 
los modelos aprobados por la Resolucién de la Subsecretaria de Hacienda 
de 30 de julio de 1982, segûn previene el apartado sexto de la Resolucién 
de 27 de mayo de 1986, y la Resolucién de la Direcciôn General de Inspec­
ciôn Financiers y Tributaria de 28 de mayo del mismo ano. Por su parte, 
la Resolucién de la Secretarla General de Haciendas de 10 de julio de 
1986 (BOE de 16 de julio) ha modificado la de 27 de mayo, rectificando
el modelo de acta con prueba preconstituida.
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La clasificaciôn fundamental de las actas, como hemos dicho, es la 
que distingue entre actas de conformidad y actas de disconformidad, por 
los diferentes efectos que de ellas se derivan. No ha cambiado, pues, en 
este punto, la orientaciôn de nuestro Derecho, ya que el acta de confor­
midad no es sino el trasunto actualizado del acta de invitaciôn creada 
en 1927.
Nos referiremos a continuaciôn a los diversos tipos de actas, si 
bien habremos de ocuparnos mâs extensamente de las actas de conformidad 
y disconformidad, por la razôn senalada.
3. Actas previas.
La regulaciôn de las actas previas en la nueva reglamentaciôn 
incorpora la disciplina de esta clase de actas contenida, de una parte, 
en el Real Decreto 2077/1984 (art. 10) y, de otra, en la Orden de 26 de 
mayo de 1982 (arts. 32 y 7 2), anadiendo algunas novedades.
Del artfculo 50 del Reglamento résulta que la calificaciôn de 
previa se aplica a las actas inspecteras en très supuestos distintos: 1) 
cuando la comprobaciôn inspectera no haya sido compléta y suficiente y, 
por tanto, la Inspecciôn no dô su actuaciôn por terminada; 2) cuando las 
actuaciones de comprobaciôn e investigaciôn se hayan efectuado con carac- 
ter abreviado; y 3) cuando siendo total la comprobaciôn llevada a cabo 
por la Inspecciôn, el interesado sôlo acepte parcialmente la liquidaciôn 
que ésta le proponga.
1) El primer supuesto — comprobaciôn incomplete—  tiene lugar en
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los siguientes casos:
- En primer lugeur, los de comprobaciôn incompleta en relaciôn con 
un solo tribute. En este apartado estén comprendidos los supuestos con- 
templados en las letras b) y c) del nûmero 2 del artfculo 50 del Real Dé­
crété, a saber: b) cuando el hecho imponible pueda ser desagregado a efec 
tos de las correspondientes actuaciones de comprobaciôn e investigaciôn 
o cuando por su fraccionamiente territorial deba serlo en los distintos 
lugeures en que se materialice; c) cuando la Inspecciôn no haya podido ul- 
timar la comprobaciôn o investigaciôn de los hechos o bases imponibles 
y sea necesario suspender las actuaciones, siendo posible la liquidaciôn 
provisional (163 ).
- En segundo lugar, la comprobaciôn puede ser incompleta como con­
secuencia de la necesidad de comprobaciôn conJunta de més de un tributo, 
supuesto al que se refiere el artfculo 122 de la Ley General Tributaria, 
segûn el cual, "Cuando en una liquidaciôn de un tributo la base se deter­
mine en funciôn de lo establecido para otros, aquélla no serfi definitiva 
hasta tanto estas ûltimas no adquieran firmeza". A esta régla responden 
los casos prevenidos en las letras a), b) y c) del apartado 3 del citado 
artfculo 50, que son los siguientes: a) Las actas que se incoen por el 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Ffsicas o por el Impuesto Extraor 
dinsurio sobre el Patrimonio, en tanto no se hayan comprobado las declara­
ciones-liquidaciones del mismo aho natural por ambos impuestos. Aunque 
en este caso no puede hablarse de una aplicaciôn en sentido estricto del 
artfculo 122 de la Ley General Tributaria — puesto que no se trata de la 
base de un tributo determinada en funciôn de lo establecido para otros— , 
el precepto viene a integrarse en lo que hemos llamado genéricamente com-
102
probaciôn conjunta de mâs de un tribute, en razôn del carâcter complemen- 
tario del Impuesto sobre el Patrimonio y de su configuraciÔn como impues- 
to-control del de la Renta de las Personas Ffsicas. La letra b) se refie- 
re a "Las actas que se extiendan cuando la base die tribute objeto de 
comprobaciôn se determine en funciôn de las bases establecidas para 
otros, o en ella se computen rendimientos objeto de rentencién, y unas y 
otros no hayan side comprobados con carâcter definitive, salvo que dichos 
rendimientos se consideren debidamente acreditados". Este case se encon- 
traba ya previsto en la Orden Ministerial de 26 de mayo de 1982 (art. 32, 
2), mientras que el carâcter de previas de las actas incoadas per razén 
de la comprobaciôn conjunta del Impuesto sobre la Renta y del Impuesto 
sobre el Patrimonio, y el contemplado en la letra c), constituyen una no- 
vedad en la materia. Frente a la redacciôn del articulo 122 de la Ley Ge­
neral Tributaria, el precepto no se refiere a bases "firmes", sino a ba­
ses comprobadas con carâcter definitive, con lo que se acogen las obser- 
vaciones formuladas por la doctrina en tal sentido (164). La posibilidad 
de que las bases previas o los rendimientos objeto de rentenciôn se con­
sideren "debidamente acreditados", en rigor, queda comprendida en la com­
probaciôn definitiva (165); la salvedad hay que entenderla, como es cla- 
ro, en el sentido de que entonces lo que procédé es la incoaciôn de acta 
definitiva. Por su parte, la letra c) de este apartado 3 del articulo 50 
détermina que tendrân el carâcter de previas "Las actas que se formali- 
cen en relaciân con los socios de una Sociedad o Entidad en rôgimen de 
transparencia fiscal, en tanto no se ultime la comprobaciôn de la situa- 
ciôn tributaria de la Entidad". En este caso la comprobaciôn conjunta 
— o quizis aquf, mâs exactamente, dependiente—  dériva del hecho de que 
los rendimientos en rôgimen de transparencia fiscal en el âmbito del Im-
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puesto sobre la Renta de las Personas Ffsicas, se determinan conforme a 
las normas establecidas para la determinaciÔn de la base en el Impuesto 
sobre Sociedades (art. 12,3 de la Ley del Impuesto sobre la Renta).
Las actas previas a las que hasta ahora nos hemos referido pueden 
ser designadas, siguiendo la denominaciôn de Mantero, como actas parcia- 
les (l66). No se recogen, en cambio, en la nueva normativa, las llamadas 
por el citado autor "actas provisionales", que diferencia de las anterio- 
res porque no dan lugar a una liquidacién tributaria (167). en la actua- 
lidad, todas las actas previas dan lugar a una liquidacién provisional, 
a cuenta de la definitiva que posteriormente se practique, lo que no es 
sino una manifestaciôn de la configuraciôn general de las actas, como ha 
quedado sehalado.
2) Al segundo supuesto — comprobaciôn abreviada—  se refiere el ar­
ticule 50 en la letra d) de su apartado 2), disponiendo que procederô la 
incoaciôn de acta previa "En los supuestos de comprobaciôn abreviada pre- 
vistos en el articule 34 de este Reglamento, salve que a juicio de la 
Inspecciôn pueda practicarse liquidaciôn definitiva".
Segân el articulo 34 del Reglamento las actuaciones de comproba­
ciôn e investigaciôn podrfin efectuarse con carâcter abreviado en los si- 
guientes cases: cuando la Inspecciôn de los Tributes estime justificado 
realizar la comprobaciôn utilizando Ônicamente los dates y antecedentes 
que obren ya en poder de la Administraciôn tributaria, y cuando simple- 
mente se constate la existencia de un débite tributario vencido^y.no auto- 
liquidado e ingresado en su totalidad en los plazos reglamentarios, dedu- 
cido de la contabilidad, registres o documentes contables o extraconta-
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bles del sujeto pasivo o retenedor, sin perjuicio de la posterior compro­
baciôn compléta de la situaciôn tributaria de aquél.
3) El tercer supuesto en que procédé la incoaciôn de acta previa 
viene constituido por la conformidad parcial del obligado tributario, se- 
gûn previe el articulo 50, en su apartado 2, letra a): cuando en relaciôn
con un mismo tribute e idÔntico période, el sujeto pasivo, retenedor o
resposanble, acepte sôlo parcialmente la propuesta de regularizaciôn de 
su situaciôn tributaria, efectuada por la Inspecciôn de los Tributes, se 
documentarâ en primer lugar y en un acta previa el resultado de las ac­
tuaciones a las que el interesado preste conformidad expresa, instruyén- 
dose acta de disconformidad por los demis conceptos.
Aunque de lo dicho no se desprende con claridad la calificaciôn como 
definitiva o como previa del acta de disconformidad, el citado precepto 
senala a continuaciôn que la liquidaciôn derivada del acta previa tendrfi 
el carâcter de a cuenta de la que como complementaria o definitiva se de­
rive del acta de conformidad que simultâneamente se incoe, refiriéndose 
igualmente a continuaciôn a la utilizaciôn de "acta previa de conformi­
dad simultâneamente con la definitiva de disconformidad". De manera que 
en los casos de conformidad parcial nos encontramos con dos actas: una, 
de carâcter previo, por los elementos aceptados, que détermina una liqui­
daciôn a cuenta; otra, acta definitiva de disconformidad, "por los demôs 
conceptos", esto es, por los no aceptados.
Asi las cosas, del tenor literal de la norma parece derivarse que
tanto el acta previa como la definitiva son actas "parciales", puesto que 
cada una se refiere a una parte de los elementos del supuesto de hechoi
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los aceptados y los no aceptados, respectivamente. Pero ello seria una 
contradicciôn "in terminis" por lo que se refiere a la calificaciôn como 
definitiva de un acta parcial. Nôtese que el concepto lôgico de acta de­
finitiva como aquella que recoge el resultado final — o comprobaciôn to­
tal, esto es, compléta y suficiente—  de la actividad inspectera, se en- 
cuentra "superado" por las normas positivas, en el sentido de una revi- 
siôn de lo que serSa el concepto de acta previa derivado de esa nociôn, 
por cuanto la comprobaciôn total puede dar lugar a un acta previa — y no 
definitiva—  en razôn de la conformidad parcial del contribuyente. Pero 
lo que me résulta difficilmente aceptable es una revisiôn del propio con­
cepto de acta definitiva, en el sentido de adminitir como tal una acta 
"parcial", pues las actas définitivas siempre dan lugar a liquidaciones 
definitivas y una liquidaciôn de esta naturaleza no puede basarse sôlo 
en una parte de los elementos del supuesto de hecho.
En realidad lo que ocurre es que el acta aceptada parcialmente es 
un acta definitiva de disconformidad, es decir, un acta de constancia de 
hechos comprensiva de todos los relevantes en el supuesto tributario, que 
seguirô sus propios trâmites; al tiempo que los elementos aceptados se 
hacen constar en un acta previa a efectos de la liquidaciôn a cuenta 
(168). En este sentido, el apartado 5 del articulo 50 nos dice que "Las 
actas previas se tramitarin atendiendo a que el sujeto pasivo, retenedor 
o responsable haya o no manifestado su conformidad a la propuesta de li­
quidaciôn contenida en el acta", lo que es aplicable al acta de conformi­
dad parcial y a los casos de conformidad o disconformidad total con la 
propuesta de liquidaciôn provisional.
A la vista de las consideraciones anteriores siguen siendo perfec-
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tamente vôlidas las siguientes conclusiones que el profesor Palao formu­
lera con relaciôn al Real Decreto 412/1982: "La distinciôn entre actas
previas y definitivas, tal como se entiende por las normas positivas, no 
depende sôlo del hecho de que en ellas se recoja o no el resultado final 
(comprobaciôn total) de la actividad inspectera. Peu'a dichas normas, la 
caracterÉstica definitoria del acta previa es que da lugar a una liquida­
ciôn provisional, concretamente a una liquidaciôn a cuenta... Dicho con­
cepto, como el correspondiente de acta definitiva, se ha vaciado de con- 
tenido sustantivo para convertirse en una nociôn formal. Es curioso ob- 
servar, en este sentido, que un acta que documente el resultado final 
de la Inspecciôn (y por tanto, con el mismo contenido material) serô de­
finitiva tanto si el contribuyente la acepta in toto como si la rechaza 
por completo, ya que en ambos casos la liquidaciôn que se practique serô 
definitiva; serô, en cambio, previa, si el sujeto pasivo no le presta môs 
que una conformidad parcial. Para las normas positivas, pues, la corres- 
pondencia entre los dos pares de conceptos: acta previa-acta definitiva 
y liquidaciôn provisional-liquidaciôn definitiva es compléta" (169).
El propio articulo 50,2,a) dispone que "tambiôn podrô utilizarse 
el acta previa de conformidad simultâneamente con la definitiva de dis­
conformidad en los casos en que el interesado se muestre conforme con la 
cuota regularizada y disconforme con la liquidaciôn de alguno o de todos 
los demis elementos déterminantes de la deuda tributaria". El precepto 
no présenta en li mayores problemas, pues se trata Inicamente de un su­
puesto concreto de conformidad parcial.
El Ôltimo supuesto de acta previa es el de las actas formalizadas 
para recoger separadamente los resultados de actuaciones de comprobaciôn
107
e investigaciôn motivadas por una denuncia pûblica, cuando esta pieza se- 
parada deba servir en su caso para inicieu? el expediente de reconocimien- 
to al denunciante de derechos que la normativa vigente le reconozca (art. 
50,3,d). Sobre ello hay que tener en cuenta que la denuncia pûblica con­
tinua rigiôndose por las normas respectivas de la Real Orden de 13 de ju- 
lio de 1926 — concretamente, por los articulos 73, 74, 88 y 89— , por la 
que se aprobô el Reglamento de la Inspecciôn, con las modificaciones in- 
troducidas por la Real Orden de 19 de noviembre del mismo aho (Disposi- 
ciôn derogatoria, apartado 2, letra A) del Real Decreto 939/1986).
Por otra parte, el Reglamento se limita a sehalar que las actas 
que extiende la Inspecciôn de los Tributos pueden ser previas o definiti­
vas, pero no contiene una definiciôn de las mismas, circunstancia, por 
lo demôs, tradicional en nuestro Derecho (170).
Desde otra perspectiva cabe destacar que la distinciôn entre acta 
previa y acta definitiva es, en la prôctica, enormemente insegura, en el 
sentido de que la calificaciôn depende en buena medida de la discreciona- 
lidad del Inspector actuario, que siempre tiene la posibilidad de estimar 
insuficiente la comprobaciôn llevada a cabo (véase el articulo 52,2,c), 
incoando, por tanto, acta previa. La normativa se limita a ordenar que 
"Cuando la Inspecciôn extienda un acta con el carôcter de previa deberô 
hacerlo constar asi expresamente, sehalando las circunstancias détermi­
nantes de su incoaciôn con tal carôcter y los elementos del hecho imponi- 
ble y de su valoraciôn a que que se haya extendido ya la comprobaciôn 
inspectera" (art. 52,4 del Reglamento).
Con todo, hay que reconocer que la nociôn de acta previa se ha vis-
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to concretada en la reglamentaciôn actual, en relaciôn a la anteriormente 
vigente. En efecto, se ha suprimido la norma que prevenfa la posibilidad 
de extender acta previa en supuestos anâlogos a los expresamente regula- 
dos (171 ), de manera que al menos en la actualidad los casos en que pro­
cédé acta previa se encuentran tasados, y tampoco es potestativa, sino 
obligatoria, la incoaciôn del acta de tal carâcter.
4, Actas sin descubrimiento de deuda.
Hasta el Real Decreto de 12 de febrero de 1982, las actuacio­
nes inspecteras de las que no se derivaba diferencia entre lo declarado 
por el contribuyente y el resultado de la comprobaciôn se documentaba 
de muy diverses formas. Aunque el Reglamento de 1926 disponfa (art. 61, 
A) que tal situaciôn debfa documentarse en acta — la nûmero 8, que des- 
pués se denominarfa "acta de comprobaciôn"—  en la prôctica inspectera 
y en la propia reglamentaciôn de los distintos tributos, no sôlo se uti- 
lizaba este tipo de acta sino que se contemplaba la posibilidad de docu- 
mentaciôn en diligencias y comunicaciones, es decir, la triple versiôn 
documentai del articulo 144 de la Ley General Tributaria (172).
El precitado Real Decreto de 1982 puso fin a esta diversidad de 
criterios, tipificando la figura de las "actas sin descubrimiento de cuo­
ta" , que la Orden de 26 de mayo de 1982 denominô "actas de comprobado y 
conforme", nombre que — segûn habla sehalado Mantero (173 )—  era el que 
debfa adoptar este documente.
El Real Decreto de 31 de octubre de 1984 (en su articulo 6*), aha- 
diô al acta de comprobado y conforme otra modalidad de acta sin descubri-
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miento de cuota, para los casos en que procediendo la regularizaciôn de 
la situaciôn tributaria del sujeto pasivo no resultase deuda tributaria 
alguna en favor del Tesoro. La situaciôn sustantiva que aquf subyace es 
la compensaciôn de deudas tributarias como modo de extinciôn de las mis­
mas, prévista, como es sabido, en el articulo 68 de la Ley General Tribu­
taria, y cuyas normas générales se contienen en el articulo 65 del Regla­
mento General de Recaudaciôn. Este nuevo tipo de acta venfa a responder 
a la actual configuraciôn del sistema tributario, en el que son frecuen- 
tes — Impuesto sobre la Renta de las Personas Ffsicas, sobre Sociedades, 
a los que ha venido a anadirse el Impuesto sobre el Valor Ahadido— , los 
casos de devoluciôn de ingresos por parte de la Hacienda Pûblica, supues­
tos que en la doctrina italiana se denominan de "restituciôn", para con- 
troponerlos a los de reembolso de sumas indebidamente pagadas (174),
El nuevo Reglamento General de la Inspecciôn, en su articulo 51, 
recoge ambos tipos de actas, que configura como modalidades de "actas sin 
descubrimiento de deuda", definiendo éstas como "aquellas de las que se 
dériva una liquidaciôn sin deuda a ingresar por el sujeto pasivo o rete­
nedor" .
El acta de comprobado y conforme (art. 52), expresa la conformidad 
de la Inspecciôn con la situaciôn tributaria del sujeto pasivo, situaciôn 
que, dice el Real Decreto, se estima correcta. Como norma general, estas 
actas se tramitem como las de conformidad, pero tambiôn se prevé que el 
interesado pueda manifester su disconformidad con el resultado de la ac- 
tuaciôn inspectera, "por entender que no era correcta la liquidaciôn por 
él formulada. En este caso, el acta de comprobado y conforme, excepcional- 
mente, se tramitarfi como un acta de disconformidad" (art. 52, 3). Segura-
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mente, el origen de esta situaciôn, aparentemente paradôjica, debe ha- 
llarse en el nuevo régimen de infracciones y sanciones tributarias. En 
efecto, la reforma de la Ley General Tributaria en esta materia y, mâs 
concretamente, la tipificaciôn de las conductas que constituyen infrac- 
ciôn grave segûn el articulo 79 de dicho texto legal, puede dar origen 
en muchos casos — y de manera importante respecto de exenciones y bonifi- 
caciones— , a situaciones conflictivas, habida cuenta de que la interpre- 
taciôn de las normas no es nunca una operaciôn, si se nos permite la ex- 
presiôn, matemôticamente exacta. Quiere decirse que el contribuyente, an­
te la eventualidad de ver calificada su conducts como infracciôn grave, 
puede verse compelido a efectuar su declaraciôn-liquidaciôn segûn una de- 
terminada interpretaciôn de las normas, que, sin embargo, él no estima 
correcta. Creo que es esta situaciôn la que refleja la prévista discon­
formidad del contribuyente con el acta de comprobado y conforme, discon­
formidad que se concrets en considerar incorrects la declaraciôn por él 
formulada. La consiguiente tramitaciôn de las actas de comprobado y con­
forme como actas de disconformidad o, mâs exactamente, la doble calificaciôn 
de estas actas como actas de conformidad y actas de disconformidad, cons- 
tituye una novedad en nuestro Derecho.
El Reglamento dispone, como norma general para todas las actas, que 
respecto de los Impuestos sobre la Renta y el Patrimonio de las Personas 
Fisicas y del Impuesto sobre Sociedades, deberâ incoarse un acta por cada 
période impositivo a que se extienda la comprobaciôn (art. 49, 4). Esta
régla sufre una excepciôn en las actas de comprobado y conforme, que se 
extenderân, respecto de cada tribute, por todos los périodes impositivos 
o declaraciones a los que se extiende la conformidad (art. 52, 1). En
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cuanto a los demâs tributos distintos de los senalados el principle gene­
ral es que la Inspecciôn puede extender una ûnica acta respecto de todo 
el période objeto de comprobaciôn (art. 49, 4).
Por lo que se refiere al acta sin descubrimiento de deuda con regu­
larizaciôn 'de la situaciôn tributaria del sujeto pasivo o retenedor, igual 
mente puede éste manifester su conformidad o disconformidad, tramitôndose 
el acta conforme a dicha manifestaciôn (art. 53, 1). Cuando de esta regu­
larizaciôn resuite una cantidad a devolver al interesado, la liquidaciôn 
derivada del acta que se incoe servirâ para que la Administraciôn inicie 
de inmediato el correspondiente expediente de devoluciôn de ingresos, te- 
niendo el crédite a favor del interesado la consideraciôn de reconocido, 
liquidado y notificado, a los efectos previstos en el Reglamento General 
de Recaudaciôn, en punto a compensaciôn de deudas tributarias (art. 53, 
2 del Reglamento General de la Inspecciôn).
5. Actas de conformidad.
A tenor del articulo 54 del Reglamento General de la Inspec­
ciôn el acta de conformidad puede definirse como aquella en la que el in­
teresado acepta Integramente la propuesta de liquidaciôn practicada en 
la propia acta. Son varios los problemas que estas actas plantean, pro­
blemas que pueden estructurarse en torno al objeto, la naturaleza y los 
efectos de la conformidad del contribuyente.
A) Objeto de la conformidad.
La determinaciôn del âmbito objetivo de la conformidad del
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contribuyente no es un problems precisamente nuevo en nuestro Derecho.
La Ley General Tributaria, en su articulo 145,l,d), no contiene 
ninguna régla especffica dirigida a acotar las materias a las que se re­
fiere la conformidad del sujeto pasivo, prevista en aquel precepto como 
contenido del acta. No obstante, pudiera entenderse, a la vista del cita­
do articulo 145, que la conformidad se refiere a todos los extremos con- 
signados en el acta. Resultarla asi que el objeto de la conformidad es 
doble: por una parte, los datos fâcticos recogidos en el acta, esto es: 
"los elementos esenciales del hecho imponible y de su atribuciôn al suje­
to pasivo (art. 145,l,b) de la Ley General Tributaria); por otro lado, 
las consecuencias jurldico-tributarias de aquellos datos propuestas por 
la Inspecciôn, o sea, "la regularizaciôn de las situaciones tributarias" 
que la Inspecciôn estime procedente (art. 145,l,c) del mismo cuerpo le­
gal) (175).
Por otra parte, el articulo 146,1 de la propia Ley General Tributa­
ria refiere la conformidad del contribuyente a las circunstancias consig- 
nadas en el acta, lo que parece excluir del objeto de la misma la regula­
rizaciôn de las situaciones tributarias propuesta por el Inspector actua­
rio.
Esta falta de claridad con que la conformidad ha sido disehada en 
nuestro Derecho no hace mâs que confirmarse en las sucesivas disposiones 
sobre la materia. Asâ, el Real Decreto 1920/1976, en términos semejantes 
al Decreto de 8 de julio de 1965 (176 ), disponla en su articulo 22, 2 que 
en el acta se especificarâ, en su caso "si la conformidad prestada se ex­
tiende a la regularizaciôn de la situaciôn tributaria y a las liquidacio-
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nés en ella practicadas"; y el articulo 3®, apartados 1 y 2 de este mismo 
Real Decreto referfa la conformidad a la "liquidacién formulada por la 
Inspecciôn" o practicada en el acta, en tanto que el apartado 6 de este 
mismo articulo exclula de impugnaciôn "los elementos y demôs circunstan­
cias intégrantes del respective hecho imponible a que hubiere prestado 
su conformidad el sujeto pasivo". Por su parte, tanto el Real Decreto de 
12 de febrero de 1982 (art. 3®), como el Real Decreto de 31 de octubre 
de 1984 (art. 7®), referlan la conformidad del sujeto pasivo a la pro­
puesta de liquidaciôn practicada en el acta por la Inspecciôn, "enten- 
diéndose — ahadian a continuaciôn los citados preceptos—  que la confor­
midad se extiende no sôlo a los hechos recogidos en el acta, sino tambiôn
a todos los elementos déterminantes de la cuantîa de la deuda tributa­
ria". AdemÔs, en aunbos Decretos se disponla que "en ningûn caso podrôn 
impugnarse por el sujeo pasivo los hechos y las bases a los que dié su 
conformidad, salvo que pruebe haber incurrido en error de hecho" (art. 
7®,1 del Real Decreto de 1982, y art. 11,5 del Real Decreto de 1984).
El problema continua plantefindose en el nuevo Reglamento General, 
aunque en una interpretaciôn apesurada de su articulo 54 pudiera pensarse 
otra cosa. En efecto, el citado precepto, como hemos dicho, distingue en­
tre actas de conformidad y actas de disconformidad, segân que el intere­
sado haya aceptado integramente o no la propuesta de liquidaciôn formula­
da en el acta por la Inspecciôn. Igualmente, los articulos 55 y 56, rela-
tivos a las actas de conformidad y a las de disconformidad, respectiva­
mente, refieren la conformidad a la "propuesta de liquidaciôn contenida 
en el acta" (art. 55) y a la "propuesta de regularizaciôn contenida en 
la misma" (art. 56).
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A primera vista, pues, la cuestiôn parece clara. Sin embargo, con- 
cluir que el objeto de la conformidad lo constituye propiamente la pro­
puesta de liquidaciôn séria, en todo caso, una conclusiôn apresurada. 
Primero, porque la legalidad tributaria impide que la aplicaciôn de nor­
mas jurCdicas que toda liquidaciôn o propuesta de regularizaciôn conlleva 
pueda ser objeto de la "conformidad" del contribuyente. Segundo, proque 
"si la conformidad produce algûn efecto, su objeto jurfdicamente relevan­
te tiene forzosamente que coincidir con el âmbito material de dicho efec­
to" ( 177). Asi las cosas hay que tener en cuenta que el contribuyente 
puede impugnar en todo caso la liquidaciôn paracticada conforme a la pro­
puesta formulada por el Inspector actuario y aceptada, inicialmente, por 
aquél (l78). Ademâs, es significative el que la vigente normativa se re­
fiera a los "elementos déterminantes de las bases tributarias", en orden 
a su inimpugnabilidad por el obligado tributario, frente a las anteriores 
disposiciones que referfan tal inimpugnabilidad a las bases mismas. De 
este âmbito material del efecto de la conformidad se deduce que la con­
formidad ûnicamente se extiende a los elementos o supuestos de hecho con- 
signados en el acta.
Ahora bien, si la conformidad no puede extenderse a la aplicaciôn 
de normas jurfdicas, &qu0 sentido tiene la aceptaciôn por el contribuyen­
te de la propuesta de liuqidaciôn practicada en el acta y a la que las 
normas se refieren?. Adviértase que esta aceptaciôn es jurfdicamente re­
levante, puesto que las normas hacen depender de ella la calificaciôn del 
acta y su consiguiente tramitaciôn, esto es, el curso mismo del procedi- 
miento. A mi juicio sôlo puede hablarse aqui de una conformidad en senti­
do impropio, en cuanto la conformidad con las circunstancias consignadas
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en el acta — segûn los términos del articulo 146,1 de la Ley General Tri­
butaria— , conlleva legalmente como consecuencia una aceptaciôn inicial 
y no vinculante de la liquidaciôn que, a partir de esos hechos reconoci- 
dos, formule el Inspector actuario (179), Esta aceptaciôn no vinculante 
o conformidad impropia es la circunstancia normativamente relevante para 
la calificaciôn de las actas, pero sôlo respecto de la aceptaciôn por el 
obligado tributario de los elementos de hecho consignados en el acta pue­
de hablarse de conformidad propiamente dicha.
B) Naturaleza jurfdica,
Estrechamente vinculado con el âmbito objetivo de la confor­
midad del contribuyente aparece el problema de la naturaleza jurfdica de 
dicha conformidad. Se trata, como es sabido, de uno de los temas més po- 
leôicos del procedimiento de la Inspecciôn de los Tributos.
La posiciôn tradicional en nuestra doctrina concibe la llamada con­
formidad del contribuyente como una confesién extrajudicial, es decir, 
un reconocimiento de la exactitud de los hechos recogidos en el acta. La 
conformidad constituye asi una manifestaciôn de conocimiento o declara­
ciôn de ciencia y, por consiguiente, es un verdadero medio de prueba que 
no da origen a acto négociai alguno. Tal es la posiciôn, entre otros, de 
los autores de las "Notas de Derecho financiero", de Pérez de Ayala, Ca- 
rretero Pérez, Mantero Saenz, Arias Velasco y Carrai Leurrauri (180).
La naturaleza transaccional de la conformidad es ampliamente recha- 
zada por el carôcter legal de la obligaciôn tributaria, aunque la nociôn 
de transacciôn no ha sido completamente desterrada. En este sentido, el
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profesor Albihana (181) habla de una transaccién sui generis, matizaciôn 
suficientemente representative de que el supuesto acuerdo transaccional 
entre el sujeto pasivo y la Inspecciôn implica una disponibilidad del ob­
jeto que ciertamente no concurre en la materia jurldico tributaria. Como 
ha puesto de relieve el profesor Palao, la afirmaciôn de que el acta de 
conformidad encierra una transacciôn es insostenible en el piano dogmôti- 
co, por razones que se resumen en que la transacciôn no pretende introdu- 
cir certeza sobre una relaciôn jurfdica, sino suprimir un litigio median- 
te el aliquid datum et retentum, prescindiendo de eliminar la incertidum- 
bre anterior. Por ello la transacciôn es incompatible con el principle 
de legalidad tributaria, que excluye todo poder de disposiciôn sobre la 
obligaciôn e impone, por el contrario, que ôsta resuite de la aplicaciôn 
de la Ley a la situaciôn realmente existante, que es la que debe aspirar- 
se a fijar (182).
Frente a estas dos alternativas — confesiôn extrajudicial o negocio 
transaccional—  se ha sostenido una tercera posibilidad, concretamente 
por el profesor Palao, cuya tesis al respecto ha sido sustacialmente acep 
tada por Calero Rodriguez (183).
Parte el profesor Palao de una delimitaciôn de la figura de la con­
fesiôn extrajudicial, a la que, siguiendo a Diez-Picazo (184), asigna las 
dos notas définitorias siguientes: 1*, el que "se refiere siempre a he­
chos y consiste... en un admitir la certidumbre de un hecho, en conside- 
rarlo como verdadero. Si el objeto de la confesiôn — dice Diez-Picazo—  
es siempre un hecho, debe negarse naturaleza confesoria a los actos de 
reconocimiento o de admisiÔn de situaciones jurldicas. Cuaindo el recono­
cimiento recae sobre una situaciôn de derecho nos encontramos en presen-
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cia de un negocio jurldico de fijaciôn y, por tanto, deben producirse los 
efectos tlpicos de este tipo de negocios". Aunque la figura de la confe­
siôn extrajudicial no présenta precisamente perfiles nltidos, es comfin- 
mente admitido el que sôlo se refiere a datos de hecho. Como escribe 
Guasp, no puede haber "una confesiôn que recaiga sobre datos de derecho, 
los cuales se hallan normalmente exceptuados del âmbito probatorio; ni 
siquiera cuando los puntos de derecho vienen combinados con los de hecho, 
como ocurre en la confesiôn de una relaciôn jurfdica, la cual, por tal 
razôn fundamental, debe ser rechazada" (185).
Como segunda nota de la confesiôn senala Palao que su efecto tfpico 
es "hacer prueba contra su autor (articulo 1232 del Côdio Civil), es de­
cir, que la confesiôn de hechos desfavorables para el confesante hace 
prueba de ellos, pero no asâ la de hechos favorables" (186).
A juicio del citado profesor la conformidad del contribuyente no 
reune estas notas esenciales, ya que entiende que tal conformidad se près 
ta a la regularizaciôn de las situaciones tributarias, lo que comprende 
no sôlo elementos de hecho sino tambiôn de derecho, y porque la conformi­
dad hace prueba no ûnicamente en lo desfavorable para el contribuyente, 
sino tambiôn en lo favorable para el mismo. Consiguientemente, Palao re­
chaza la concepciôn probatoria de la conformidad, a la que asigna carâc­
ter négociai, en el sentido de que la manifestaciôn del contribuyente 
es de voluntad y que en uniôn con la de la Administraciôn genera un acto 
administrativo de carâcter tambiôn négociai. El acta que ha recibido la 
conformidad del contribuyente se configura asi como un acto administrati­
vo de fijaciôn ("accertamento") de los datos y elementos necesarios para
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la liquidaciôn del tribute, de manera similar a la construcciôn dominante 
en la doctrina italiana sobre el "concorda tributario" (187).
Por otra parte, esta tesis encuentra apoyo en la jurisprudencia del 
Tribunal EconÔmico Administrativo Central y del Tribunal Supremo, que ha 
sostenido en diverses ocasiones, frente a la concepciôn probatoria de la 
conformidad, su carâcter de manifestaciôn de voluntad e incluso la natu­
raleza de pacto o convenio de dicha clase de actas (188).
Desde la perspectiva de las normas vigentes, a la tesis expuesta 
pueden formulérsele dos observaciones. En primer lugar, no parece tan 
claro que la aceptaciôn del sujeto pasivo se extienda propiamente a la 
regularizaciôn de las situaciones tributarias, comprendiendo elementos 
de derecho. Particular importancia reviste en este punto el articulo 61,3 
del Reglamento General, al disponer, como hemos visto, que en ningûn caso 
podrôn impugnarse por el obligado tributario los hechos y los elementos 
déterminantes de las bases tributarias respecto de los que diô su confor­
midad..., lo que limita el âmbito objetivo de la misma a cuestiones de 
hecho, pues sôlo en cuanto a ôstos la conformidad produce efectos vincu- 
1antes para el interesado (189). En segundo lugar, los efectos de la con­
formidad respecto de la Administraciôn son hoy sensiblemente distintos 
a los previstos en la anterior reglamentaciôn. En efecto, sehala Palao 
la vinculaciôn de la Administraciôn, al menos al contenido fÔctico del 
acta, tanto en lo desfavorable como en lo favorable al contribuyente, ya 
que aquélla no podia revisar los hechos aceptados, limitândose ûnicamente 
a coregir la indebida aplicaciôn de las normas a taies supuestos ( 190 ). 
En la actualidad, sin embargo, no existe esa vinculaciôn de la Adminis­
traciôn al contenido fôctico del acta. Antes al contrario, segûn préviens
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segûn previene el aertfculo 60, 3 del Reglamento General, el Inspector
Jefe acordarâ la iniciaciôn del correspondiente expediente administrati­
vo, si observase en la propuesta de liquidaciôn formulada en el acta 
error en la apreciaciôn de los hechos en que se funda o indebida aplica­
ciôn de las normas jurfdicas.
Asâ las cosas no parece haber base suficiente en nuestro Derecho 
para trasladar la construcciôn del acta de conformidad como negocio de 
fijaciôn (191). A mayor abundamiento, debe tenerse en cuenta la supresiôn 
de la condonaciôn automâtica de sanciones, con la problemâtica que de 
ella se derivaba sobre el carâcter ex lege de la obligaciôn tributaria 
lo que, por ende, constituCa un importante aspecto para hablar de un con­
tenido négociai del acta de conformidad. Cierto es que la conformidad del 
contribuyente es uno de los criterios previstos en punto a la graduaciôn 
de sanciones (art. 82, h) de la Ley General Tributaria), pero es évidente 
la diferencia sustancial que existe entre este efecto de atenuaciôn y el 
institute de la condonaciôn automâtica de sanciones. Tal como se déclara 
en el Preâmbulo del Real Decreto de 25 de abril, "Esta circunstancia de 
graduaciôn vendria justificada por la actitud del obligado tributario que 
la conformidad révéla y que supone un cierto arrepentimiento de la infra­
cciôn cometida".
En mi opiniôn, es perfectamene vâlida la posiciôn tradicional en 
nuestra doctrina. La conformidad prestada por el obligado tributario, en 
cuanto recae sobre hechos, constituye una declaraciôn de conocimiento, 
de la que no se derivan efectos vinculantes para la Administraciôn, que 
en todo caso puede rectificar los hechos a los que tal conformidad se 
prestô. No obstante, no puede silenciarse que en el Preâmbulo del Real
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Decreto, de acuerdo con el criterio positive determinants de la califica­
ciôn de las actas a efectos de su tramitaciôn, parece considerarse la 
conformidad no sôlo como una aceptaciôn de los hechos, sino tambiôn de 
los elementos de derecho. Efectivamente, tras afirmarse que el acta de 
conformidad no puede en absolute concebirse como el resultado de una 
transacciôn — concepciôn que, se afirma, se ve impedida no ya ûnicamente 
por el carâcter ex lege de la obligaciôn tributaria, sino por la propia 
razôn de ser de las actuaciones inspecteras— , se déclara: "La conformi­
dad del obligado tributario constituye un pronunciamiento procesal acerca 
de la certeza de los hechos imputados por la Inspecciôn, pudiendo compren 
der en cierto modo una confesiôn, y de la correcciôn de la propuesta de 
liquidaciôn. A la conformidad llega el interesado como consecuencia de 
las pruebas aportadas por la Inspecciôn y del juicio que le merece la ca­
lificaciôn jurfdica que la Inspecciôn efectûa...". A mi entender, el pro­
blema estriba en configurer como "conformidad", ni considerândola como 
manifestaciôn de conocimiento, ni entendiéndola como manifestaciôn de vo­
luntad, la aceptaciôn de algo — una propuesta de liquidaciôn—  que, sin 
embargo, puede ser impugnada, se supone que, precisamente, por no merecer 
un juicio positivo la calificaciôn jurfdica que la Inspecciôn efectûa.
Tal vez el hecho de que se siga utilizando aqui el término "confor­
midad", asi como el que sea esa supuesta conformidad, no a los hechos, 
sino a la calificaciôn jurfdica de los mismos apreciada por el Inspector 
actuario, lo que determine la calificaciôn del acta, no sea mâs que la 
manifestaciôn de una cierta inercia o apego al acta de invitaciôn creada 
en 1927. Pero tal denominaciôn no se compadece en absolute con el rôgimen 
jurfdico de las actas de conformidad vigente hoy en nuestro Derecho.
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Por lo demôs, se tiene la sensaciôn de que, en realidad, lo que se 
persigue con esta regulacién es que el obligado tributario preste normal­
mente su conformidad, lo que, por otra parte, tampoco es nuevo entre no- 
sotros, como hemos tenido ocasién de comprobar al analizar la evolucién 
histôrica en esta materia. En otros términos, lo que se pretende es que 
el acta de conformidad sea el documente normal y ordinario de la actua- 
ci6n inspectera.
C) Efectos.
Aunque los efectos jurfdicos de la conformidad del contribu­
yente han sido adelantados, en buena medida, en las consideraciones que 
anteceden, nos referiremos a ellos a continuaciôn, mâs sistemôticamente.
En primer lugar, debe destacarse, precisamente, la ausencia de efi- 
cacia preclusiva del acta de conformidad, respecto de la Administraciôn. 
La Administraciôn no queda vinculada a las afirmaciones contenidas en el 
acta, y esta desvinculaciôn se da tanto respecto de los juicios acerca 
de la aplicaciôn del derecho, como de las propias circunstancias de hecho 
consignadas en aquélla.
Segûn previene el articulo 60, 3 del Reglamento, "Si el Inspector 
Jefe observase en la propuesta de liquidaciôn formulada en el acta error 
en la apreciaciôn de los hechos en que se funda o indebida aplicaciôn de 
las normas jurédicas, acordarô de forma motivada la iniciaciôn del corres 
pondiente expediente administrativo, notificûndolo al interesado dentro 
del plazo de un mes" a partir de la fecha del acta. Asi pues, respecto de 
la Administraciôn, esta eimplia posibilidad de revisar de oficio el acta
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de conformidad niega toda eficacia vinculante a este documente. Justamen- 
te por ello résulta inviable en la actualidad la construcciôn de la con­
formidad como acto de fijaciôn, ya que, segân ha puesto de relieve Fal- 
zea, el efecto esencial caracteristico de todo acto de fijaciôn es el efec 
to preclusivo, consistente en la "irrelevancia de toda impugnaciôn rela- 
tiva al contenido de la situaciôn jurfdica comprobada sobre la base de 
su valor histôrico-jurfidico". Y "una consecuencia de este efecto preclu­
sivo — escribe Palao—  es que los actos jurfdicos que tienen como presu- 
puesto los datos o situaciones objeto de la fijaciôn tienen que ajustarse 
necesariamente al contenido de ôsta, por la cual resultan en consecuencia 
vinculados" (192).
Respecto al contribuyente, el âmbito de la fuerza vinculante del 
acta résulta de lo dispuesto en el articulo 61, apartado 3, segân el 
cual, "En ningûn caso podrân impugnarse por el obligacio tributario los 
hechos y los elementos déterminantes de las bases tributarias respecto 
de los que diô su conformidad...". En consecuencia, el contribuyente que­
da vinculado por todos los aspectos fâcticos del acta a los que la con­
formidad se prestô. No ocurre lo propio en cuanto a las cuestiones jurâ- 
dicas, pues "Las liquidaciones tributarias producids conforme a la pro­
puesta contenida en un acta de conformidad y los demâs actos de liquida­
ciôn dictados por la Inspecciôn de los Tributos serân reclamables en via 
econômico-administrativa, previo el recurso de resposiciôn ante el Ins­
pector Jefe, si el interesado decidiera interponerlo" (aurt. 61, 1). Este
alcance de la eficacia preclusiva del acta de conformidad, limitado a las 
cuestiones de hecho, es el adecuado al principle de legalidad tributaria, 
pues la aplicaciôn de las normas no puede quedar a expensas de la volun-
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tad ni de la Administraciôn ni del contribuyente.
Continuando con una norma de gran arraigo en nuestro ordenamiento 
— norma que se viô excepcionada, sin embargo, en la reglamentaciôn del 
procedimiento de liquidaciôn de 1984 (193)—  se dispone la régla general 
de ininpugpabilidad directa del acta, ordenândose que "No podrfin impuganrse 
las actas de conformidad, sino ûnicamente las liquidaciones tributarias, 
definitivas o provisionales, résultantes de aquéllas" (art. 61,1,2, se­
gundo pfirrafo). Aunque esta inimpugnabilidad se ha explicado reiterada- 
mente por tratase de acto trfimite, no estfin ausentes de la misma razones 
de economfa procedimental, atendiendo a la posiciôn del acta en el proce­
dimiento de gestiôn (194).
Como excepciôn a la inimpugnabilidad de los hechos a los que se diô 
la conformidad, el Reglamento previene la posibilidad de su impugnaciôn 
en el supuesto de que el obligado tributario "pruebe haber incurrido en 
error de hecho" (art. 61,3). Se trata de una excepciôn al âmbito material 
de la eficacia vinculante del acta, no de una revocaciôn de la conformi­
dad, como podria pensarse desde la configuraciôn de ôsta como una decla­
raciôn de voluntad. El articulo 61,3 del Reglamento utiliza, como sus 
précédantes, una expresiôn muy seme jante a la del articulo 1234 del Cô- 
digo Civil, relative a la confesiôn. Desde la perspectiva de la naturale­
za confesoria de la conformidad résulta aplicable al citado arâiculo 61,3 
una autorizada interpretaciôn de nuestra doctrina sobre la significaciôn 
del error de hecho al que se refiere el CÔdigo Civil, segûn la cual, no 
se trata de inexactitud subjetiva — o sea, de error o vicio de la volun­
tad—  sino de inexactitud objetiva — es decir, de discordancia entre los 
hechos confesados y la realidad—  (195),
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La argumentaciôn en que se fundamenta esta interpretaciôn del ar­
ticulo 1234 del CÔdigo Civil me parece" perfectamente vâlida para recha- 
zar la admisibilidad de impugnaciôn de la conformidad por vicio de la vo­
luntad, al margen de que se comparta o no su naturaleza confesoria. Con­
cretamente, si se entiende por "error de hecho" la inexactitud subjetiva 
se producirfa el absurdo de permitir la impugnaciôn de la conformidad 
verdadera — o sea, de unos hechos ajustados a la realidad—  pero prestada 
por error, en tanto que no serâa posible impugnar la conformidad prestada 
a unos hechos que no se corresponden con la realidad, pero en la que no 
existe error subjetivo. Tal situaciôn serfa teôricamente absurda y prfic- 
ticamente incoveniente, por lo que el error de hecho, como causa que fun­
damenta la impugnaciôn de las circunstancias a las que el obligado tribu­
tario diô su conformidad, dË)e entenderse dando al concepto de error no su 
sentido técnico de vicio de la voluntad, sino su sentido mâs eunplio y 
vulgar de pura discordancia con una realidad determinada (196).
Otro efecto derivado del acta de conformidad — aunque no dimana 
directamente de ella—  es el constituir al interesado en la obligaciôn 
de ingresar el importe de la deuda tributaria, bajo apercibimiento de su 
exacciôn en via de apremio, en los plazos previstos en el articulo 20, 
2 del Reglamento General de Recaudaciôn, siendo fecha déterminante del 
cômputo de estos plazos aquella en que se entienda producida la liquida­
ciôn derivada del acta ( art. 55,2). Y segÛn el nûmero 2 del articulo 60, 
tal liquidaciôn se entiende producida de acuerdo con la propuesta formu­
lada en el acta, si transcurrido el plazo de un mes desde la fecha de ôs­
ta no se ha notificado al interesado acuerdo del Inspector Jefe compéten­
te rectificando la liquidaciôn propuesta en el acta, iniciando expedien-
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te en tal sentido o anulando el acta incoada. De manera que, como antes 
apuntâbamos, la obligaciôn de ingresar el importe de la deuda tributaria 
no dériva directamente del acta, sino del acto administrativo de liquida­
ciôn, aunque se trate de un acto presunto. Ello es coherente con el ca­
râcter de mera propuesta de la liquidaciôn formulada en el acta por el 
Inspector actuario (197 ).
La liquidaciôn derivada del acta de conformidad puede ser provisio­
nal o definitiva, segûn que aquélla sea un acta previa o definitiva. En 
este ûltimo caso el pago tiene el carâcter de un ingreso a cuenta de la 
liquidaciôn definitiva que posteriormente se practique.
Por otra parte, hay que tener en cuenta que el articulo 20 del Re­
glamento General de Recaudaciôn ha sido objeto de nueva redacciôn por el 
Real Decreto 338/1985, de 15 de marzo, sobre normas de gestiôn tributa­
ria, recaudatoria y contable. Obviamente, tal obligaciôn de ingreso sôlo 
se produce cuando el acta sea de conformidad y con descubrimiento de deu­
da, como el Reglamento General de Inspecciôn se ocupa de precisar, habida 
cuenta de la existencia de actas sin descubrimiento de deuda que se se 
tramitan como de conformidad.
La competencia para dictar el acto administrativo de liquidaciôn 
corresponde al Inspector Jefe del ôrgano o dependencia, central o terri­
torial desde el que se hayan llevado a cabo las correspondientes actua­
ciones inspecteras (art. 60, 1). Se prevé, no obstante, que el Ministerio 
de Economéa y Hacienda puede disponer, por necesidades del servicio, que 
determinados Inspecteras Jefes puedan realizar directamente actuaciones 
inspecteras, en particular de comprobaciôn e investigaciôn. En este caso
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los actos de liquidaciôn tributaria y los demâs actos administratives que 
procedan se dictarfin por otro Inspecter Jefe que se determine al efecto. 
Como es claro, tal norma tiene por finalidad salvaguardar la garantia que 
supone la separaciôn de personas entre quien realiza la inspecciôn y quien 
dicta el acto administrativo.
Por su parte, el Inspecter actuario, como vemos, ostenta facultades 
de liquidaciôn en sentido amplio, pero sôlo formula propuestas de liqui­
daciôn, no liquidaciones en sentido estricto. Este proclamado carâcter 
de mera propuesta de la liquidaciôn contenida en el acta no se ve contra- 
dicho por el régimen jurfdico previsto para las mismas, ni en punto, 
concretamente, al ingreso de la deuda — que no procédé sino desde que 
exista acto administrativo de liquidaciôn, expreso o presunto— , ni en 
lo que atahe a su impugnaciôn.
Tambiôn compete al Inspector Jefe la rectificaciôn de oficio de la 
propuesta de liquidaciôn formulada en el acta, pudiendo incluso anular 
ôsta. Tal facultad no tiene, en rigor, entidad autônoma, sino que es inhe 
rente a la potestad de resoluciôn del procedimiento de liquidaciôn (198).
De acuerdo con los apartados 2 y 3 del articulo 60 del Reglamento 
General, y del articulo 13 de la Orden de 26 de mayo de 1986 — que desa- 
rrolla el Reglamento General y por la que se dictan normas respecto de 
la competencia y servicios dependientes de la Direcciôn General de Ins­
pecciôn Financiers y Tributaria— , el procedimiento a seguir es el si- 
gui en te:
- Recibida el acta de conformidad y sus antecedentes, el Inspector 
Jefe dispondrâ lo conveniente para su examen en el plazo de 15 dias desde
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la recepciôn del acta. A continuaciôn el expediente se remitirâ a la In- 
tervenciôn para su fiscalizaciôn, devolviéndose después a la Dependencia 
Inspectera.
- Si el Inspector Jefe, inicialmente o como consecuencia de les ré­
pares fermulades per la Intervenciôn, apreciara erreres materiales en la 
prepuesta de liquidaciôn fermulada en el acta, dictaré acte de liquida- 
cl6n rectificândeles. Ahera bien, hay que diferenciar, cerne hace la Orden 
de 26 de maye, si la rectificaciôn tiene carâcter positive — este es, en 
més— , e negative — e sea, en menes— .
Si la rectificaciôn supene una mineraciôn de la deuda tributaria,
la liquidaciôn — la Orden, inexplicablemente, habla de "nueva liquida­
ciôn"—  se netificarô al interesade, previa su fiscalizaciôn en el plaze 
de cince d£as. Esta liquidaciôn y su cerrespendiente netificaciôn dejarâ 
sin efecte la prepuesta de liquidaciôn centenida en el acta y censtituirfi 
al ebligade tributarie en la ebligaciôn de satisfacer el nueve importe
de la deuda tributaria, cemputôndese les plazes de ingrese segûn la fecha
de la netificaciôn.
Si la rectificaciôn supene un incremente de la deuda tributaria,
el pârrafe segunde del articule 13,2 de la Orden Ministerial dispone li- 
teralmente que "se dictaré una liquidaciôn suplementaria per el excese 
que, netificada al interesade, deberâ ser pagada per éste segûn la fecha 
de esa netificaciôn; para el page de la deuda tributaria résultante de 
la prepuesta de liquidaciôn centenida en el acta y ahera cenfirmada, cen- 
tinuarfin rigiende, ne obstante, les plazes de page en période veluntarie 
determinades per el transcurse de un mes desde la fecha del acta".
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El precepto no es, desde luego, un modèle de precisiôn. Se habla 
de liquidaciôn "suplementaria": la deneminaciôn es nevedesa, aunque prô- 
xima terminelÔgica y teleelôgicamente a la liquidaciôn cemplementaria, 
pere mientras ésta es una medalidad de liquidaciôn provisional, la liqui­
daciôn suplementaria de que aqu£ se trata puede ser una liquidaciôn pro­
visional e una liquidaciôn définitiva, segûn el carâcter del acta de cen- 
fermidad de la que se derive. La cuestiôn puede parecer checante, pere 
ne es mâs que una consecuencia de la cenfiguraciôn del acta previa y de 
la significaciôn de la liquidaciôn provisional, sensiblemente distinta 
de la que cumplfa en el llamade procedimiento tradicicnal de liquidaciôn.
Se incurre en el errer de afirmar que para la liquidaciôn centenida 
en el acta "centinuarân rigiende" les plazes determinades per el trans­
curse de un mes desde la fecha de aquélla, cuande es obvie que, primere, 
hasta que ne transcurra ese période de un mes ne rige plaze algune de in­
grese, y, segunde, que tal ebligaciôn de ingrese y el cômpute de les pla­
zes para la misma se refieren al acte de liquidaciôn presunte, ne a la 
prepuesta de liquidaciôn. La ratio legis del precepto parece hallarse en 
un desee de respetar las expectativas que en orden al page puediera tener 
el centribuyente, aunque se aplica un criterie distinte en el supueste 
de rectificaciôn para minerar el importe de la deuda. Per le demâs, el 
Real Décrété es censiderablemente mâs ceherente cen el verdadere carâcter 
de la liquidaciôn que se centiene en el acta. Se limita a dispener que 
el Inspecter Jefe puede rectificar la prepuesta de liquidaciôn fermulada 
en el acta, en el plaze de un mes; transcurride el cual sin que tal rec­
tificaciôn se haya llevade a cabe, se entiende preducida la liquidaciôn 
de acuerde cen la prepuesta fermulada en el acta. Y cuande se trate de
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rectificar errores materiales apreciados en la prepuesta, el Inspecter 
Jefe dictaré acte de liquidaciôn rectificândeles. Trente a elle, la Orden 
aplica distintes criteries segûn el sentide de la rectificaciôn, habla 
de liquidaciôn suplementaria y parece censiderar la liquidaciôn practica- 
da per el Inspecter actuarie ceme si fuera cesa distinta de una prepues­
ta; as£, al referirse a la "nueva liquidaciôn" para designar al acte de 
liquidaciôn del Inspecter Jefe, e cuande se habla de nueve imperte de la 
deuda.
- Precedimiente distinte es el que ha de seguirse si el Inspecter 
Jefe ebservase en la prepuesta de liquidaciôn errer en la apreciaciôn de 
les heches en que se funda e indebida aplicaciôn de las nermas jurfdicas. 
En este case deberâ acerdar de ferma metivada la iniciaciôn del cerres­
pendiente expediente administrative, netificândele al interesade igual- 
mente dentre del plaze de un mes desde la fecha del acta, ya que si ne, 
ceme sabemes, la prepuesta de liquidaciôn adquiere el carâcter de un acte 
administrative presunte de liquidaciôn. El acta inceada servirâ ceme se- 
perte documentai de diche expediente, pere dejarâ sin efecte la prepues­
ta de liquidaciôn en ella netificada al ebligade tributarie.
Dentre de les quince dfas siguientes a la netificaciôn del acuerde 
adeptade, el interesade pedrâ fermular las alegacienes que estime cenve- 
nientes. Transcurride el plaze de alegacienes la Unidad administrativa 
en que se haya tramitade el expediente le elevarâ a la Oficina técnica 
si la hubiera, e directamente al Insepcter Jefe, para que éste, en su ca­
se, dicte la liquidaciôn que, a su juicie, corresponds (199). El acte de 
liquidaciôn deberâ dictarse dentre de les quince dfas siguientes al tér- 
mine del plaze para fermular alegacienes.
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A diferencia de lo que ocurrfa en la normativa de 1982 ( 200 ), no 
se prevé la posibilidad de que el centribuyente pueda manifestar su cen- 
fermidad e discenfermidad cen el acte de liquidaciôn, de manera que pre- 
cederô el ingrese de la deuda, de acuerde cen les plazes previstes en el 
articule 20, 2 del Reglamente General de Recaudaciôn. Sobre elle hay que 
tener en cuenta que las liquidacienes tributarias preducidas conforme a 
la prepuesta de liquidaciôn centenida en un acta de cenfermidad, y les 
demâs actes de liquidaciôn dictades per la Inspecciôn de les Tributes sen 
reclamables en vfa ecenômice administrativa, previe el recurse de repesi- 
ciôn ante el Inspecter Jefe, si el interesade decidiera interpenerle 
(art. 61, 1 del Reglamente).
- Ademâs de estas facultades de rectificaciôn, el Inspecter Jefe 
puede incluse dejar sin eficacia el acta inceada, erdenande cempletar las 
actuacienes practicadas durante un plaze ne superior a très meses.
Ni el Real Décrété ni la Orden Ministerial dispenen expresamente 
cuâles son les motives en base a les cuales el Inspecter Jefe puede hacer 
use de esta facultad. Pere ne parece aventurade entender que precederâ 
la anulaciôn del acta cuande ésta tuviere defectes de ferma e se hallare 
incomplets, — este es, cuande se aprecien defectes en la expresiôn de les 
requisites del artfcule 145 de la Ley General Tributaria— , supueste que 
ne encaja en ningune de les motives previstes para las etras fermas de re- 
visién de eficie, e, en general, cusunde el acta adelezca de falta de les 
requisites indispensables para alcanzar su fin, e también cuande les erre 
res e defectes del acta asé le exigiesen. Este ûltime motive era el pre- 
viste en el Real Décrété 412/1982 {art, 72, 2), para la anulaciôn del ac- 
a de cenfermidad per el Inspecter Jefe. En el Real Décrété 2077/1984, les
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defectos en el contenido del acta o la falta de los requisites indispen­
sables para alcanzar su fin, podfan ser subsanados per el Inspector Jefe, 
dentro de los quince d(as siguientes a la fecha del acta.
Otro efecto de la conformidad es el de atenuacidn de sanciones, se­
gûn se desprende del art&culo 82, h) de la Ley General Tributaria. La 
conformidad relevante a estos efectos es, sin duda, la conformidad a los 
hechos, no a la calificaci6n jurfdica de los mismos, aunque sea la con­
formidad con la propuesta de liquidaciôn la que formalmente califica al 
acta como de tal carâcter (201). Que elle es asi se deduce, por un lado, 
de la posibilidad de impugnar la liquidaciôn derivada de un acta a la que 
se haya prestado la conformidad. Por otra parte, el Reglamento dispone 
en su articule 61,2 que cuando el interesado interponga recurso de repo- 
siciôn o reclamaciôn econômico-administrativa contra una liquidaciôn tri­
butaria que comprenda una sanciôn impuesta observfindose lo dispuesto en 
la letra b) del articule 82 de la Ley General Tributaria — relativa a la 
capacidad econômica del sujeto infractor— , la Inspecciôn, al recibir el 
recurso o remitir el expediente al Tribunal, dictarfi acte administrative 
de liquidaciôn, exigiendo la parte de la sanciôn reducida, atendiendo a 
la conformidad inicial del interesado. De manera que la interposiciôn de 
recurso no empece el efecto atenuador de la conformidad prestada en el 
acta, o inicialmente prestada. Asâ pues, lo relevante es la aceptaciôn 
de los hechos, lo que, por lo demâs, es perfectamente acorde con la natu- 
raleza de "circunstancia atenuante" con que aquâ se contempla la confor—  
midad, en cuanto que, como decâa el Preâmbulo del Real Decreto, manifesta 
un cierto arrepentimiento de la infraccién cometida*
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Por otra parte, el propio artfculo 61, 2, senala que "Del mismo mo­
do procederfi la aplicaciôn de lo dispuesto en la letra h) del citado ar­
tfculo 82 cuando se dicte acto de liquidaciôn en cuanto acepte las alega- 
ciones del interesado o éste se allane a la propuesta contenida en un ac­
ta de prueba preconstituida". Esta figura — asimilaciôn a la conformidad 
de supuestos de disconformidad, en orden a sus efectos favorables sobre 
las sanciones—  no es totalmente nueva en nuestro Derecho. En efecto, la 
condonaciôn automética de sanciones no siempre ha sido exclusiva del acta 
de conformidad, sino que se ha admitido la posibilidad de adherirse a la 
liquidaciôn en el supuesto de actas de disconformidad, con aquella conse­
cuencia. Tal posibilidad fué recogida en el articule 62, 8 de la Orden
de 26 de mayo de 1982. Tampoco es nuevo este supuesto que da lugar a la 
atenuaciôn de sanciones, aunque se formula en sentido inverso al previsto 
para el institute de la condonaciôn. En la citada Orden de 1982, se ex- 
clufa (art. 62, 8) la condonaciôn de sanciones derivadas de actas de dis­
conformidad cuando dieran lugar a un acto administrative que confirmase 
en su totalidad la propuesta inspectera. Ahora se dispone la graduaciôn 
de sanciones en cuanto el acto de liquidaciôn acepte las alegacienes del 
interesado. En cuanto a la menciÔn del allanamiento a la propuesta conte­
nida en un acta de prueba preconstituida, en rigor, constituye un supues­
to de conformidad del centribuyente.
La Orden Ministerial centiene una novedad con relaciôn al Real De­
creto, al dispener, respecte de las actas de disconformidad, que la in­
terposiciôn de recurso por el interesado contra la parte de la liquida­
ciôn en que se hayan aceptado sus alegacienes excluye el bénéficié de la 
atenuaciôn de sanciones (202). El supuesto parece configurarse como una
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especie de sanciôn al cambio de postura del centribuyente, o a la no re- 
signaciôn con la liquidaciôn practicada.
6. Actas de disconformidad.
Se ha dicho en mâs de una ocasiôn que las actas de disconfor­
midad conservan la funciôn originaria de esta clase de documentes, de co- 
municar hechos a los ôrganos liquidadores (203), razôn por la cual se la 
ha calificado como de "acta pura" (204).
Esta concepciôn del acta de disconformidad creo que debe matizarse 
a la vista del nuevo Reglamento General de la Inspecciôn, no ya por el 
hecho de que en aquélla se contengan propuestas de liquidaciôn — cosa que 
ya ocurria en las disposiciones précédantes y que, ciertamente, empaha 
aquel carâcter del acta— , sino fundamentalmente porque era significativa 
de una importante diferencia respecte al acta de conformidad, mientras 
que hoy esto âltimo no parece tan claro.
En efecto, si del acta de conformidad, como antes ocurrfa, dériva 
un efecto preclusivo para la Administraciôn, en orden a los hechos en 
ella consignados, limitândose las posibilidades de su rectificaciôn de 
oficio, en tanto que el acta de disconformidad no produce ningân efecto 
vinculante, résulta que la caracterizaciôn de esta ûltima como vehéculo 
de una declaraciôn testifical del actuario no sôlo sehala la funciôn de 
este documente sino que, ademâs, indica la nota diferencial mâs acusada 
respecte al acta de conformidad.
Ahora bien, en la actualidad la cuestiôn varfia, ya que la Adminis­
traciôn no se encuentra vinculada a los hechos consignados en el acta de
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conformidad, y, en este sentido, tanto el acta de conformidad como la de 
disconformidad son véhiculés o medios de informaciôn de la Inspecciôn 
— Inspecter actuario—  al ôrgano liquidador — Inspecter Jefe— . ^Cuél es, 
entonces, la diferencia sustancial entre ambas clases de actas?. A mi en­
tender, y no hacen falta ya muchos argumentes para demostrarlo, desde la 
perspectiva de la Administraciôn la diferencia mâs relevante estriba en 
el distinto valor probatorio de los hechos consignados en una y otra cla­
se de actas (205). El articule 62, 2 del Reglamento nos dice que los 
hechos consignados en las actas y manifestados o aceptados por los inte- 
resados, se presumen ciertos. A contario sensu, los hechos no aceptados, 
o sea, aquellos a los que el ebligade tributarie no preste su conformi­
dad, no gozan de presunciôn de certeza, no tienen el carâcter privilegia- 
do de la prueba que la conformidad supene, sino que habrân de valorarse 
por la Administraciôn, concretamente por la Dependencia de Inspecciôn. 
Desde esta perspectiva, el acta de disconformidad, como tal documente, 
es una figura que se encuentra hoy dia mucho mâs prôxima al acta de con­
formidad de lo que ha estado en otros mementos.
Elle no obstante, desde el punto de vista de la significaciôn de 
ambas clases de actas en el procedimiento liquidatorio, la diferencia en­
tre ellas es mucho mâs acusada, pues el acta de conformidad conlleva una 
simplificaciôn en la liquidaciôn del tribute que la aleja del acta de 
disconformidad. Y, en este orden, puede seguir afirmândose que la funciôn 
esencial y primaria del acta de disconformidad es la de ilustrar hechos, 
que han de ser posteriormente valorados a efectos del acto de liquida­
ciôn, en tanto que el acta de conformidad constituye el soporte documen­
tai de una liquidaciôn tributaria.
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Entrando en la regulaciôn del acta de disconformidad — artfculo 56 
del Real Decreto y artfculo 13, 5 de la Orden— , ha de incoarse cuando 
el sujeto pasivo, retenedor o responsable se nieguen a suscribir el acta 
o, suscribiôndola, no preste su conformidad a la propuesta de regulariza- 
ci6n contenida en la misma. Ademâs, hay que tener en cuenta que, segûn 
se dériva del artfculo 146, 3 de la Ley General Tributaria, las actas
suscritas por personas sin autorizaciûn suficiente se tramitarân como ac­
tas de disconformidad (206). Es por ello que, como sehalara Palao (207), 
serfa mâs exacta la denominaciôn de "actas sin conformidad", ya que en 
ellas no siempre se ha manifestado (expresa o tâcitamente, la disconfor­
midad del interesado, sino que hay supuestos — por ejemplo, ausencia de 
persona con poder suficiente para presar conformidad—  en los que falta 
todo pronunciamiento sobre ello. En cualquier caso, la denominaciôn révé­
la la condiciôn subalterna de estas actas a la figura central del acta 
de conformidad.
Incoada el acta procédé la apertura del expediente administrative, 
tal como ordena el artfculo 146, 1 de la Ley General Tributaria. El inte­
resado queda advertido, en el ejemplar del acta que se le entregue, de 
su derecho a presentar ante el ôrgano actuante de la Inspecciôn de los 
Tributes las alegacienes que considéré oportunas, previa puesta de mani- 
fiesto del expediente, dentro del plazo de los quince dfas siguientes al 
séptimo posterior a la fecha del acta.
Slgüiencb la pautà de las di^ xDsiciones precedentes, el Real Decreto se 
ocupa de precisar el contenido de este tipo de actas, de manera adecuada 
a la funciôn que antes les hemos sehalado: "En las actas de disconformi­
dad se expresarân con el detalle que sea preciso los hechos y, sucinta-
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mente, los fundamentos de derecho en los que se base la propuesta de re- 
gularizaciÔn, sin perjuicio de que en el informe ampliatorio que poste­
riormente ha de hacer el actuario, se desarrollen dichos fundamentos.,.".
A la vista del acta y su informe y de las alegaciones formuladas, 
en su caso, por el interesado, el Inspector Jefe dictaré el acto adminis- 
trativo que correspondea, dentro del mes siguiente al término del plazo 
para formular alegaciones (art. 60, 4 del Reglamento), previa propues­
ta de la Oficina técnica si la hubiera, como prevé la Orden Ministerial. 
Asimismo, dentro del plazo para resolver, el Inspector Jefe podrâ acor- 
dar que se complete el expediente en cualquiera de sus extremes, practi- 
céndose por la Inspecciôn las actuaciones que procedan, en un plazo no 
superior a très meses, documentândose taies actuaciones complementarias 
a tenor de sus resultados. Si se incoase acta, ésta supliré en todos sus 
extremes a la anteriormente formaiizada, tramiténdose segûn procéda, este 
es, segûn que el ebligade tributarie se muestre o no conforme con la pro­
puesta de liquidaciôn que en ella se contenga (2 0 8).
7. Actas con prueba preconstituida.
El acta con prueba preconstituida, prevista en el articule 
146, 2 de la Ley General Tributaria, supene la admisiôn de un procedi­
miento sumario en el que, dada la naturaleza de una prueba, presumible- 
mente incontestable, no es necesario entablar una relaciôn de presencia 
con el ebligade tributarie, ni la consiguiente firma del acta. Se trata, 
por teinte, de acelerar la tramitaciôn de las actuaciones, sin producir 
la indefensiôn del centribuyente (209).
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Aunque en ocasiones este tipo de actas se ha querido identificar 
con las llamadas "actas por correo", el acta con prueba preconstituida 
es una figura con sustantividad propia, aunque se utilice aquel medio pa­
ra hacerla llegar al interesado. En efecto, el acta por correo conoce su­
puestos distintos del acta con prueba preconstituida (210); concretamen­
te, cuando se ha intentado infructuosamente ponerse en contacte con el 
sujeto pasivo, quedando constancia de ello, en cuyo caso procédé la in- 
coaciôn de un acta de disconformidad sin firma del sujeto pasivo, o en 
los casos de negative a la firma por parte de la persona con quien se en- 
tendiâ la Inspecciôn, tramiténdose también acta de disconformidad. Résul­
ta as! que la caracterfstica esencial del acta con prueba preconstituida 
no es la ausencia de firma del obligado tributarie, sino el hecho de que, 
dada la naturaleza de la prueba, puede extenderse sin la presencia de 
aquél, o lo que es lo mismo, que ni siquiera es preciso que se ofrezca 
al interesado la posibilidad de hallarse présente y suscribir el acta. 
En este sentido debe entenderse la declaraciôn del artfculo 146, 2 de la 
ley General Tributaria, segûn el cual no es "preciso que el sujeto pasivo 
o su représentante autorice la correspondiente acta...". Como ha puesto 
de relieve el profesor Antôn, esta expresiôn es incorrecte, "pues es évi­
dente que el sujeto pasivo o su représentante nunca autorizan un acta de 
la Inspecciôn de los Tributos. Podrôn prestar su conformidad a los hechos 
en ella recogidos, negarlos, discutirlos, pero, en ningûn caso, autorizar 
el documente en que taies hechos o actos se recojan" (211).
El concepto de preconstituciôn de la prueba, como ha sehalado Man- 
tero (2l2), significa que ésta no se créa, no se constituye dentro del 
procedimiento, sino que es una prueba préexistante a la actuaciôn inspec-
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tora, de tal manera que la comprobaciôn se reduce a la constataciôn de 
la existencia de dicha prueba. Asimismo, siguiendo al profesor Antôn, no 
es absolutamente necesario que la prueba preconstituida haya de constar 
documentalmente, aunque es claro que asÉ ocurrirâ en la mayorfia de los 
supuestos (213). Obviamente, no es preciso que la prueba preconstituida 
se incorpore materialmente al expediente, pero si que en el acta se ex- 
prese con suficiente claridad y precisiôn en qu6 consiste y dônde radica, 
de forma que, en el caso de una eventual impugnaciôn, los ôrganos llama- 
dos a resolverla puedan tener acceso a ella. En este sentido, el artfculo 
57 del Reglamento General ordena que "En el acta se expresarân, con el 
detalle necesario, los hechos y medios de prueba empleados y a la misma 
se acompaharâ, en todo caso, informe del actuario".
AsÉ las cosas, el acta no es el medio de prueba, pues ésta, por de- 
finiciôn, préexiste a su extensiôn, sino que es un medio de comunicaciôn 
con el obligado tributario, a través del cual se pone en su conocimiento 
la existencia de la prueba, permitiéndole la formulaciôn de alegaciones. 
El acta, nos dice el articule 57, 2 del Reglamento, asi como la inicia­
ciôn del correspondiente expediente, se notificarén al obligado tributa­
rio, quien en el plazo de quince dias podrâ alegar suite la Inspecciôn 
cuanto convenga a su derecho y en particular lo que estime oportuno acer- 
ca de los posibles errores o inexactitudes de dicha prueba y sobre la 
propuesta de liquidaciôn contenida en el acta, o bien expresar su confor­
midad sobre una o ambas cuestiones.
Por âltimo, a tenor del artfculo 60, 5 del propio Reglamento, el 
acto administrativo de liquidaciôn deberâ dictarse por el Inspector Jefe 
dentro del mes siguiente al término del plazo para formular alegaciones.
NOTAS
140
(1) Como es sabido, tal distinciôn tiene su origen en la doctrina germa- 
na (HENSEL, BLUMENSTEIN), y ha sido ampliamente aceptada entre noso- 
troS; merced a la obra del profesor SÂINZ DE BUJANDA, quien la ha 
propugnado desde sus escritos iniciales. No la comparten, en cambio, 
CORTES DOMINGUEZ, M. (Ordenamiento tributario esnahol. Tecnos, Ma­
drid, 1968, pfig. 278), al negar las premisas en que HENSEL la funda- 
mentaba, y PEREZ DE AYALA, J. L. y GONZALEZ GARCIA, E. (Curso de De­
recho tributario. t. I, Edersa, Madrid, 1983, pâgs. 107-108), al 
acoger en lo sustancial la doctrina procedimental de MAFFEZZONI, que 
la niega expresamente.
Recientemente, ha vuelto a ocuparse del tema SAINZ DE BUJANDA, expo- 
niendo su propia opinidn y las posiciones contrarias, en su obra 
Sistema de Derecho financiero. t. I, vol. 22, Facultad de Derecho 
de la Universidad Complutense, Madrid, 1985, pâgs. 160 y ss.
(2) MANTERO SAENZ, A., "La inspecciôn en el proceso tributario", prôlogo 
a la obra de ARIAS VELASCO, J., Procedimientos tributaries, Escuela 
de Inspecciôn Financiers y Tributaria, Ministerio de Economie y Ha­
cienda, Madrid, 1984, pfig. 9.
(3) PALAO TABOADA, C., "Naturaleza y estructura del procedimiento de 
gestiôn tributaria en el Derecho espahol", estudio preliminar a su 
traducciôn castellana de A. BERLIRI, Principles de Derecho tributa­
rio, vol. Ill, Ed. Der. Fin., Madrid, 1974, pég. 17.
(4) En ûltima instancia, tal es el criterio identificador entre las ca­
tegories de obligaciones (relaciones de Derecho tributario material) 
y los deberes tributaries (relaciones de Derecho tributario formal). 
Vid. SOLER ROCH, M. T., "Notas sobre la cenfiguraciôn de las obliga­
ciones y deberes tributaries con especial referenda al Impuesto so­
bre la Rente de las Personas Ffsicas", Civitas REDF. nûm. 25, 1980, 
pôgs. 5 y ss.; también, SAINZ DE BUJANDA, Sistema de Derecho finan­
ciero, t. I, vol. 22, cit., pôgs. 165 y ss.
(5) PALAO TABOADA, Naturaleza y estructura del procedimiento de gestiôn 
tributaria, cit., pég. 56.
(6) Vid., por ejemplo, los trabajos de BARRERA DE IRIMO, A. — de un la­
do—  y ALBINANA, C. y RODRIGUEZ ROBLES, A. — de otro— , que llevan 
por titulo "Aspectos juridicos, econômicos y psicolôgicos de la ins­
pecciôn tributaria", ambos en Memoria de la AsociaciÔn Espanola de 
Derecho Financiero 1959, Madrid, 1960, pégs. 271 y ss. y 253 y ss., 
respectivamente.
(7) Cfr. Notas de Derecho financiero , Facultad de Derecho de la Univer­
sidad Complutense, Madrid, 1975, pég. 87.
(5) Curso de Derecho Financiero Espahol, Pons, Madrid, 1985, pég. 571.
(9) Tal es el concepto de gestiôn al que se atiene ARIAS VELASCO, J.,
en Procedimientos tributaries, cit., pég. 101.
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(10) Vid. GOTA LOSADA, A., Tratado del Impuesto sobre la Renta, t. IV, 
Ed. Der. Fin., Madrid, 1972, pég. 201.
(11) Ibidem: también PALAO, Naturaleza y estructura del procedimiento 
de gestiôn. cit., pégs. 53-54.
(12) Op. cit., pég. 20.
(13) Vid. PALAO (op. cit., pég. 54), quien pone de manifieso las contra- 
dicciones e incongruencias sistemôticas de la Ley General Tributa­
ria en este punto.
(14) Por ello dice PALAO (op. cit., pég. 54, en nota 59). que "mâs que 
un error de sitemética, parece que se trata de una rûbrica incor- 
recta del tftulo en cuestiôn".
(15) En Italia, para designar a este procedimiento y al acto que lo cie- 
rra se ha utilizado preferentemente una palabra (accertamento), alu 
siva a la actividad que realiza la Administraciôn. La doctrina es- 
pahola viene empleando para designar tanto al procedimiento como 
al acto un vocablo ("liquidaciôn") indicador del resultado final 
de dicha actividad (PALAO, op. cit., pég. 20).
(16) Vid. CLAVIJO HERNANDEZ, F., "El acto dé liquidaciôn", Civitas REDF. 
nûm. 20, 1978, pégs. 651 y ss.
(17) Cfr. CERVERA TORREJON, F., La inspecciôn de los tributos: garantfas 
y procedimiento, lEF, Madrid, 1975, pég. 17.
(18) CERVERA TORREJON, La inspecciôn de los tributos, cit., pég. 19.
(19) Ibidem, pég. 21.
(20) PEREZ DE AYALA, J. L./GONZALEZ GARCIA, E., Curso de Derecho tribu­
tario, t. II, Edersa, Madrid, 1984, pég. 21.
(21) Ibidem, pég. 12.
(22) Ibidem, pég. 24.
(23) PALAO. Naturaleza y estructura. cit., pég. 41; GOTA LOSADA. Tratado 
del Impuesto sobre la Renta, t. IV, cit., pég. 265.
(24) PALAO, op. cit., pég. 51.
(25) MANTERO SAENZ, A., Procedimiento de la Inspecciôn tributaria, Es­
cuela de Inspecciôn Financiers y Tributaria, Ministerio de Hacien­
da, Madrid, 1981, pég. 104: "El proceso como suma de procedimientos 
enlazados entre si es una construcciôn més amplia y abierta que la 
simple del procedimiento de gestiôn, ya que no hay un solo procedi­
miento de gestiôn, sino varios, todos ellos con la misma finali- 
dad".
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(26) Vid. MARTIN DELGADO, J. M., "Los nuevos procedimientos tributa- 
rios: las declaraciones-autoliquidaciones y las declaraciones com­
plementarias", HPE, nûm. 84, 1983, péigs. 22-23; FERREIRO LAPATZA, 
J. J., Curso de Derecho Financiero Espahol, cit., p6g. 577.
(27) Normalmente la determinaciôn del ^  y del quantum del crédite tri­
butario son dos operaciones (ntimamente entremezcladas en la reali­
dad y constituyen el resultado de la aplicaciôn de todas las normas 
reguladoras de un tribute. La comprobaciôn, entendida como fijaciôn 
définitiva de un elemento necesario para la aplicaciôn de un tribu­
te, puede dar por s£ misma una respuesta a la cuestiôn del ^n 
— ejemplo, renta inferior al mfnimo exento— , pero normalmente no
nos dirfi nada sobre ella: conocer el valor de un bien, la cuantîa
de las rentas de trabajo de un sujeto..., etc., no nos permiten
afirmar si existe o no una ebligaciôn tributaria por los impuestos 
de transmisiones patrimoniales, sobre los rendimientos del trabajo 
personal..., etc." (PALAO, Naturaleza y estructura, cit., pég. 50, 
en nota 53).
(28) Los nuevos procedimientos tributaries, cit., pégs. 23-24.
(29) En este orden de cosas es verdaderamente significative que se haya
dictado el Reglamento General de la Inspecciôn antes que el de ges­
tiôn.
Sobre la utilidad y conveniencia de la previsiôn contenida en el 
artfculo 92 de la Ley General Tributaria, el profesor PALAO mani­
festé, refiriéndose a la Inspecciôn y a los extintos Jurados, que 
no hay reparo esencial que oponer a que eunbos "sesin objeto de sen- 
dos reglamentos propios y distintos del general de gestiôn..., te- 
niendo en cuenta que en dichos reglamentos habrén de regularse 
cuestiones sustantivas y procedimientales de fndole peculiar y 
especffica y que dichas actuaciones tienen perfiles caracterés- 
ticos que justificarfan la separaciôn normativa, aunque quizé es­
ta separaciôn vaya en detrimento de la atenciôn hacia aquellos 
aspectos en los que taies actuaciones se relacionan jurédicamen- 
te con el procedimiento general de gestiôn, en el que indudable- 
mente estén insertas. La cuestiôn es de mera oportunidad normati­
va y a la hora de redactarse estos reglamentos habrén de sopesar- 
se las ventajas y los inconvenientes de la unidad o separaciôn" 
(Naturaleza y estructura, cit., pégs. 55).
Desde luego, el Reglamento General de la Inspecciôn de los Tribu­
tos no se ha limitado a regular cuestiones de fndole peculiar y 
especffica de las actuaciones de los ôrganos integrados en aquô—  
lia; antes al contrario, en el procedimiento de las actuaciones de 
la Inspecciôn de los Tributos, se ha integrado el procedimiento de 
las liquidaciones tributarias.
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(30) Asî sucede, por ejemplo, en la liquidaciôn de la tasa por expedi-
ciôn de tîtulos académicos, conforme a las bases y tipos sehalados
en el artfculo 22 del Texto Refundido de Tasas Fiscales,
(31) Es el caso, por ejemplo, de la liquidaciôn de las letras de cambio
en el Impuesto sobre Actos Jurfdicos Documentados, donde es el par­
ticular interesado el que, sin intervenciôn de la Administraciôn, 
utiliza los efectos timbrados en la forma prevista en el artfculo 
37 del Texto Refundido del Impuesto sobre Transmisiones Patrimonia­
les y Actos Jurfdicos Documentados, cifrando y cumpliendo asf su 
obligaciôn.
(32) Sobre la apariciôn, configuraciôn y evoluciôn de la Inspecciôn Tri­
butaria como un cuerpo administrativo, vid : ALBINANA GARCIA—QUIN­
TANA, G., "La inspecciôn ’técnica' de los tributos: sus orfgenes",
Civitas REDF, nûm. 12, 1976, pégs. 513 y ss.; del mismo autor, "La 
inspecciôn de los tributos: una evoluciôn significativa", Civitas
REDF, nûm. 4, 1974, pégs. 767 y ss.; CERVERA TORREJON, F., La ins­
pecciôn de los tributos, cit., pégs. 22 y ss.
(33) El primer Reglamento general "para el servicio de investigaciôn de 
la Hacienda Pûblica" es de 11 de mayo de 1888; sobre la situaciôn 
anterior a este Reglamento puede verse el interesante trabajo de 
ALBINANA, La inspecciôn "técnica" de los tributos: sus orfgenes,
ya citado; para un anélisis de la situaciôn normativa entre 1888 
y 1926, ademôs de este trabajo de ALBINANA y de la obra de CERVERA 
TORREJON citada en la nota anterior, vid. MANTERO SAENZ, A., "La 
inspecciôn en el proceso tributario", prôlogo a la obra de ARIAS 
VELASCO, Procedimientos tributaries, cit., en especial, pôgs. 47 
y ss.
(34) Es por ello que los diverses Reglamentos que regularon la Inspec­
ciôn de Tributos desde 1888 (los de 1892, 1893, 1895, 1900 y 1903) 
contienen la normativa referente a la Inspecciôn interna de la pro­
pia Administraciôn tributaria, este es, la llamada més tarde Ins­
pecciôn de Servicios, situaciôn que se mantendré incluse en la nor­
mativa de 1926.
(35) Vid. CERVERA TORREJON, La inspecciôn de los tributos. cit., pégs. 
22-24. Las tareas de la Inspecciôn pueden subsumirse sin dificul- 
tad en las de carécter puramente gestor, realizadas por la rudimen- 
taria Administraciôn de la época. Se trata de una actividad bési- 
camente interna, de realizaciôn por los ôrganos de inspecciôn de 
un conjunte de tareas esencialmente burocréticas, de registre de 
dates y documentes, de buena organizaciôn ad intra, sôlo ocasional- 
mente relacionada con los contribuyentes (CERVERA, op. cit., pégs. 
10).
(36) GOTA LOSADA (Tratado del Impuesto sobre la Renta, t. V, cit., pég. 
25), hace arrancar de 1900 su estudio de los Cuerpos especiales, 
por las siguientes razones: primera, porque los Cuerpos especiales 
de Inspecciôn han surgido después de dicha fecha; segunda, porque 
si bien antes de 1900 existieron inspectores de tributos (llamados
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entonces "Investigadores"), éstos tuvieron escasa importancia debido 
a que el sistema de gestiôn de los impuestos y contribuciones era 
el "arrendamiento", confiriéndose a los arrendatarios la posibili­
dad de nombrar los agentes e inspectores que considerasen necesa- 
rios; tercera, porque el sistema tributario anterior a 1900 era muy 
distinto, lo cual implicaba una organizaciôn de la Hacienda Pûbli­
ca diferente a la que exigiô con posterioridad la Ley de Reforma 
Tributaria de Raimundo Fernândez Villaverde.
(37) Cfr. CERVERA, La inspecciôn de los tributos, cit., pégs. 25-26.
(38) Cfr. GOTA LOSADA, Tratado del Impuesto sobre la Renta, t. V, cit., 
pég. 26, en nota 909.
(39) Tratado del Impuesto sobre la Renta, t. V, cit., pég. 147.
(40) Puede verse reproducido întegramente en CERVERA, La inspecciôn de
los tributos, cit., pégs. 26-28, en nota 23.
(41) Op. cit., pégs. 30-31.
(42) Concretamente, los articulos 61 a 67 disponfan lo siguiente:
"Art. 61. Los Inspectores del Tributo, al realizar los servicios 
de comprobaciôn e investigaciôn, se presentarén en el local donde 
la Sociedad o el individuo sujeto a tributaciôn tengan su domicilio 
social, o en el que se ejerza la industria, comercio, profesiôn, 
u oficio que de aquellos hayan de ser objeto, y después de darse 
a conocer, procederén a levantar la correspondiente acta de presen­
cia con arreglo a modelo. En estos casos el procedimiento seré el 
siguiente:
a) Cuando se trate de comprobar un alta, una baja, una declaraciôn 
o un expediente y résulta conforme, el Inspector en funciones ex- 
tenderé por duplicado el acta, modelo nûmero 8, en presencia del 
interesado; la suscribirôn juntos, dejaré un ejemplar al déclarante 
y el otro lo entregaré en la Inspecciôn para ser remitido a la Ad­
ministraciôn en uniôn del documente que a ella haya dado origen, 
a fin de que surta los efectos reglamentarios.
b) Si de la prôctica del servicio resultare diferencia entre lo de- 
clarado por el centribuyente y lo observado por el Inspecter, éste 
haré constar en el acta (modelo nûmero 9) los hechos origen de la 
discrepancia, invitarâ al interesado a firmarla con él, recabando, 
si se negeire, la firma de dos testigos instrumentales, o, en su de- 
fecto, de un agente de la Autoridad y le entregaré el duplicado del 
acta, en la que figuraré una diligencia advirtiéndole que dentro 
del plazo de ocho dfas, contados a partir de las cuarenta y ocho 
horas de la fecha del acta, puede pasar a la Administraciôn de Ren­
tas Pûblicas, personalmente o por medio de apoderado o représentan­
te legal, para conocer el expediente que se le haya formado y, en 
su caso, alegar lo que estime conveniente a su derecho. En la misma
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se le advertirâ que, de conformarse desde luego con el acuerdo de 
la Administraciôn le serân condonadas las dos terceras partes de 
la multa que en su caso se le imponga.
Art. 62. El mismo dfa que haya levantado el acta, o al siguiente 
si hubiese realizado el servicio fuera de las horas hâbiles de ofi­
cina, el Inspector en funciones la entregaré al Inspector jefe, 
quien cuidaré de que seguidamente, y nunca en plazo superior a cua­
renta y ocho horas, contadas desde el momento de su levantamiento, 
sea remitida el acta a la Administraciôn de Rentas Pûblicas.
Previamente, el Inspector actuante informaré, en pliego unido a 
aquélla, acerca de los hechos en la misma consignados, ya limitén- 
dose a ratificarlos o ya ampliândolos en la forma que estime con­
veniente. En su informe propondré la liquidaciôn que, a su juicio, 
deba practicarse y consignarâ todos los datos y razonamientos con- 
ducentes a ilustrar el juicio de la Administraciôn, fijéndose espe- 
cialmente en si el expedientado ha incurrido en reincidencias y de- 
môs circunstancias que puedan caracterizar el hecho.
Art. 63. Recibido el expediente en la Administraciôn de Rentas Pû­
blicas y cargado al Negociado correspondiente, seré estudiado por 
éste el caso en aquél comprendido. Cuando se présente dentro de los 
ocho dfas sehalados en el artfculo anterior, el interesado o su 
apoderado o représentante legal, la Administraciôn escucharé y ha­
ré constar, por medio de diligencia, si comparées personalmente, 
o estudiaré, si lo hace por escrito, sus alegaciones, y dictaré el 
correspondiente acto administrativo. Notificado éste con la mayor 
diligencia, el expedientado tendrô cinco dfas de plazo, a contar 
desde el de la notificaciôn, para aceptar el fallo de la Adminis­
traciôn. La aceptaciôn se haré por medio de comparecencia en el ex­
pediente, firmada por el interesado y por el Jefe de Negociado, o 
por medio de escrito unido a él, y llevaré consigo la condonaciôn 
automâtica de las dos terceras partes de la multa impuesta. Es re­
quisite indispensable, para que pueda surtir estos efectos, que en 
el escrito de aceptaciôn o en la diligencia de comparecencia haga 
el interesado renuncia expresa a utilizar contra aquel fallo todos 
los recursos, incluse el contencioso-administrativo.
Art. 64. Si no aceptare el fallo de la Administraciôn, podré libre- 
mente entablar contra él, en el plazo de quince dfas, la reclama­
ciôn econômico-administrativa que corresponde con arreglo al vigen- 
te Reglamento de procedimiento.
Art. 65. Los declarados defraudadores no podrân gozar del bénéficié 
de la condonaciôn.
Art. 66. Si, no obstante haber sido notificado por el Inspecter al 
levatar el acta de presencia, el interesado no compareciere en la 
Administraciôn de Rentas Pûblicas, ésta, transcurride el plazo de 
ocho dfas, dictaré el acto administrativo y seguirô el procedimien­
to en la forma que en el artfculo 63 se establece.
146
Art. 67. Inmediatamente después de transcurride el ûltimo plazo de 
los sehalados en el artfculo 63, la Administraciôn de Rentas Pûbli­
cas pasarô los expedientes a la Intervenciôn y a la Tesorerfa-Con- 
tadurfa, a los efectos reglamentarios y luego a la Inspecciôn para 
que se practiquen las notificaciones a que haya lugar y para su 
custodia".
La condonaciôn, por aceptaciôn del fallo de la Administraciôn, de 
las dos terceras partes de la multa, en lugar de la condonaciôn to­
tal (como prevenfa la base 31), fué consecuencia de las modifica- 
ciones introducidas por el Real Decreto de 22 de octubre de 1926 
y la Orden de 19 de noviembre del mismo aho, que diô nueva redac- 
ciôn al Reglamento de 13 de julio.
(43) No obstante, en las disposiciones de 1927 el legislador revisarâ
de manera importante este punto, como se verâ.
(44) Esa concepciôn de las infracciones détermina, como ha sehalado PE­
REZ ROYO, F. (Infracciones y sanciones tributarias, lEF, Madrid, 
1972, pég. 39), que en el Reglamento de 1926, més que définir in­
fracciones, se califiquen los expedientes o actas levantados por 
la Inspecciôn.
En este orden de cosas, "existen diversas disposiciones posteriores 
a 1926 en materia de inspecciôn cuyo objeto principal es una nueva 
tipificaciôn del cuadro de infracciones o un retoque — més o menos 
amplio—  de las sanciones aplicables. El caso mâs significativo es 
la llamada Ley de Inspecciôn de los Tributos, de 20 de diciembre
de 1952; contrariamente a lo que cabe esperar de tal denominaciôn
no se trata de una nueva regulaciôn de la materia de la inspecciôn, 
ni, en un piano més modesto, de un conjunto de nuevos preceptos 
fragmentarios relativos a la inspecciôn; la parte esencial de tal 
Ley se destina a establecer una nueva ordenaciôn de sanciones e in­
fracciones tributarias, siendo los demâs preceptos de significado 
menor y particularizado".(CERVERA, La inspecciôn de los tributos, 
cit., pég. 33).
(45) Vid. el artfculo 61, b) de la Real Orden de 13 de julio.
(46) "Las funciones liquidadoras de la Inspecciôn de los Tributos", Ci­
vitas REDF, nûm. 11, 1976, pég. 409.
(47) Pone el profesor FERREIRO un especial interés en destacar y valorar 
el importante aspecto de la condonaciôn automâtica de sanciones 
(Las funciones liquidadoras, cit., pégs. 407 y ss), en la que ve, 
con razôn, un debilitamiento del propio sistema de sanciones y, 
consecuentemente, una necesidad de aumentar las actuaciones inspec­
teras. Pero otorga a este punto una trascendencia, a mi juicio, ex- 
cesiva, en orden a la importancia y funciôn que de ahS se dériva 
para la posterior evoluciôn del sistema. Concretamente, afirma: "La 
condonaciôn automâtica de sanciones supone... una peligrosa quiebra 
en el sistema. Es posible que necesidades précticas insoslayables
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hayan hecho imposible en 1926, prescindir de ella. A partir de este 
punto el legislador puedo escoger dos caminos. El primero, el més 
diffcil, intentar suprimir esta anomalfa. El segundo supone un aban 
dono paulatino de la especializacién y separaciôn entre ôrganos 
inspectores y liquidadores, un abandono paulatino de las garantfas 
que para el centribuyente derivan de tal separaciôn y un détériore 
progresivo del principle de indisponibilidad de la obligaciôn tri­
butaria. Por desgracia, ha sido este segundo camino el elegido. En 
aras de la facilidad, agilidad, flexibilidad y eficacia én la ges­
tiôn de los tributos" (op. cit., pég. 409).
Las razones de esa evoluciôn posterior hay que buscarlas, en efec­
to, en la necesidad de flexibilidad y eficacia en la gestiôn de los 
tributos, pero el entorpecimiento en este orden se debiô a causas 
y circunstancias muy concretas; como ha puesto de relieve MANTERO, 
cuyas consideraciones recogemos en el texto. Lo que sf es cierto, 
como ha sehalado PALAO TABOADA ("El nuevo procedimiento de la ins­
pecciôn tributaria", HPE, nûm. 80, 1983, pég. 15), es que al crear- 
se en 1927 el "acta de invitaciôn", se "pone en las manos del Ins­
pector una peligrosa palanca para inclinar la voluntad del contri- 
buyente y aproxima peligrosamente la actividad inspectera a una 
transacciôn con el sujeto pasivo". Sobre este aspecto también in­
siste enérgicamente FERREIRO, op. cit., pégs. 415 y ss.
(48) La inspecciôn en el proceso tributario, cit., pégs. 53 y ss., donde
se recogen péginas verdaderamente interesantes de nuestra historia 
tributaria.
(49) La inspecciôn en el proceso tributario, cit., pég. 54.
(50) Tomo de la transcripciôn de MANTERO, La inspecciôn en el proceso
tributario. cit., pégs. 55-56.
(51) Ibidem, pég. 56.
(52) Expresamente, la citada Real Orden disponfa lo que sigue:
"12 Los Inspectores del Tributo iniciarén su actuaciôn cerca de los 
contribuyentes que no hayan cumplido las obligaciones fiscales que 
reglamentariamente les correspondan, inviténdoles a rectificar su 
situaciôn tributaria previa exposiciôn y razonamiento de los textos 
légales que obligan a este cambio de situaciôn. Si la invitaciôn 
fuere aceptada por el contribuyente, se hsuré constar en acta redac- 
tada con arreglo a modelo y firmada por ambos, acta que la Inspec­
ciôn pasaré a la Administraciôn de Rentas Pûblicas para su liquida­
ciôn y trémite consiguiente.
22 Estas "Actas de invitaciôn" autorizadas con la conformidad del 
contribuyente, tendrén la consideraciôn de declaraciones o partes 
de alta, sin que, por lo tanto, pueda imponerse penalidad alguna 
por los hechos en ella reflejados.
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32 En los casos en que no exista conformidad entre la Inspecciôn 
y el contribuyente, o cuando éste ofrezca resistencia o sea rein­
cidente, la Inspecciôn procederfi a levantar acta de constancia de 
hechos en la forma prescrita en el artfculo 61 del Reglamento de 
13 de julio de 1926".
Adviértase cômo no se déclara expresa y abiertamente la no imposiciôn de 
sanciones en caso de conformidad, sino que al disponerse que las 
actas "tendrén la consideraciôn de declaraciones o partes de alta", 
no "puede imponerse penalidad alguna...".
(53) De los criterios manifestados en nuestra doctrina sobre esta dispo- 
siciôn, sirva como exponente la opiniôn de MARTINEZ LAFUENTE, A.
(La condonaciôn de sanciones tributarias, lEF, Madrid, 1980, pégs. 
94-95): "Queda por tanto completamente trastocado y a partir de 
ese momento la condonaciôn va a ponerse al servicio de lo que nunca 
debiô estarlo, es decir, de la transacciôn, convenio, etc., entre 
el Inspector y el contribuyente con derogaciôn singular de la obli­
gaciôn tributaria y, lo que es més importante, sin base legal al­
guna; esas bases convenidas y esas liquidaciones subsiguientes son 
lo que justifican la condonaciôn, de ahi que la doctrina haya cri- 
ticado unénimemente la introducciôn de tal sistema y la propia le- 
gislaciôn haya reaccionado... La figura del Inspector, instructor 
del expediente sancionador, desaparece, al convertirse en juez y 
parte; ya nadie podré enjuiciar si 'el sumario' esté complete y pue­
de dictarse 'sentencia'; seré el mismo instructor quien lo haga, 
sin més control que el de su buen criterio y teniendo como limite 
la conformidad del contribuyente, fécil de conseguir al concretarse 
las funciones instructoras y decisorias en una sola persona, a lo 
que hay que ahadir el aliciente de la condonaciôn total de las san­
ciones a imponer, que no es sino un medio de conseguir con mayor 
probabilidad la conformidad".
(54) Cfr. MANTERO, Procedimiento de la Inspecciôn Tributaria. Escuela 
de Inspecciôn Financiers y Tributaria, Ministerio de Hacienda, Ma­
drid, 1981, pég. 407; en otro lugar (La inspecciôn en el proceso 
tributario. cit., pég. 65), concreta que el noventa por ciento de 
las actas eran de invitaciôn.
(55) La inspecciôn de los tributos, cit., pég. 143.
(56) Las funciones liquidadoras, cit., pég. 412.
(57) La inspecciôn de los tributos, cit., pég. 138.
(58) Otros Acuerdos en el mismo sentido, citados por el profesor CERVERA
(op. cit., pôgs. 138 y 140), son los siguientes: de 26 de enero de 
1951 (Ar. 444); de 26 de agosto de 1952 (Ar. 2093); de 3 de octubre 
de 1952 (Ar. 2103); de 5 de diciembre de 1952 (Ar. 2770); de 12 de
diciembre de 1952 (Ar. 2794); de 20 de febrero de 1953 (Ar. 674);
de 12 de febrero de 1954 (Ar. 789); de 20 de junio de 1957 (Ar. 2378); 
de 7 de marzo de 1958 (Ar. 1502) y de 6 de junio de 1961 (Ar. 2893).
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(59) En este sentido, vid. ALBINANA, "Pretendidos expedientes de compro­
baciôn", en La Accciôn Administrativa y Fiscal, febrero 1951, pégs. 
1 y ss.; "Porfiando sobre el acta de invitaciôn". La Acciôn Admi­
nistrativa y Fiscal, abril 1951, pégs. 3 y ss., y mayo 1951, pégs. 
3 y ss.
A la importante cuestiôn del objeto y la naturaleza de la conformi­
dad nos referiremos al examinar el Reglamento General de 1986.
(60) Aunque de ella deriven ciertos efectos en orden a la impugnabilidad 
del acto de liquidaciôn dictado por la Administraciôn gestora
— como diremos seguidamente— , lo que no es sino consecuencia de 
la conformidad prestada.
(61) Se ha ocupado especfficamente del tema CERVERA TORREJON, en "Ins­
pecciôn de los tributos: Impugnaciôn de actas de invitaciôn", CT, 
num. 11, 1974, pôgs. 193 y ss.; también en su monograffa La inspec­
ciôn de los tributos, cit., pôgs. 153 y ss., en especial 161 y ss.
(62) Vid. el Acuerdo de 19 de septiembre de 1952 (Ar. 2080); ya con an- 
terioridad a la Ley de 1941 el TEAC sostuvo de manera reiterada el 
derecho del contribuyente a entablar reclamaciôn contra los actos 
administrativos derivados de las actas suscritas con su conformi­
dad; vid. el Acuerdo de 2 de marzo de 1951 (Ar. 1034), en el que 
se citan en tal sentido las Resoluciones de 9 de diciembre de 1930, 
14 de abril y 27 de octubre de 1931, 27 de febrero de 1934 y 4 de 
julio de 1935.
(63) La inspecciôn de los tributos, cit., pég. 163.
No se hasta qué punto puede hablarse, como hace FERREIRO ( Las fun­
ciones liquidadoras, cit., pég. 413), de un "vfnculo de dependen­
cia" entre el acto de liquidaciôn y el acta, en base a la norma se­
gûn la cual sôlo se admite la impugnaciôn de las liquidaciones "en 
cuanto no sean consecuencia legal de dicho documento". Una cosa es 
que el contribuyente no pueda impugnar la liquidaciôn mas que en 
cuento no sea consecuencia legal de los hechos a los que diô su 
conformidad, y otra cosa distinta el que la Administraciôn gestora 
necesariamente tenga que dictar la liquidaciôn ateniéndose en ex­
clusiva a lo consignado en el acta. Son de interés al respecto los 
siguientes pôrrafos del ya citado Acuerdo de 2 de marzo de 1951 
(Ar. 1034):
"... Las actas de invitaciôn, que todavfa no son un acto adminis­
trativo, no pueden servir, pese a la conformidad del interesado, 
para convalidar una extensiôn abusiva de los preceptos tributarios, 
ni la invenciôn de bases fiscales mediante la involucraciôn de con­
sideraciones de derecho con la simple constancia de hechos, cuya 
confesiôn del interesado es la ûnica que no puede ser impugnada, 
y éste es precisamente el alcance de la Ley de 28 de marzo de 1941, 
por lo que siempre queda libre el derecho del contribuyente para
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discutir los fundcunentos del acto administrativo, lo cual es 16gi- 
co, porque si la Administraciôn, después de examinar libremente los 
hechos, a cuya constancia debe contraerse el acta de invitaciôn, 
y la propuesta de liquidaciôn que como consecuencia de ellos haga 
la Inspecciôn, puede admitir, rechazar o modificar esta propuesta 
con arreglo a las disposiciones fiscales, es forzoso reconocer el 
derecho correlativo del interesado a discutir la legalidad de las 
consecuencias de dicho examen, que lleva implfcito el derecho a en­
trer también en el fondo del expediente, que es la necesaria cone- 
xiôn lôgica entre la premisa de los hechos indiscutables estableci- 
dos por el acta de invitaciôn y el acto administrativo que debe ser 
su consecuencia legal".
(64) FERREIRO, Las funciones liquidadoras, cit., pég. 420.
(65) La Orden de 10 de abril de 1954 — aplicable solamente a la Contri- 
buciôn sobre las Utilidades de la Riqueza Mobiliaria—  dispuso que 
"es de la competencia exclusiva de la Administraciôn de Rentas Pû­
blicas la calificaciôn de todos los expedientes..." y que "las ac­
tas... tendrén el simple carécter de documentes administrativos de 
informaciôn a las oficinas correspondientes", asf como que "a estas 
corresponde liquider las cuotas, recargos y penalidades" (apartado 
12 de la citada Orden). Pero también dispuso que "si las actas fue- 
ran del modelo nûmero 14 (esto es, las de invitaciôn), la Adminis­
traciôn procederô a la liquidaciôn, teniendo en cuenta que siempre 
que en las actas se den bases ciertas y suficientes para determi­
ner con exactitud el importe de las cuotas, deberé efectuar dicha 
liquidaciôn sin ulteriores trémites, a no ser que la oficina liqui- 
dadora considéré necesario ampliar los datos consignados en el ac­
ta" .
(66) Los dos preceptos de que consta la Orden en cuestiôn son del si­
guiente tenor:
"12. Cuando como consecuencia de invitaciôn de la Inspecciôn de los 
Tributos el contribuyente preste su conformidad, en todo o en par­
te, a las bases impositivas propuestas por dicha Inspecciôn, ten­
drén el carécter de firmes las aceptadas por el contribuyente, me­
diante la consignaciôn de su conformidad en el acta levantada por 
la Inspecciôn, aunque ésta no contenga especificaciôn de detalle, 
no pudiendo, por tanto, ser objeto de impugnaciôn por el contribu­
yente.
22, Podrôn, no obstante, ser impugnadas las liquidaciones que se 
practiquen como consecuencia de las bases aceptadas en las actas 
de la Inspecciôn, a que el nûmero anterior se refiere, pero sola­
mente en cuanto a la indebida aplicaciôn a las expresadas bases de 
la legislaciôn fiscal vigente".
(67) La Orden se justifica, continua el Preémbulo, "para evitar dudas en la adaptacién 
de la Ley de 20 de dicienfare de 1952, de las di^xsiciones vigentes sobre iirpugpabi- 
bilidad de las actas autorizadas con la conformidad del contribLyente.
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(68) Tal es la opiniôn de CERVERA (La inspecciôn de los tributos, cit., 
pâg. 145), consecuentemente con su posiciôn — ya constatada—  en 
punto a la admisibilidad en el contenido del acta de invitaciôn 
ûnicamente de cuestiones de hecho, dada su consideraciôn de decla­
raciones o partes de alta.
Mfis cerca me encuentro en este punto de la opiniôn de PUEYO MASO, 
J. A. (en Comentarios a las Leyes tributarias y financières, t. II, 
Edersa, Madrid, 1983, pâg. 456, en nota 6), al decir que "en reali- 
dad, la L.G.T. se limita a elevar de range disposiciones contenidas 
en normas reglamentarias".
(69) CERVERA, op. cit., pâg. 145.
(70) La opiniôn es generalizada; vid., por ejemplo, PALAO TABOADA, C., 
"Las actas de Inspecciôn en la Ley General Tributaria", CT, nûm. 
50, 1984, pôgs. 277 y ss.
(71) En principle, no nos arriesgamos a alejarnos mucho de la verdad, 
si afirmamos que son actas definitives las que la Inspecciôn cali­
fica como taies y actas previas las que extiende con este carâcter. 
Esta aparente 'boutade' tiene, sin embargo, un sentido y nos ofrece 
una pista. El que la Inspecciôn extiende un acta con el carâcter 
de definitive significa que considéra suficientemente determinado 
el conjunto de los elementos del hecho imponible, dando por conclu- 
sa su actuaciôn. El acta previa servirfa para documenter el resul­
tado de la comprobaciôn de determinado o determinados elementos del 
hecho imponible, reservândose la Inspecciôn el derecho a completer 
sus actuaciones en cuanto a los restantes elementos" (ARIAS VELAS­
CO, J., "Actas previas y actas definitives en el procedimiento de 
gestiôn tributaria", CT, nûm. 18, 1976, pâg. 39).
(72) Hacemos abstracciôn, claro esté, del resto del contenido del pre­
cepto, que no atahe a los efectos aqu£ considerados.
(73) ARIAS VELASCO, Actas previas y actas definitives, cit., pâg. 40.
(74) La diferencia fundamental entre la liquidaciôn provisional y la de­
finitive estriba en los distintos efectos de una y otra. Lo que 
distingue a la liquidaciôn definitive es su efecto preclusivo, esto 
es, su inmodificabilidad por el propio ôrgano administrativo. Las 
liquidaciones provisionales no producen este efecto preclusivo, en- 
tendiéndose dictades bajo la condiciôn tâcita de ser modificables 
en la medida en que se ponga de manifiesto la inexactitud de los 
hechos que les sirvieron de presupuesto; son, por tanto, suscepti­
bles de rectificaciôn por la Administraciôn, sin necesidad de acu- 
dir a los procedimientos especiales de revisiôn (GARCIA BRAGADO, 
A.,"Rôgimen jurfdico de las liquidaciones provisionales", en Estu­
dios de Derecho tributario, lEF, Madrid, 1979, vol. II, pâg. 1344).
Sobre el concepto y los efectos de la liquidaciôn provisional, vid. 
BOLLO AROCENA, M. C., Anâlisis jurfdico de la liquidaciôn provi­
sional, Edersa, Madrid, 1983, pôgs. 67 y ss., en especial, pôgs. 
184 y ss.
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(75) ARIAS VELASCO, Actas previas y actas definitivas, cit., pfig. 40.
(76) En este sentido, las "Notas de Derecho financière", t. I, vol. 32,
Madrid, 1975, pâgs. 192-194, al senalar los tipos de actas de ins- 
pecciôn. Mâs claramente, CERVERA (La inspecciôn de los tributes, 
cit., pâg. 173) y PALAO ("Naturaleza y efectos jurfdicos de la con- 
formidad del contribuyente con las actas de la inspecciôn", HPE. 
nûm. 21, 1973, pâg.165); dice este ûltimo autor que las "actas del 
Décrété de 1965 parecen ser una continuaciân de la idea esencial 
fnsita en las actas de invitaciôn".
(77) Vid. MANTERO, La inspecciôn en el proceso tributario", cit., pâg.
408.
(78) PALAO, Naturaleza y efectos iurfdicos de la conformidad del contri­
buyente, cit., pâg. 165.
(79) Sobre el concepto de acte administrative presunto vid. GONZALEZ
PEREZ, J., El procedimiento administrative, Publicaciones Abella, 
Madrid, 1964, pâg. 340; sobre el silencio positive, puede verse 
GARCIA DE ENTERRIA, E./FERNANDEZ, T. R., Curso de Derecho Adminis­
trative, t. 1, Civitas, Madrid, 1980, pâgs. 503 y ss.; con rela- 
ciôn expresamente a la materia tributaria, GONZALEZ PAEZ, E., "El 
silencio administrative en Derecho fiscal", CT, nûm. 3, 1972, pâgs. 
27 y ss.
(80) Sobre este concepto, véase CLAVIJO HERNANDEZ, F., "El acte de li- 
quidaciôn", Civitas REDF. nûm. 20, 1978, pâgs. 651 y ss.
(81) FERREIRO, Las funciones liquidadoras, cit., pâg. 431; CLAVIJO HER­
NANDEZ, "El procedimiento simplificado de liquidaciûn del Real Dé­
crété 1920/1976, de julio", Civitas REDF, nûm. 19, 1978, pâg. 391.
(82) PALAO, Naturaleza y efectos jurldicos de la conformidad del contri­
buyente, cit., pâg. 165.
(83) En este sentido, FERREIRO, Las funciones liquidadoras, cit., pâg. 
422.
(84) El procedimiento simplificado de liquidaciân, cit., pâg. 392.
(85) En este sentido, escribe MARTIN DELGADO, J. M. ("Los nuevos proce-
dimientos tributaries: las declaraciones-autoliquidaciones y las 
declaraciones complementarias", HPE, nûm. 84, 1983, pâg. 32), re-
firiéndose a la resenada posisiôn de CLAVIJO HERNANDEZ, que "me pa- 
rece que se trata de una verdad a médias o al menos de una verdad 
formai".
(86) Errer advertido per CLAVIJO, El procedimiento simplificado de li­
quidaciân, cit., pâg. 391, en nota 7.
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(87) MARTIN DELGADO, Los nuevos procedimientos tributaries, cit., pâg. 
32; a su juicio, "taies disposiciones significan sustancialmente 
una ruptura del principle de especialidad orgânica y quiebra el 
procedimiento 'normal' de liquidaciôn, al menos si queremos que las 
fases del procedimiento tengan sustantividad propia".
(88) Este aspecto es senalado por MARTIN DELGADO, Los nuevos procedi­
mientos tributaries, cit., pâg. 32.
(89) As£, por ejemplo, puede resultar que los hechos consignados en el 
acta no sean coïncidentes con aquellos de los cuales dispone la Ad- 
ministraciôn; tal como se dibujan las competencias de la Adminis- 
traciôn gestora, ésta no puede dictar acte contrario al acta en ba­
se a estes dates.
(90) CLAVIJO, El procedimiento simplificado de liquidaciôn, cit., pâg. 
392.
(91) El procedimiento simplificado de liquidaciôn, cit., pâgs. 392 y
ss., en especial pâg. 395; también FERREIRO, Las funciones liquida­
doras , cit., pâgs. 426 y ss., en especial 431 y ss.
Por elle no comparto en este punto la posiciân de MARTIN DELGADO 
(Los nuevos procedimientos tributaries, cit., pâg. 32), quien en- 
tiende que el procedimiento previsto en el Décrété de 1976 es prâc- 
ticamente idéntico al del Décrété de 1965, y que aquél no hizo sine 
ampliar la procedencia de aplicaciôn de éste.
(92) Se tiene aquf en cuenta no s6lo el citado Real Décrété, sine tam­
bién las disposiciones dictadas en su desarrollo, a saber: la Orden 
de 22 de noviembre de 1976, y la Resolucién de la Subsecretar£a de 
Hacienda de 25 de noviembre del mismo aho.
Un amplio examen de esta normativa, en MANTERO, Procedimiento de 
la inspecciôn tributaria, cit., pâgs. 409 y ss.
(93) "Si el sujeto pasivo no suscribiera el acta de la Inspecciôn tri­
butaria o suscribiéndola no prestara su conformidad a la liquida­
ciôn en ella practicada, quedarâ advertido de su derecho a presen- 
tar ante la correspondiente Oficina gestora las alegaciones que 
considéré oportunas dentro del plazo de ocho dfas hâbiles" (art. 
32, 2 del Decreto 1920/1976).
(94) "Excepto en los siguientes casos: a) Que en ella se haga constar
que el acta tiene el carécter de previa, o b) Que haya sido impug- 
nada por el sujeto pasivo" (art. 3 2 , 4 del Real Decreto).
Vid. el comentario a esta norma de PUEYO MASO ("Comentario al ar- 
tÉculo 145 de la Ley General Tributaria", en Comentarios a las Le- 
yes tributarias y financieras, t. II, cit., pâg. 458), quien mani- 
fiesta su "extraheza" al respecte, sehalando la impugnabilidad del
154
acta por el sujeto pasivo, siendo as£ que el articulo 165 de la Ley 
General Tributaria no cita las actas de Inspecciôn entre los actos 
de gestiôn tributaria reclamables, as£ como el hecho de que la li­
quidaciôn no tendré carâcter de definitive, "y no puede ser provi­
sional por prohibirlo el articule 1 de dicho Decreto". Esta ûltima 
consideraciôn no parece correcte, como veremos enseguida.
(95) Vid. CLAVIJO, El procedimiento simplificado de liquidaciôn, cit., 
pfig. 395.
(96) Ibidem, pâg. 393.
(97) Vid. PUEYO MASO, Comentario al artlculo 145 de la Lev General Tri­
butaria, loc. cit., pâg. 457.
(98) En este sentido, FERREIRO, Las funciones liquidadoras, cit., pâg. 
431.
(99) Vid. nota 94 anterior.
(100) Fundamentalemente, por CLAVIJO, El procedimiento simplificado de 
liquidaciôn. cit., pâgs. 396 y ss.; tambiân por ANGULO RODRIGUEZ 
("Un supuesto de remisiôn normativa: el Real Decreto 1920/1976, so­
bre procedimiento simplificado de gestiôn tributaria", jCT, nûm. 
28, 1979, pâgs. 27 y ss.) y FERREIRO (Las funciones liquidadoras, 
cit., pâg. 432).
(101) CLAVIJO, El procedimiento simplificado, cit., pâg. 397.
Por su parte, la Orden de 28 de febrero de 1976 regulô la tramita- 
ciôn de las actas de constancia de hechos en relaciôn con los Im- 
puestos sobre Sucesiones y Transmisiones Patrimoniales y Actos Ju- 
rfdicos Documentados, y la Orden de 31 de enero de 1977 aprobô los 
modelos de dichas actas. Estas normas — escribe FERREIRO—  suponen 
la introducciân del régimen simplificado de liquidaciôn previsto 
en los Decretos de 1965 y 1976, siendo similar a âstos en punto a 
funciones liquidadoras del Inspector y vinculaciôn de las Oficinas 
liquidadoras a las actuaciones de la Inspecciân, ya que las tareas 
de dichas Oficinas se reducen también en la Orden de 28 de febrero 
de 1976 a constater que no se ha producido una "aplicaciôn indebida 
de normas légales" (Las funciones liquidadoras. cit., pâg. 432).
(102) Sobre la gestaciôn de este Real Decreto, as! como sobre la trami- 
taciôn parlamentaria de la Ley de Reforma del Procedimiento Tribu­
tario, en cuyo Proyecto se atribuian funciones liquidadoras a la 
Inspecciôn de los Tributes, véase el amplio comentario de MANTERO, 
La inspecciôn en el proceso tributario, cit., pâgs. 13 y ss.
(103) La dispersién normativa en materia de procedimiento es puesta de 
relieve por PALAO (El nuevo procedimiento de la inspecciôn tributa­
ria. cit., pâgs. 13-14), al analizar el âmbito objetivo de aplica- 
cién del Real Decreto 412/1982. Resumidamente, el Real Decreto no
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era aplicable al Impuesto Sucesorio, rigifindose éste por la Orden 
de 28 de febrero de 1976 y disposiciones complementarias, ni a los 
tributos integrados en la Renta de Aduanas e Impuestos Especiales,
para los que continuaban rigiendo las disposiciones anteriores,
esto es, principalmente el Real Decreto 1920/1976, tal como se de-
ducia de la disposicién final tercera del Real Decreto de 1982, 
que a través de una infortunada utilizaciôn del concepto de dero- 
gacidn redujo el fimbito de aplicaciôn de las normas anteriores.
(104) Sigo también aqui, fundamentalmente, la descripciôn de CLAVIJO
HERNANDEZ, en "La Sentencia del Tribunal Supremo de 24 de abril 
de 1984 en relaciôn al Real Decreto 412/1982", Revista Juridica 
de Cataluna, ném. 4, 1985, pâgs. 202-203.
(105) "Se quiso siempre ser respetuoso con la ’tradiciÔn procedimental 
reglamentaria' en los supuestos de actas de disconformidad" (MAN­
TERO, La inspecciôn en el proceso tributario, cit., pfig. 17, nota 
6).
(106) Concretamente, en el artéculo 62, 3 se lee:
"Asimismo, podré formalizarse acta previa por la Inspecciôn de los 
Tributos cuando el hecho imponible del tributo objeto de comproba- 
ciôn o investigaciôn se encuentre comprendido en alguno de los si­
guientes casos:
a) Que pueda ser desagregado a efectos de su comprobaciôn o inves­
tigaciôn inspectera, sin detrimento de la total y definitive de- 
terminaciôn de la respective base imponible.
b) Que por su fraccionamiento geogréfico deba ser objeto de com­
probaciôn o investigaciôn inspecteras en los distintos lugares en 
que se materialice, segûn prevén los articules 141,1 y 143,b) de 
la Ley General Tributaria.
c) Que sea de aplicaciôn el articule 121,2 de la Ley General Tri­
butaria y corresponda a la Inspecciôn de los Tributos cumplir le 
dispuesto en dicho precepto en lugar de la Oficina gestora, sin 
perjuicio de que el expedients sea calificado de mera rectifica- 
ciôn y, por tante, sin sanciôn.
d) Que no debiendo generar, de memento, liquidaciôn tributaria, 
sea, sin embargo, conveniente documentar la existencia de alguno 
o algunos de los elementos intégrantes del hecho imponible de que 
se trate, para su incorporaciôn al respective expediente adminis­
trative.
e) Cualquier otro supuesto de hecho que se considéré anôlogo a los 
anteriormente descrites".
(107) El nuevo procedimiento de la inspecciôn tributaria, cit., pég. 17.
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(108) Aunque "en opiniôn de varies autores ya la normativa precedents 
facultaba a la Inspecciôn para dictar verdaderos actos administra­
tives de liquidaciôn..., esta opiniôn no deja de ser discutible, 
sobre todo a la vista de la ambigüedad de aquellos preceptos, que, 
en parte subsise en el nuevo RD" (PALAO; El nuevo procedimiento, 
cit., pfig. 17).
Sin duda el profesor PALAO se refiere a las facultades liquidado- 
das del Inspector actuario, pues la competencia liquidadora de la 
Dependencia de Inspecciôn es Clara en el Real Decreto 412/1982, 
y el Real Decreto de 1976 no contiens, lôgicamente, previsiôn de 
la Dependencia de Inspecciôn, creada en 1979.
En mi opiniôn las facultades liquidadoras del Inspector actuario 
eran mucho mâs claras en el Real Decreto 1920/1976 que en el de 
1982. En el primero no cabe duda que la liquidaciôn practicada en 
el acta es una auténtica liquidaciôn, aunque de carâcter provisio­
nal. En el segundo la cuestiôn no aparece, efectivamente, tan Cla­
ra: por un lado, se habla de "propuests de liquidaciôn practicada 
en el acta (de conformidad) por la Inspecciôn" ; por otra parte, 
se permitia recurrir contra el acta antes de la firma del Inspec­
tor Jefe, lo que no se compadece con el anunciado carâcter de mera 
propuesta; se permititfa a la Dependencia de Inspecciôn anularlas, 
cuando las propuestas no se anulan, sino que se resuelven en otro 
sentido; iniciaban el cômputo del plazo de ingreso voluntario y 
el plazo para soliciter el fraccionamiento de pago, cuemdo es ob- 
vio que una simple propuesta no es un mandate de pago, y cuando 
el Inspector Jefe pod£a revisarlas y modificarlas en el plazo de 
un mes, con lo que podia producirse la paradoja de realizar un in­
greso que luego era corregido o anulado por el Inspector Jefe. En 
definitive, dice Pueyo- se trataba al acta firmada por el Inspector
actusu'io como si contuviera un acto resolutorio, aunque se definfa
la liquidaciôn contenida en ella como una simple propuesta (Cfr. 
PUEYO MASO, en Comentarios a las Leyes tributarias y financiè­
res^ t. II, A, Edersa, Madrid, 1985, pâgs. 228-229; también, del 
mismo autor, "Los actos y el procedimiento de actuaciôn de la Ins­
pecciôn Tributaria", HPE, nûm. 75, pâg. 169).
(109) Vid. PALAO, El nuevo procedimiento, cit., pâgs. 19-21.
(110) Ibidem, pâgs. 17-18.
(111) Ibidem, pâg. 18.
(112) Puede verse reproducida Cntegramente en Gaceta Fiscal, nfim. 13 , 
1984, pâgs. 81 y ss.
(113) Veânse los comentarios de BANACLOCHE, J. (en La Ley, 27 de sep-
tiembre de 1984) y MANTERO (La inspecciôn en el proceso tributa-
rio, cit.); estes dos autores se muestran contraries al contenido 
de la Sentencia, mientras que DURAN-SINDREU (en RDFHP, nâm. 172, 
1984, pâgs.951 y ss.) y CLAVIJO HERNANDEZ, La Sentencia del Tri-
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bunal Supremo de 24 de abril de 1984, cit.), son claramente parti- 
darios de la ilegalidad del Rëal Decreto. Por su parte, PUEYO MA­
SO ("Comentario al articule 140 de la Ley General Tributaria", en 
Comentarios a las Leyes tributarias y financieras, t. II-A, cit., 
pâg. 228), estâ en desacuerdo con la motivaciôn técnica de la Sen­
tencia, aunque no con el resultado, teniendo en cuenta la acentua- 
da deficiencia de las disposiciones de referencia (vid. nota 108 
anterior).
(114) CLAVIJO HERNANDEZ, La Sentencia del Tribunal Supremo, cit., pâgs. 
218-219.
(115) Sobre la confusiân entre especialidad orgânica y especialidad fun- 
cional que parece advertirse en este âmbito, llama la atenciân 
PUEYO MASO, Los actes y el procedimiento de actuaciôn de la Ins­
pecciân tributaria, cit., pâg. 156.
(116) MANTERO, La inspecciân en el proceso tributario, cit., pâg. 30.
(117) MANTERO, op. cit., pâg. 65; vid. también en el mismo sentido, CLA­
VIJO CARAZO, F., "La funcién comprobadora y liquidadora de la Ins­
pecciôn, en Impuestos. julio 1986, pâgs. 8 y ss., en especial pfig. 
16.
Sobre el supuesto carâcter "neutral" de la oficina liquidadora, 
véase la interesante nota 8 del trabajo de PUEYO MASO, Los actos 
y el procedimiento de actuaciôn de la Inspecciôn tributaria, cit.; 
también, MORILLO MENDEZ, A., "Funcién inspectera y funciôn comproba 
dora en el âmbito tributario", XXX SEDF, Madrid, 1984, pâg. 645.
(118) Vid. FERREIRO, Las funciones liquidadoras, cit., pâg. 402.
(119) PUEYO MASO, Los actos y el procedimiento de actuaciôn, cit., pâgs. 
156-157.
(120) Sobre este extreme, vid. ARIAS VELASCO, Actas previas, cit., pâg. 
38; con especial referencia al Impuesto sobre la Renta, ALBINANA, 
La inspecciôn de los tributos, cit.
(121) FERREIRO (Las funciones liquidadoras, cit., pâg. 433) argumenta 
que el proceso de "desespecializaciôn" que supone la atribuciôn 
de funciones liquidadoras a la Inspecciôn de los Tributos, "débili­
ta enormemente la posiciôn del contribuyente frente a la Inspec- 
cién. Cuando ésta actâa, el administrado sabe que tiene frente a 
él a alguien de quien depende esencialmente la calificaciôn de los 
hechos imponibles, la obligaciôn tributaria y la corespondiente 
sanciôn". Por su parte, PEREZ DE AYALA y GONZALEZ GARCIA (Curso 
de Derecho Tributario. t. II, cit., pâg. 68), afirman que atribuir 
a la Inspecciôn facultades de calificaciôn jurfdica es üna "con- 
clusiôn muy grave para la seguridad jurâdica del administrado", 
ofrecer otras razones.
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(122) Cfr, MARTIN DELGADO, Los nuevos procedimientos tributaries, cit., 
p&gs. 36-38.
(123) Artfculo 91 de la Ley General Tributaria: "La competencia por ra- 
z6n de la materia de los distintos ôrganos, sean de liquidaciôn 
y recaudacién o de resoluciôn de recursos, se determinarfi en sus 
respectives Reglamentos".
(124) "Lo que conocemos con la expresiôn 'funciôn inspectera' no puede 
identificarse con las 'funciones de la Inspecciôn'.. . La dicoto- 
m€a instaurada en la prictica y usada en el lenguaje administrati­
ve- tributario, provocadora, por otra parte de algûn tipo de mani- 
queismo, entre Inspecciôn y Administraciôn, como si la primera no 
estuviera integrada en la segunda, ha provocado una apariencia 
inadmisible: ni todo lo que realiza la Inspecciôn forma parte de 
la funciôn inspectera, ni la funciôn inspectera es exclusive de 
la Inspecciôn; por ejemplo, la liquidaciôn contenida en un acta 
no forma parte de la funciôn inspectera, aunque la realice un Ins­
pecter, lo mismo que el asesoramiento al contribuyente, realizado 
fundamentalmente por funcionarios de la Inspecciôn, no es exclusi­
ve de la Inspecciôn..." (MANTERO, Procedimiento de la Inspecciôn 
Tributaria, cit., pég. 108).
(125) MANTERO, La inspecciôn en el proceso tributario, cit., pég. 33.
(126) Ibidem, pfig. 35.
(127) Ibidem, pfig. 40.
(128) Ibidem.
(129) Ibidem.
(130) El vacio producido por la anulaciôn del Real Decreto 412/1982 fue 
solventado provisionalmente mediante una Resoluciôn de 11 de julio 
de 1984, de la Secretaria General de Hacienda, sobre determinadas 
liquidaciones tributarias. En ella se dice que "los actos adminis- 
trativos de liquidaciôn y cualesquiera otros que deban dictarse 
como consecuencia de las actas de Inspecciôn, lo serfin por el Jefe 
de la Dependencia de Relaciones con los Contribuyentes".
(131) El Real Decreto 2077/1984 encomendé a la Dependencia de Relaciones
con los Contribuyentes la facultad de aceptar la propuesta de li­
quidaciôn contenida en las actas de conformidad y la de dictar el 
acto de liquidaciôn en las actas de disconformidad.
(132) Vid. PUEYO MASO, Comentario al artôculo 140 de la Ley General Tri­
butaria", loc. cit.. pâgs. 225-226.
(133) Vid. PALAO, El nuevo procedimiento, cit., pfigs. 19-20.
(134) Vid. BERNA MASIA, J., "Los criterios para la graduaciôn de las
sanciones tributarias", en Estudios de Derecho tributario, lEF,
159
Madrid, 1979, vol. II, pfigs. 1065 y ss.; también, CODES ANGUITA, 
J. L., "Comentario al articulo 82 de la Ley General Tributaria", 
en "Comentarios a las Leyes tributarias y financieras", t. II-A, 
cit., pfigs. 128 y ss.
(135) Vfianse los artficulos 72 y 82 de la precitada Orden de 12 de agosto 
de 1985, en relaciôn a las Delegaciones de Hacienda especiales, 
y los artficulos 34 y 35, en el fimbito de las Delegaciones, a los 
que se remite el articulo 56 de la misma Orden, al regular el ser- 
vicio y las Secciones de Gestiôn Tributaria de las Administracio- 
nes de Hacienda.
(136) La Inspecciôn de Hacienda, configurada como Dependencia en elas 
Delegaciones, constituye una Secciôn del Servicio de Gestiôn Tri­
butaria en las Administraciones de Hacienda.
(137) BOE de 14 de mayo; correcciôn de errores en el BOE de 1 de agosto.
(138) Vid. GARRIFO FALLA, F., "Tratado de Derecho Administrativo", vol. 
I, CEC, Madrid, 1985, pfigs. 370-371.
(139) "El Estatuto de la Inspecciôn (I)", Impuestos, julio 1986, pfigs. 
1 y ss., en especial, pfig. 3.
(140) Veânse los artficulos 32 y 42 del Real Decreto 939/1986.
(141) En este sentido, PALAO, El nuevo procedimiento de la inspecciôn, 
cit., pfig. 14.
(142) La disposiciôn final tercera del Real Decreto 412/1982 salvaba la 
derogaciôn — como se recordarfi—  del Real Decreto 1920/1976, para 
los tributos a los que no fuesen aplicables las normas de aquél.
(143) Véase el Capfitulo IV, artficulos 64 a 75 del Real Decreto.
(144) T. I, vol. 3 2, cit., pfig. 107; vfianse también las consideraciones 
de ALBINANA sobre este punto en "Los problèmes de hecho en la 
aplicaciôn de los impuestos",estudio preliminar a la obra de CARRAL 
LARRAURI, N./ARIAS VELASCO, J., Procedimientos tributaries , Edit. 
Santiliana, Madrid, 1968, pfigs. XIV-XV.
(145) Significativamente, los profesores PEREZ DE AYALA y GONZALEZ GAR­
CIA, en la cuarta ediciÔn del tomo II de su Curso de Derecho tri­
butario (1984), se refieren a la estimacifin objetiva singular (lec 
ciôn 24#), y al régimen de estimacifin indirects (lecciôn 25#), 
omitiendo la calificaciôn de "procedimientos extraordinarios de 
gestiôn tributaria", que todavfia aparece en la tercera edicifin 
(1980) de su citada obra (concretamente, en el capfitulo XXII). 
También el profesor SAINZ DE BUJANDA, en sus Lecciones de Derecho 
financiero (pfigs. 301-302), pone de manifiesto el sentido del tér- 
mino "procedimientos especiales de liquidacifin", segfin la orienta- 
cifin sehalada en las "Notas de Derecho financiero", si bien conti- 
nfia utilizando aquella denominaciôn.
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(146) Vid. PALAO TABOADA, "Métodos y procedimientos de determinaciôn de 
las bases imponibles". HPE. nûm. 79, 1982, pfigs. 13 y ss., en es­
pecial pfig. 20; también en la obra colectiva Comentarios a la Ley 
del Impuesto sobre la Renta de las Personas Ffisicas, Civitas, Ma­
drid, 1983, pfigs. 304-307; GENOVA GALVAN, A., La estimacifin indi­
rects, Tecnos, Madrid, 1985, en especial pfigs. 34 y ss.
(147) Vid. SAINZ DE BUJANDA, "Los métodos de determinaciôn de las bases 
imponibles y su proyecciÔn sobre la estructura del sistema tribu­
tario", en Hacienda y Derecho, t. VI, lEP, Madrid, 1973, pfigs. 187 
y ss., en especial pfig. 241.
(148) El Capfitulo IV se dedica a "Los obligados tributarios en el pro­
cedimiento de la Inspecciôn de los Tributos y su representaciôn".
Y el artficulo 24, concretamente, bajo la rûbrica "Intervenciôn de 
los obligados tributarios en las actuaciones de la Inspecciân de 
los Tributos", dispone en su apartado 1: "Estfin obligados a aten- 
der a la Inspecciôn de los Tributos e intervendrfin el el procedi­
miento de inspecciôn:
a) Los sujetos pasivos de los tributos, lo sean como contribuyen­
tes o como sustitutos.
b) Los retenedores de cuotas tributarias a cuenta de cualquier 
tributo.
c) La Sociedad dominante del grupo a los efectos del régimen de 
declaraciôn consolidada.
d) Los sucesores de la deuda tributaria.
e) Los re^xrsablés solidarios desde que sean requeridos por la Inspec­
ciôn para personarse en el procedimiento.
f) Quienes estfin obligados por las normas vigentes a proporcionar 
a la Administraciôn dates, informes o antecedentes con trascenden- 
cia tributaria.
g) Los sujetos infractores a que se refiere la letra f) del apar­
tado tercero del artficulo 77 de la Ley General Tributaria ("El re­
présentante legal de los sujetos pasivos que carezcan de capacidad 
de obrar"), desde que se inicien las actuaciones dirigidas a esta- 
blecer su responsabilidad por las infracciones que hubieran podi- 
do cometer".
(149) PALAO, traduccifin castellana de la Ordenanza Tributaria Alemana. 
lEF, Madrid, 1980, pfigs. 73-74.
(150) Me he referido a esta cuestiôn en mi trabajo "Notas sobre la soli- 
daridad tributaria con especial referencia a la unidad familiar", 
Civitas REDF, nûm. 49, 1986, pfigs. 63-64.
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(151) Citado segûn la versiôn castellana, cit., pfig. 74.
(152) As# lo senala CERVERA, La inspecciôn de los tributos. cit., pâg. 
124.
(153) Vid. SDFUM. Notas de Derecho financiero, vol. 3®, cit., pfigs. 184- 
185.
(154) Sobre ello vid. PUEYO MASO, Comentario al artficulo 145 de la Ley
General tributaria", en "Comentarios a las Leyes tributarias y fi­
nancieras" , t. II-A, cit., pfigs. 269-270.
(155) La redaccifin del precepto fufi modificada en la reforma de la Ley
General Tributaria, para incorporar al sujeto — "la inspeccién—  
que estima precedents la regularizacifin de la situacifin tributa­
ria.
(156) Notas de Derecho financiero, vol. 3®, cit., pfig. 172.
(157) Vid. SAINZ DE BUJANDA, Lecciones de Derecho Financiero, Facultad 
de Derecho, Universidad Complutense, Madrid, 1985, pfigs. 316-317.
(158) Notas de Derecho financiero, vol. 3®, cit., pfigs. 185-186; CERVE­
RA, (La inspecciôn de los tributos, cit., pfig. 123), hace constar 
como claro ejemplo de ello el artficulo 7®, 3 del Decreto 988/1968, 
de 11 de mao, que estableciô las normas reglamentarias provisio-
nales del Impuesto General sobre la Renta: "Las actuaciones que
confirmen la exactitud de las bases declaradas por el contribuyen­
te darfin lugar a simples comunicaciones dirigidas a los interesa- 
dos, suscritas ûnicamente por los Inspectores, haciéndose constar 
dicha circunstancia".
(159) CERVERA, La inspecciôn de los tributos, cit., pfig. 122.
(160) Notas de Derecho financiero , vol. 3®,cit., pfig. 186; Lecciones 
de Derecho financiero, cit., pfig. 316.
(161) Cfr. PALAO, El nuevo procedimiento, cit., pfig. 21.
(162) Cfr. la clasificaciôn formulada por PALAO (El nuevo procedimiento.
cit., pfig. 21) con relaciôn al Real Decreto 412/1982.
(163) Estos dos casos se corresponden con los previstos en las letras
a) y b) del apartado 2 del artficulo 20 del Real Decreto 2077/1984.
(164) Vid. GOTA, Tratado del Impuesto sobre la Renta, cit., t. IV, pfigs.
278 y ss.
La citada Orden Ministerial de 1982 prevefia tanto la comprobaciôn 
como la firmeza, si bien de forma alternative, segfin senala PALAO 
(El nuevo procedimiento, cit., pfigs. 34-35); la firmeza aqufi alu- 
dida debe entenderse como équivalente a inmodificabilidad, que
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puede estar producida tanto por haberse dictado, previa comproba­
ciôn, un acto definitivo no recurrido — o haberse resuelto con el 
carâcter de firme los correspondientes recursos—  como por haber 
prescrito la acciôn comprobadora de la Administraciôn.
165) PALAO, El nuevo procedimiento, cit., pâg. 35.
166) Procedimiento de la Inspecciôn, cit., pâg. 159.
167) Vid. el supuesto comprendido en el articulo 6®, 3, d) del Real De­
creto 412/1982.
168) Cfr. PALAO, El nuevo procedimiento, cit., pâg. 35.
169) Ibidem, pfig. 34.
170) Como excepciôn, la Orden de 10 de abril de 1975, por la que se de-
sarrollô el Decreto 2062/1974, sobre funcionamiento y competencia 
de la Inspecciôn en Aduanas, déclaré en su nômero 4 que las "actas 
definitivas son las que contienen la totalidad de los requisitos 
enumerados en el articulo 145 de la Ley General Tributaria".
171) Vid. el articulo 10, 2, d) del Real Decreto 2077/1984 y el articu­
lo 6®, 3, d) del Real Decreto 412/1982.
172) Vid. MANTERO, Procedimiento de la Inspecciôn, cit., pfigs. 398 y
ss.
173) Procedimiento de la Inspecciôn, cit., pfig. 400.
174) Vid. TESAURO, F., Il rimborso dell'imposta, Utet, Turin, 1975,
pfigs. 43-44.
175) Tal es la interpretaciôn a la que llega ARIAS VELASCO, Procedi­
mientos tributarios, cit., pfig. 294.
176) Vfianse los artficulos l®-2, 2®-l y -5, y 3®.
177) PALAO, El nuevo procedimiento, cit., pfig. 22.
178) En las Notas de Derecho financiero (vol. 3®, cit., pfigs. 198-200)
se llega a la conclusiôn, con caraôter general, de que la confor­
midad sôlo puede extenderse a los elementos o supuestos de hecho 
consignados en el acta. En anfilogo sentido, MARTINEZ LAFUENTE (La 
condonaciôn de las sanciones, cit., pfigs. 164, 185 y 294), quien
critica que la conformidad se haga recaer sobre la propuesta de 
liquidaciôn, ya que son los hechos los finicos que pueden ser obje­
to de la misma.
Posiciôn distinta sostiene BRENA CRUZ, F. A. ("Procedimiento de 
la Inspecciôn de Hacienda", comentario de jurisprudencia, CT, nfim. 
35, 1981, pfig. 230), quien entiende, concretamente con relaciôn
al Decreto de 8 de julio de 1965, que la conformidad se presta a
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los hechos, a la calificaciôn del expediente y a la propuesta de 
liquidacifin.
Por su parte, CALERO RODRIGUEZ ("la conformidad del sujeto pasivo 
con las actas de Inspecciôn", en Estudios de Derecho tributario, 
lEF, Madrid, 1979, vol. II, pfigs. 1453 y ss.) afirma que la con­
formidad se extiende tanto a los datos de hecho como a la califi- 
cacifin jurfdica de los mismos, pero critica esta regia por carecer, 
en su opiniôn, de justificaciôn teôrica y de trascendencia prficti- 
ca, ya que la aplicaciôn de las normas jurfdicas puede ser recti- 
ficada por la Administraciôn y es impugnable por el sujeto pasivo.
(179) En los modelos de actas aprobados por la Resoluciôn de 27 de mayo 
de 1986, el acta de conformidad emplea la siguiente fôrmula: "El 
obligado tributario presta su conformidad a la propuesta de liqui­
daciôn...... que antedece extendiôndose su aceptaciÔn a los hechos
recogidos en el acta y a todos los demfis elementos déterminantes 
de dicha liquidaciôn". La expresiôn, como es claro, estfi tomada 
de los Reales Decretos de 1982 y 1984, pero no existe una fôrmula 
anfiloga en el nuevo Reglamento General.
Obsôrvese que si se toma como objeto "primario" de la conformidad 
la propuesta de liquidaciôn no hay mfis remedio que entender que 
la conformidad se extiende igualmente a los hechos recogidos en 
el acta. "La conformidad a los hechos es ineludible presupuesto 
de la conformidad a la propuesta de liquidaciôn, de manera que la 
segunda lleva implfcita la primera" (ARIAS VELASCO, Procedimientos 
tributarios, cit., pfig. 295). Pero cuestiôn distinta es que, acep- 
tando los hechos, se estô conforme con la liquidaciôn sobre ellos 
practicada. Esta diferencia, de matiz, si se quiere, pero jurfidi- 
camente relevante, en el enfoque de la conformidad, es la que creo 
que subyace entre las anteriores disposiciones y la vigente norma­
tiva. Y, en tal sentido, recufirdese la circunstancia ya consigna- 
da del distinto fimbito de los elementos no impugnables por el obl^ 
gado tributario.
(180) SDFUM, Notas de Derecho financiero, vol. 3®, cit., pfigs. 196 y 
ss., en especial 197-198; PEREZ DE AYALA, J. L., Derecho tributa­
rio, vol. I, Ed. Der. Fin., Madrid, 1968, pfig. 285; CARETERO PE­
REZ, A., Derecho financiero. Santillana, Madrid, 1968, pfig. 524; 
MANTERO, Procedimiento de la Inspecciôn, cit., pfigs. 414 y ss.; 
tambiôn del mismo autor, "El acta con prueba preconstituida", HPE, 
nfim. 48, 1977, pfigs. 203 y ss., en especial pfig. 208; CARRAL LA­
RRAURI, N./ARIAS VELASCO, J., Manual de procedimientos tributa­
rios, cit., pfig. 291.
El Tribunal Supremo, en su Sentencia de 26 de noviembre de 1979 
(Ar. n® 3969), se refiere a la conformidad asignfindole "la fuerza 
de una confesifin sobre los hechos".
(181) "La llamada acta de invitaciôn? en La Acciôn Administrative y Fis­
cal. nfim. 381, mayo de 1948, pfigs. 1 y ss.; del mismo autor, La
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inspecciôn de los tributos: una evoluciôn significativa. cit., 
pfigs. 776 y ss.
(182) El nuevo procedimiento. cit., pfig. 23; vid. también la argumenta- 
ciôn de CALERO RODRIGUEZ, en contra de la tesis transaccional, en 
La conformidad del contribuyente. cit., pfigs.. 1444 y ss.
( 183) PALAO, Naturaleza y efectos jurldicos de la conformidad del con­
tribuyente. cit., en especial, pfigs. 167 y ss.; tambiôn en El nue­
vo procedimiento. cit., pfigs. 22 y ss.; CALERO RODRIGUEZ, La con­
formidad del sujeto pasivo. cit., pfigs. 1445 y ss.
(184) DIEZ-PICAZO, L., La doctrina de los actos propios, Bosch, Barcelo­
na, 1963, pfigs. 177 y ss.
(185) Derecho Procesal Civil, tomo primero, lEP, Madrid, 1968, pfig. 350.
(186) Es necesario senalar que no es opiniôn unfinimemente compartida el
sostener que la findole desfavorable de la declaraciôn prestada por
el confesante, o declaraciôn contra se, constituya un elemento 
esencial de esta instituciôn. La confesiôn, siendo, por esencia, 
un medio de prueba, comprende cualquier clase de declaraciôn, sea 
cufil sea su sentido (cfr. GUASP, op. cit.. pfigs. 356-357). Lo que 
ocurre respecto de las declaraciones confesorias favorables al 
confesante es, ûnicamente, que no tienen eficacia probatoria legal 
privilegiada, segfin se deduce, entre otros preceptos, del artficulo 
1232 del Côdigo Civil, al indicar que la confesiôn hace prueba 
contra su autor.
(187) Cfr. Naturaleza y efectos jurfidicos de la conformidad del contri­
buyente, cit., pfigs. 172-173; insiste el autor en esta tesis en
El nuevo procedimiento, cit., pfigs. 22-23.
(188) Resoluciones del TEAC de 11 de febrero de 1967, de 17 de diciembre
de 1968, de 11 de marzo, de 10 de junio y 19 de noviembre de 1969
(ciotadas segfin PALAO, Naturaleza y efectos jurfidicos, cit., pfigs. 
166-167).
(189) La cuestiôn, sin embargo, no parece tan clara en la anterior re- 
glamentaciôn, habida cuenta de que se exclufia de impugnaciôn por 
el sujeto pasivo las bases a las que diô su conformidad; vid. las 
consideraciones de PALAO al respecto, en Naturaleza y efectos ju­
rfidicos, cit., pfig. 173.
La referencia a las bases imponibles fufi una novedad del Real De­
creto de 12 de febrero de 1982 (art. 7®, 1) y a ellas se referfia 
tambiôn el Real Decreto de 31 de octubre de 1984. El Decreto de 
8 de julio de 1965 exclufia de impugnaciôn "las circunstancias de 
hecho a las que hubiera prestado su conformidad" el sujeto pasivo 
(art. 2®, 5) y el Real Decreto de 16 de julio de 1976 disponfia lo 
propio respecto de "los elementos y demfis circunstancias intégran­
tes del respective hecho imponible a que hubiese prestado su con­
formidad" (art. 3®, 6).
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(190) Recufirdese el Decreto de 8 de julio de 1965, en cuyo artficulo 2®, 
4 se disponfia que "La Administraciôn, una vez recibida el acta de 
inspecciôn..., deberfi procéder al examen de la propuesta de liqui­
dacifin formulada en aquélla, y si apreciara error aritmfitico o 
aplicacifin indebida de las normas légales, lo notificarfi al sujeto 
pasivo, a fin de que éste pueda expresar su conformidad con la 
nueva liquidaciôn...". En anfilogo sentido, el artficulo 4®, 2 de 
la Orden de 26 de mayo de 1982.
(191) A la misma conclusiôn llega ARIAS VELASCO (Procedimientos tributa­
rios. cit., pfigs. 295-296), con relaciôn a la normativa de 1982.
(192) El nuevo procedimiento, cit., pfig. 27.
(193) "Las actas firmes... serfin reclamables en vfia econômico-adminis- 
trativa..." (art. 11, 4 del Real Decreto 2077/1984). No constituée 
una excepciôn a la régla general de inimpugnabilidad de las actas 
la posibilidad de impugnar las de conformidad ante la Dependencia 
de Inspecciôn por razôn de error material o aplicaciôn indebida 
de las normas vigentes, prevista en el artficulo 7®, 1 del Real De­
creto 412/1982. Como senala PALAO (El nuevo procedimiento, cit., 
pfig. 28), la naturaleza de esta impugnaciôn es la de una reclama-
ciôn en vfia de gestiôn, previa a la emanaciôn del acto administra­
tivo, por lo que, en rigor, no puede considerarse una excepciôn 
a aquella régla general.
(194) Cfr. PALAO, El nuevo procedimiento, cit., pfig. 28.
(195) Cfr. GUASP. Derecho Procesal Civil, cit., pfig. 362; PRIETO-CASTRO,
L., Manual de Derecho Procesal Civil, t. I, Madrid, 1959, pfig. 
305.
(196) Cfr. GUASP, loc. cit. en nota anterior. En el mismo sentido, las
Notas de Derecho financiero, vol. 3®, cit., pfigs. 201-202.
(197) Como se recordarfi, la situaciôn era distinta en el Real Decreto
412/1982, en el que la obligaciôn de ingresar se derivaba directa- 
mente del acta de conformidad (art. 3®).
Por su parte, el Real Decreto 2077/1984, disponfia tal obligaciôn 
de ingreso de manera similar a la prevista en el vigente Reglamen­
to General, pues procedfia desde que el acta de conformidad fuese 
"firme" (art. 7®), firmeza que se adquirfia transcurrido el plazo 
de un mes desde su fecha, sin que la Dependencia de Relaciones con 
los Contribuyentes hubiese modificado la propuesta de la Inspec­
ciôn.
(198) Cfr. PALAO, El nuevo procedimiento, cit., pfig. 29.
(199) Recufirdese lo dispuesto en tal sentido por la Orden de 12 de agos­
to de 1985 (art. 38, 4).
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(200) Vid. el artficulo 5®, 5 de la Orden de 26 de mayo de ese ano.
(201) En relaciôn a la condonaciôn automâtica de sanciones, la doctrina 
mâs autorizada convenfia en que el presupuesto de la misma lo cons-
titufia la aceptaciÔn de los hechos, no la de las tesis de la Admi­
nistraciôn acerca del enjuiciamiento de aquÔllos; vid. MARTINEZ 
LAFUENTE, La condonaciôn, cit., pâgs. 183 y ss.
(202) Concretamente, el artficulo 13, 5 de la Orden previene que si el 
acto de liquidaciôn supone la aceptaciÔn de las alegaciones del 
interesado, procederé la aplicaciôn de lo dispuesto en la letra
h) del artficulo 82 de la Ley General Tributaria, "aplicôndose 
aquella circunstancia sobre la parte de la deuda tributaria liqui- 
dada conforme a las alegaciones del interesado. Si posteriormente 
éste extendiese el recurso o la reclamaciôn que interponga a la 
parte de la cifra total liquidada considerando aquella circunstan­
cia, se procéder# a exigir la parte reducida de la sanciôn".
(203) Notas de Derecho financiero, 1# éd., pfig. 961; PALAO, El nuevo
procedimiento, cit., pâg. 32.
(204) MANTERO, Procedimiento de la Inspecciôn Tributaria, cit., pâg. 
435.
(205) La misma opiniôn — con relaciôn al Real Decreto 412/1982—  mani-
fiesta PONT MES TRES, Los documentos de la Inspecciôn, RDFHP, nûm. 
171, 1984, pâg. 701.
(206) El Real Decreto previene sobre ello que "Si el interesado hubiese 
comparecido mediante représentante e impugnare la liquidaciôn de- 
rivada de un acta por falta o insuficiencia de poder o alegare esta 
circunstancia acerca de un acta de disconformidad, la liquidaciôn 
o el acta serân vÔlidas, no obstante, si las actuaciones inspecte­
ras se han practicado observando lo dipuesto en el artficulo 27 de 
este Reglamento"; este artficulo recoge las normas relativas a la 
representaciôn voluntaria.
(207) El nuevo procedimiento, cit., pâg. 32.
(208) Segûn la Orden Ministerial (art. 13, 5, tercer pârrafo), "Cuando 
el Inspector Jefe considéré que podrfia ser procédante dictar una 
liquidaciôn modificando la propuesta contenida en el acta en ex­
tremes no controvertidos en el expediente, acordarô que éste se 
complete, practicândose por los actuaries la actuaciones que pro­
cédant o simplemente emitiendo informe acerca de la cuestiôn de de­
recho suscitada, siempre de acuerdo con lo dispuesto en el aparta­
do cuarto del atficulo 60 del Reglamento General de la Inspecciôn 
de los Tributos". La norma puede calificarse de inûtil, pues a 
efectos del procedimiento carece de trascendencia el que se mofi- 
que la propuesta de liquidaciôn en "extremes no controvertidos en 
el expediente", como si lo hace en extremes controvertidos; em am- 
bos casos ha de observarse lo dispuesto en el artficulo 60, 4 del
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Real Decreto, al que la Orden se remite, y en el que, a mayor abun
damiento, ya se prevé que se practicarân las actuaciones que pro-
cedan, entre las cuales, como es claro, se encuentra la de "emitir 
simplemente informes acerca de la cuestiôn de derecho suscitada".
(209) Cfr. MANTERO, El acta con prueba preconstituida, cit., pôg. 215.
(210) Ibidem.
(211) "Los Abogados eclesiôsticos y el Impuesto sobre los Rendimientos 
del Trabajo Personal",comentario a la Sentencia del Tribunal Su­
premo de 22 de octubre de 1974, CT, nûm. 13, 1975, pôg. 172.
(212) El acta con prueba preconstituida, cit., pôg. 218.
(213) Los Abogados eclesiôsticos, cit., pôg. 172.
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